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DISEÑO DE UN SISTEMA DE CALIFICACIÓN PARA PRODUCTORES DE LA 
AGRICULTURA FAMILIAR CAMPESINA DE LA REGIÓN SIERRA DENTRO DEL 
MINISTERIO DE AGRICULTURA, GANADERÍA, ACUACULTURA Y PESCA 
 
DESIGN OF A QUALIFICATION SYSTEM FOR PRODUCERS OF PEASANT FAMILY 
FARMING OF SIERRA REGION WITHIN THE MINISTRY OF AGRICULTURE, 
LIVESTOCK, AQUACULTURE, AND FISHERIES 
 
El presente trabajo de tesis se justifica por la necesidad del Ministerio de Agricultura, Ganadería, 
Acuacultura y Pesca (MAGAP) así como de otras instituciones del Estado, de contar con un registro 
de productores de la agricultura familiar campesina que les permita direccionar apropiadamente la 
política pública hacia el fomento y fortalecimiento de este sector estratégico para el país por ser el que 
proporciona más del 60% de los alimentos que se consumen en el Ecuador. El estudio se planteó como 
objetivo diseñar un sistema de calificación para este tipo de productores de la Sierra tomando como 
insumo las experiencias de los sistemas de certificación más importantes que funcionan en esta región 
siendo éstos el Sistema Participativo de Garantía que funciona con organizaciones de productores de 
Pichincha, el Símbolo de Pequeños Productores que está trabajando con organizaciones de 
Chimborazo, y la Unidad de Certificación en Agricultura Limpia que atiende a agricultores de 
Tungurahua. Dentro del marco teórico conceptual de la Economía Social y Solidaria, circuitos cortos 
de comercialización, agricultura familiar y del marco legal que ofrece la Constitución, LORSA, 
LOEPS, COOTAD y PNBV, se propuso un sistema a ser implementado con los propios recursos del 
MAGAP, que consiste en un proceso de inscripción individual, voluntaria, gratuita, de actualización 
periódica, verificable en campo, de aplicación local y posibilidad de replicarse a nivel nacional, que 
funcionaría a través de una plataforma informática vinculada a su página web.  
 
 
PALABRAS CLAVE: SISTEMA, REGISTRO, AGRICULTURA FAMILIAR CAMPESINA, 







The present thesis work is justified by the need of the Ministry of Agriculture, Livestock, Aquaculture 
and Fisheries (MAGAP) as well as other public institutions, of having a family farming producers 
record that enables them to properly address public policy to promote and strength this strategic sector 
for the country that provides more than 60% of the food eaten in Ecuador. The study carried out the 
objective of designing a qualification system for these producers in the Sierra taking as inputs the 
experiences of leading certification systems operating in this region these being the Participatory 
Guarantee System that works with producer organizations in Pichincha, the Small Producers' Symbol 
which is working with organizations of Chimborazo, and Clean Agriculture Certification Unit that is 
serving farmers in Tungurahua. Within the conceptual framework of the Popular and Solidarity 
Economy, short food supply chains, family farming and the legal framework provided by the 
Constitution, LORSA, LOEPS, COOTAD and PNBV, a system is proposed to be implemented by 
MAGAP with its own resources consisting in an individual, voluntary, free, periodically updated and 
field verifiable process that would be applied locally but with the potential of nationwide replication 
that would operate through a computer platform linked to their website. 
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La realidad socio-económica y productiva en el sector rural en el Ecuador es compleja. De acuerdo a 
la FAO-BID (2007) si bien el 60% de los alimentos que consumimos provienen de la agricultura 
familiar campesina (AFC), esto no se traduce en ingresos económicos para quienes los producen, tal es 
así que la pobreza continúa afectando fuertemente a la población rural donde según el reporte del 
INEC a diciembre de 2012, la pobreza cerró en 49.1%
1
, es decir que 1 de cada 2 personas en el área 
rural subsiste con un ingreso que está por debajo de USD 2,54 diarios (valor de la línea de pobreza 
calculado para el mismo mes y año). 
 
Esta situación hace que la presión por abandonar el campo en busca de mejores condiciones de vida 
sea muy fuerte poniendo en riesgo la seguridad y soberanía alimentaria del país ya que, de acuerdo a 
una publicación presentada por OXFAM-IEE (2010), las agriculturas familiares se dedican al cultivo 
de los productos considerados básicos para la alimentación, cuya lista está compuesta por granos, 
cereales, tubérculos, hortalizas y una gran variedad de frutas. 
 
Sin embargo, la importancia de éste sector trasciende la funcionalidad del abastecimiento local de 
alimentos. Sanches Peraci (2011) identifica otros roles para la agricultura familiar en Latinoamérica 
como motor del desarrollo rural, siendo estos generación de renta, estabilización de las poblaciones en 
sus sitios de origen, desarrollo de las economías locales y fortalecimiento institucional de las 
estructuras públicas, ocupación de la mano de obra, gestión de los recursos naturales y, finalmente, 
superación de la pobreza y la inclusión social productiva. 
 
Es interesante que, para el caso del Ecuador, el estudio realizado por el IEE y citado por OXFAM-IEE 
(2010), pone de manifiesto que del 2004 al 2009 éste sector había aportado con alrededor de 200 
millones de dólares constantes, siendo la excepción el año 2008 cuando generó un valor agregado 
bruto de cerca de 282 millones de dólares corrientes, lo cual hace palpable la interesante contribución 
de la agricultura familiar a la economía nacional.  
 
En este marco, el Ministerio de Agricultura, Ganadería, Acuacultura y Pesca (MAGAP), como ente 
rector de la política agraria, ha implementado varias estrategias para mejorar las condiciones en las 
que los pequeños agricultores llevan a cabo su actividad, de tal manera que encuentren incentivos para 
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permanecer en el campo y se garantice desde el Estado que la agricultura familiar pueda seguir 
reproduciéndose en el tiempo. 
 
Para ello, como parte de la reestructura administrativa y funcional del MAGAP, mediante Acuerdo 
Ministerial No. 007 del 7 de enero de 2011 se creó el Viceministerio de Desarrollo Rural (VMDR), y 
dentro de él, a través del Acuerdo Ministerial No. 281 del 29 de julio del mismo año, la Coordinación 
General de Redes Comerciales (CGRC) para articular a los productores de la agricultura familiar 
campesina a circuitos cortos de comercialización con el fin de que, al reducir o eliminar la cadena de 
intermediación, el margen total entre los costos de producción y el precio de venta al consumidor final 
se traslade directamente a los productores, mejorando así sus ingresos. 
 
Estos circuitos cortos o directos, llamados también circuitos alternativos de comercialización 
(CIALCOs), por ofrecer una opción diferente a los mercados tradicionales que han sido cooptados por 
intermediarios, surgieron como una propuesta desde las organizaciones de productores al margen del 
conocimiento o apoyo que pudieran recibir del MAGAP, sin embargo, han llegado a convertirse en 
espacios importantes de encuentro entre productores y consumidores puesto que han permitido 
visibilizar y valorar la producción campesina, a tal punto que en el año 2010
2
, el VMDR realizó un 
estudio en el que se evidenció la importancia de los circuitos cortos para la economía de los pequeños 
productores: “El incremento de la producción, el aumento del precio al productor, el valor agregado 
generado por los procesos de transformación, sin que estos incidan de manera significativa en los 
gastos de producción, contribuyen a mejorar entre un 4 y 54% los ingresos agropecuarios anuales de 
las familias campesinas que participan en los casos estudiados de CIALCO…” Pág 65. 
 
Con este antecedente, una vez conformada la CGRC, la unidad empezó a trabajar en el fortalecimiento 
de estas experiencias para lograr su consolidación y avanzar luego en la generación de nuevos 
circuitos directos que se adapten a las diferentes condiciones de los territorios. El estudio en mención 
identificó 5 modalidades que se espera potenciar: ferias, canastas, tiendas, exportación campesina y 
compra pública. 
 
En una primera fase, se ha priorizado el equipamiento de ferias, tiendas y canastas, así como la 
articulación con el Instituto de Provisión de Alimentos (IPA), actualmente adscrito al MAGAP, se 
puedan ejecutar mecanismos para que la compra pública relacionada con el abastecimiento de 
alimentos a Centros Infantiles del Buen Vivir (CIBVs), escuelas, hospitales, centros de rehabilitación, 
regimientos militares, etc., se provea desde los productores de la AFC. 
 
                                                          
2
 Si bien la información se recabó en el 2010, el estudio fue publicado oficialmente por el MAGAP en 2012.  
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En este contexto, la CGRC ha encontrado algunas limitantes para el desarrollo de su trabajo, siendo el 
principal, la dificultad para garantizar que los grupos con los cuales trabaja, efectivamente 
correspondan a productores de la AFC, lo cual se debe en muchos casos a que los productores se 
agrupan en asociaciones de hecho y no de derecho y por lo tanto no cumplen los requisitos legales 
para su registro y posterior acreditación dentro del Ministerio, lo cual eventualmente impide que pueda 




Para la Coordinación General de Redes Comerciales se hace necesario entonces, contar con 
herramientas con las que pueda asegurarse que su trabajo beneficia a este grupo específico de 
productores tal como lo señalan sus deberes estatutarios, más aún cuando en el campo de la compra 
pública, que es el principal circuito directo al que se desea articularlos, toda transacción debe 
respaldarse con documentación legal, y por lo tanto, es indispensable el poder identificar sin lugar a 
dudas que aquellos productores que abastecen a las instituciones públicas provienen de la AFC. 
 
Para responder a esta necesidad, se ha planteado la realización de este tema, en el que, a partir del 
estudio de los sistemas de certificación más eficientes que se están dando en el territorio, se pueda 
proponer un sistema de calificación en el MAGAP para los productores AFC de la región Sierra, de tal 
manera que permita garantizar que se vincule únicamente a este grupo a los CIALCOs que promueve 
la CGRC. 
 
1.2. JUSTIFICACIÓN  
 
El desarrollo de esta investigación se justifica en el marco de la necesidad de la sociedad ecuatoriana 
de alcanzar mayores niveles de equidad y justicia a través de medidas que, desde la política pública, 
permitan mejorar las condiciones de vida de la población rural tratando de alcanzar el Buen Vivir y de 
contribuir a implantar un verdadero sistema económico social y solidario tal como lo manda la 
Constitución, aspectos que forman parte de un nuevo enfoque de desarrollo abordado ampliamente a lo 
largo de la Maestría. 
 
Entre los beneficiarios de este trabajo se cuentan en primer lugar  los productores AFC de la región 
Sierra, que alcanzarán el reconocimiento del MAGAP y a través de ésta visibilización se los podrá 
vincular a circuitos directos, podrán recibir incentivos, subvenciones y en el corto y mediano plazo, 
mejorar sus ingresos y calidad de vida.  
                                                          
3
 El Acuerdo Ministerial 610 del 15 de noviembre de 2012, en aplicación de la resolución del Consejo Sectorial de la 
Producción relativo a las transferencias de recursos públicos a personas de derecho privado, establece como un requisito para 
ser beneficiario de subvenciones del Estado, el ser una organización acreditada, lo cual implica, de acuerdo con el Acuerdo 
Ministerial 609 de la misma fecha, la obligación de cumplir con ciertos requerimientos como contar con registro único de 
organizaciones de la sociedad civil (RUOSC), el cual sólo puede tramitarlo una asociación jurídicamente constituida. 
 4 
 
Un segundo grupo de beneficiarios son los consumidores, que verán garantizada su soberanía 
alimentaria y podrán ejercer su poder de decidir a quién benefician con su compra gracias a la 
transparencia de información que se generará a través de la calificación y de esta manera contribuirán 
a fortalecer las relaciones campo-ciudad y consolidar el esquema de economía social y solidaria. 
 
Finalmente, el tercer beneficiario es el Estado, representado por varias de sus instituciones, por 
ejemplo puede citarse al Instituto de Economía Popular y Solidaria (IEPS) que podrá delinear 
mecanismos de fomento direccionados para la AFC como segmento importante y particular de la 
Economía Popular y Solidaria (EPS). Adicionalmente está el Sistema de Rentas Internas (SRI), pues 
mejorará el control tributario de los actores económicos al lograrse que los productores AFC pasen a 
un esquema de formalización de su actividad comercial, la Dirección de Comercio Inclusivo del 
Ministerio de Comercio Exterior que trabaja directamente con pequeños productores apoyándolos con 
contactos comerciales en el extranjero para temas de exportación  y, dentro del MAGAP, la CGRC 
que podrá cumplir con sus objetivos estatutarios específicos, especialmente en su trabajo con el IPA ya 
que un sistema de calificación de productores les permitirá facilitar la articulación de los productores 
AFC a la compra pública territorial y por lo tanto se podrán cumplir las disposiciones legales 
expresadas en la Constitución de la República en sus Artículos 281 y 284, la Ley Orgánica del 
Régimen de Soberanía Alimentaria (LORSA) en sus Artículos 3, 14 y 21, la Ley de Economía Popular 
y Solidaria (LOEPS) en sus Artículos 3 y 4 y el Reglamento General de la Ley Orgánica de la 
Economía Popular y Solidaria y del Sector Financiero Popular y Solidario en sus Artículos 128 y 130. 
 
En resumen, la calificación permitirá que sean los agricultores familiares campesinos y no otros 
actores a su nombre o en su reemplazo, los que se vean favorecidos por la política pública diferenciada 
que se genera para este segmento desde todas las instituciones públicas antes mencionadas y desde 
otras que se vinculan directa o indirectamente al trabajo con productores AFC. 
 
1.3. IDENTIFICACIÓN DEL PROBLEMA  
 
La difícil identificación de los productores de la AFC hace que se vuelva muy complejo para el 
Ministerio de Agricultura, Ganadería, Acuacultura y Pesca el direccionar adecuadamente la política 
pública que beneficia a este sector, especialmente al tratar de articularlos a circuitos directos de 
comercialización, y dentro de ellos específicamente, a la compra pública de alimentos. 
 
1.4. DELIMITACIÓN ESPACIAL Y TEMPORAL  
 
La tesis se enfoca en el diseño de un sistema de calificación para productores AFC de la región Sierra, 
que permita su clara identificación y registro, por lo que se consideró importante tomar como 
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referencia los modelos de gestión de los tres sistemas de certificación más relevantes que trabajan con 
pequeños productores en esta región, entendiendo que si bien éstos están enfocados a avalar la calidad 
de la producción y no a garantizar la condición del productor, se han adaptado a la realidad de los 
campesinos y sus territorios, por lo que el análisis de los actores, roles e interacciones al interior de 
cada uno, ha sido un insumo fundamental para el planteamiento de la propuesta. 
 
Cada uno de estos sistemas funciona en diferentes provincias, por lo que el levantamiento de la 
información se realizó de acuerdo a la siguiente delimitación espacial: 
 
 Pichincha - Sistema Participativo de Garantía (SPG): se ocupa de la certificación de producción 
agroecológica entre grupos de productores. Ha sido promovida por la ONG Probio para los 
agricultores a los que brinda acompañamiento técnico. 
 Chimborazo - Símbolo de Pequeños Productores (SPP): garantiza que la producción que se exporta 
a través del Comercio Justo corresponde a pequeños productores. Es patrocinado por la 
Coordinadora Nacional de Comercio Justo del Ecuador. 
 Tungurahua - Certificación de producción agropecuaria limpia: avala que la producción que se 
expende dentro de la provincia cumple con los parámetros establecidos dentro de las normas de las 
Buenas Prácticas Agrícolas (BPA). Es patrocinado por la Unidad de Certificación de Agricultura 
Limpia de la Estrategia Agropecuaria del Gobierno Provincial de Tungurahua.  
 
La delimitación temporal se realizó en función de la información que generaron los tres sistemas de 
certificación en el año 2013. 
 
1.5. OBJETIVOS  
 
a) Objetivo general 
 
Diseñar un sistema de calificación para los productores de la agricultura familiar campesina de la 
Sierra tomando como insumo las experiencias de los sistemas de certificación más importantes que 
funcionan en esta región para que puedan ser identificados, registrados y atendidos por el MAGAP. 
 
b) Objetivos específicos 
 
 Realizar el diagnóstico de los tres sistemas de certificación más importantes relacionados con 




 Diseñar el modelo de gestión del sistema de calificación para productores de la agricultura familiar 
campesina de la región Sierra para su aplicación por parte del MAGAP. 
 
1.6. HIPÓTESIS  
 
a) Hipótesis central 
 
Un sistema de calificación oficial de productores de la agricultura familiar campesina permitirá 
articularlos a los circuitos directos de comercialización promovidos por el MAGAP. 
 
b) Hipótesis específicas 
 
 Los modelos de gestión de los tres sistemas de certificación relacionados con pequeños productores 
que han tomado lugar en la Sierra pueden proporcionar elementos importantes de análisis a 
considerar dentro de un sistema de calificación que sea aplicado por el MAGAP en esta región. 
 
 La propuesta diseñada para el sistema de calificación para productores de la AFC permitirá que el 
MAGAP los pueda vincular de mejor manera a los circuitos cortos de comercialización que 




Métodos.- Para la realización de esta investigación, se partió del enfoque dialéctico materialista, que 
permitió destacar el carácter contradictorio y desarrollador que tienen las relaciones de los 
componentes del objeto de investigación, apoyándose principalmente en el método de observación 
científica.  
   
Otro método necesario para el desarrollo del presente trabajo fue el hipotético deductivo, que consistió 
en partir de las hipótesis que se pretendía demostrar y luego seguir las reglas lógicas de la deducción 
para comprobar la veracidad de las mismas.  
   
Adicionalmente, se requirió emplear el método inductivo deductivo para poder conocer cada elemento 
del sistema y verificar los principios teóricos generales que los rigen.  
 




 Observación indirecta: la cual se empleó para obtener datos no observables directamente que se 
levantaron a través de declaraciones verbales, como es el caso de la información acerca de la 
percepción de los productores inmersos en los diferentes sistemas de certificación. 
 
 Entrevistas a profundidad: se realizaron a los responsables de los diferentes sistemas de 
certificación para conocer el modelo de gestión de cada uno en función de las variables planteadas. 
 
 Análisis documental: para complementar el marco teórico y fundamentar los hallazgos y la 
propuesta del trabajo se revisó el material generado por cada uno de los sistemas de certificación, 
así como también actas de la Red Especializada de Agricultura Familiar del MERCOSUR, de la 
cual forma parte el MAGAP desde junio de 2013 y que se convirtió en un referente normativo 
fundamental al momento del desarrollo de la tesis. 
 
Variables.- Las variables que se estudiaron para cumplir con los objetivos del presente trabajo fueron: 
 
Cuadro 1. Variables a estudiar. 
VARIABLES E INDICADORES 
DOMINIO VARIABLES INDICADORES 
Sistema de  certificación Objeto de la certificación 
Producción/Finca/ 
Condición de ser productor (o 
tipo de productor, agroecológico, 
orgánico, “limpio”) 
 
Número de productores 
que certifican 
Número de productores 
certificados por año (o fincas) 
 
Actores involucrados 
Productores u Organizaciones de 
productores/ GADs/ 
Instituciones públicas (MAGAP, 
IEPS, etc)/ONGs/Otros 
 
Roles de los actores 
Asistencia técnica 
Propiedad del sello 







VARIABLES E INDICADORES 




Número de personal de apoyo 
necesario 
Calificación profesional requerida 
para el personal administrativo  
Costos del personal  
 
Estructura técnica operativa 
Estructura 
Número de técnicos necesarios 
Calificación profesional requerida 
para el personal técnico 
Costos del personal 
 
Procesos de la certificación 











Periodicidad de la evaluación 
Cuánto dura la certificación 
Frecuencia de evaluación 
Frecuencia de acompañamiento 
técnico 
 
Tiempo que demora la 
certificación 
Tiempo para obtener la 
certificación 
 














VARIABLES E INDICADORES (cont.) 
DOMINIO VARIABLES INDICADORES 
 
Sello o marca 
proporcionada 
Logotipo de la certificación 
 
Beneficios y limitantes 
del sistema 
Acceso a mercados diferenciados/ 






Aportes financieros de los diferentes actores 
(sostenibilidad del sistema) 
 
Percepción de los 
productores inmersos en 
el sistema de 
certificación 
Tiempo para cumplir los requisitos (grado de 
exigencia de los requisitos, oportuna asistencia 
técnica para alcanzarlos) 
Transparencia en los procesos 
Complejidad de los trámites 
Accesibilidad de costos 
Beneficios percibidos por ostentar la 
certificación 




Modelo de gestión 
Estructura administrativa y técnica 
Procesos 






CAPÍTULO II. MARCO TEÓRICO 
 
2.1. AGRICULTURA FAMILIAR (AF) 
 
El sector agroproductivo en Latinoamérica es muy variado. Esto ha dado lugar a varios intentos por 
caracterizar a los diferentes grupos de productores, tratando de encontrar similitudes entre los países y 
las regiones. 
 
En el caso de la agricultura familiar, ésta ha sido asociada con otros términos considerados como 
sinónimos tales como pequeña agricultura o agricultura de pequeña escala, agricultura campesina, 
agricultura de subsistencia, entre otros, implicando en todos los casos que se desarrolla en condiciones 
marginales y, especialmente, en limitadas extensiones de tierra. 
 
Esto no es necesariamente cierto, si se considera que en la actualidad existen sistemas de productivos 
intensivos (flores u hortalizas para exportación) que se desarrollan en propiedades relativamente 
chicas, mientras que otros como las fincas ganaderas de la Amazonía, ocupan gran cantidad de terreno 
sin que esto las convierta en explotaciones de agricultura empresarial, es decir, que el criterio de 
superficie resulta insuficiente al momento de buscar una definición que responda a la compleja 
variedad de tipologías de agricultura familiar que existe en el país. 
 
En el intento de lograr una caracterización, Rodrigues en Acosta y Rodríguez (2005) presenta una 
propuesta muy completa e interesante en la que califica como “Explotaciones familiares” a aquellas en 
las que el tamaño promedio de la finca varía, se utiliza mano de obra familiar, el destino principal de la 
producción es el autoconsumo y en el caso de existir excedentes se destinan al mercado y 
comúnmente, uno o más miembros del hogar trabajan en actividades agrícolas o no agrícolas fuera de 
la explotación. 
 
Estos autores advierten que si bien esta definición permite diferenciar teóricamente a este grupo de 
productores, pasar a la fase operativa puede resultar complicado, puesto que el autoconsumo, el nivel 
de ingresos, y las actividades fuera del predio, son variables difíciles de encontrar en los censos 
agropecuarios de la región, lo cual es cierto también para el caso del Ecuador. 
 
En vista de esto, proponen una caracterización basada en variables fáciles de encontrar en los 
documentos censales, a partir de la cual se pueden identificar operacionalmente tres grupos: 
 
“Agricultura Familiar de Subsistencia: El productor vive en el predio; utiliza mano de 
obra familiar como principal fuerza de trabajo; no contrata mano de obra ocasional ni 
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permanente; posee una extensión de tierra que no le permite devengar un ingreso mínimo 
para cubrir las necesidades básicas de los diferentes miembros del hogar (Por lo general 
la mayor parte del ingreso proviene del alquiler de su mano de obra en fuera de la 
explotación); el destino principal de su producción es el autoconsumo. 
Agricultura Familiar: El productor vive en el predio; utiliza mano de obra familiar como 
principal fuerza de trabajo, puede contratar mano de obra ocasional en etapas especificas 
del ciclo de producción (siembra, limpieza, cosecha); no contrata mano de obra 
permanente; la extensión de su predio genera excedentes productivos que le permiten 
obtener un ingreso mínimo para cubrir las necesidades básicas de hogar; la mayor parte 
del ingreso proviene de las actividades de la explotación agrícola; el cual puede ser 
complementado con actividades fuera del predio; el destino de la mayor parte de su 
producción es el mercado. 
Agricultura Empresarial: El productor no vive necesariamente en el predio; utiliza como 
principal fuerza de trabajo mano de obra temporal y permanente; la extensión de su 
predio genera amplios excedentes productivos; el destino de la producción es el 
mercado.” Págs. 5y6.  
 
OXFAM-IEE (2010) citan en su publicación otra aproximación metodológica para tratar de identificar 
a la agricultura familiar, que sin duda ha sido la que más trascendencia ha tenido dentro del contexto 
nacional, siendo esta la que Wong y Ludeña propusieron en un estudio realizado para la FAO en 2006 
denominado “Caracterización de la agricultura familiar en Ecuador”, por el hecho de que buscó otros 
criterios diferentes al de la extensión de las parcelas.  
 
Estos autores emplearon los datos del Censo Nacional Agropecuario del año 2000 y los filtraron en 
base al tipo de propiedad eliminando aquellas donde el Estado o la Iglesia figuraban como propietarios 
para luego cruzarlos con la variable “mano de obra permanente” para descartar aquellas UPAs que 
registraban contratación de mano de obra permanente en un número mayor al de los miembros de la 
finca que permanecían y trabajaban dentro de ella. Además, por considerar que la información del 
censo resultaba insuficiente para apreciar las unidades de agricultura familiar, debido a que no se 
cuenta con los flujos de ingresos y gastos de los hogares rurales, tomaron para el análisis la 
información de la Encuesta de Condiciones de Vida de 1998 y a partir de esto, estimaron que 739.952 
UPAs correspondían a agricultura familiar, constituyendo el 88% del total de UPAs y el 41% de la 
superficie total destinada a la producción agropecuaria. 
 
Sin embargo, frente a la necesidad de reconocer la heterogeneidad de éste sector, los autores plantean 
una subdivisión adicional en tres tipos: 
 
 Agricultura familiar de subsistencia: es aquella en donde la producción está orientada a la 
reproducción de la unidad familiar, aunque lo común es que sea insuficiente para este propósito y 
por lo tanto la mayor parte del ingreso familiar provenga de otras actividades extra-finca. La 
superficie de las parcelas es de 5.50 ha en promedio. 
 Agricultura familiar consolidada: su producción se enfoca principalmente al mercado, cuenta con 
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recursos suficientes para la producción y contrata mano de obra en forma permanente. El 
promedio de extensión de las fincas es de 65.54 ha. 
 Agricultura familiar en transición: es el grupo intermedio entre las tipologías anteriores y se 
considera que tiene una tendencia descendente en contraposición a consolidación. La superficie 
promedio de las UPAs es de 7.50 ha. 
 
Ante la necesidad de ampliar el análisis, Sanches Peraci (2011) en su estudio para la FAO manifiesta 
que “…el modelo de producción familiar tiene algunas variables que la caracterizan y ayudan en la 
definición de criterios legales para operar y focalizar programas o políticas públicas: i) relación íntima 
entre trabajo y gestión; ii) el proceso productivo es dirigido por los propietarios; iii) énfasis en la 
diversificación productiva y en la durabilidad de los recursos naturales; iv) utilización de trabajo 
contratado o asalariado con carácter complementario; v) toma de decisiones inmediatas, ligadas al 
elevado grado de previsibilidad del proceso productivo; vi) renta predominantemente proveniente de 
las actividades rurales en la propiedad y; vii) criterios de límite de área (ha).”  Pág 3 
 
Laforge (2012) señala al acceso y uso de tecnología como otro factor a considerar “En la gran mayoría 
de los casos encontrados, se trata de agricultura manual, con poca utilización de insumos químicos, 
aunque existen ejemplos, como en Daule, donde están especializados en sistemas de producción que 
utilizan la tecnología de la Revolución Verde (para la producción de arroz, en Daule). Una parte 
importante de la producción es auto-consumida, sin embargo, si existen excedentes, son vendidos (esto 
es muy variable según las zonas). El acceso a capital, en las condiciones actuales del país, es 
prácticamente nulo para este sector. Para tener acceso a maquinaria (caso del arroz, del maíz), alquilan 
el uso de ésta por horas. Sin embargo, localmente puede haber excepciones (ejemplo, llegada de 
remesas), que permiten una mínima inversión.” Pág. 6 
 
Carrión y Herrera (2012) consideran que incluso el referirse a agricultura familiar no visibiliza estas 
complejidades y propone emplear los términos economía familiar campesina (EFC) para intentar 
reconocer que “la agricultura campesina en Ecuador ya no se reproduce exclusivamente de su trabajo 
parcelario en finca. Hoy, la sobrevivencia campesina e indígena, sin dejar su dependencia con el 
campo, desarrolla una multiplicidad de estrategias extra-parcelarias. En muchos casos, dependiendo de 
la disponibilidad de recursos productivos, la calidad del medio explotado, las relaciones sociales de 
producción y el acceso a mercados, etc., el ingreso extra-parcelario les permite mantenerse como 
campesinos.” Pag 11 
 
La necesidad por definir y caracterizar a la agricultura familiar es común en varios países de Centro y 
Sur América, sin embargo ha sido en el seno del MERCOSUR donde Argentina, Brasil, Uruguay y 
Paraguay han podido profundizar esta discusión y a partir de la conformación de la Reunión 
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Especializada de Agricultura Familiar (REAF) en 2004, se ha podido acordar qué parámetros le darían 
una identidad común a éste sector entre sus países miembros. 
 
De hecho, en la Resolución MERCOSUR/GMC/RES 25/07 quedaron definidas las directrices para el 
reconocimiento e identificación de la agricultura familiar al interior de los países miembros:  
 
 “Art. 1 – Los Agricultores/as destinatarios de las políticas públicas diferenciadas 
dirigidas al sector de la Agricultura Familiar serán aquellos cuyos establecimientos 
cumplan, como mínimo, con todos y cada uno de los siguientes criterios: 
I) la mano de obra ocupada en el establecimiento corresponderá predominantemente a la 
familia, siendo limitada la ocupación de trabajadores contratados. 
II) La familia será responsable directa de la producción y gestión de las actividades 
agropecuarias y residirá en el propio establecimiento o en una localidad próxima. 
III) Los recursos productivos utilizados serán compatibles con la capacidad de trabajo de 
la familia, con la actividad desarrollada y con la tecnología utilizada, de acuerdo con la 
realidad de cada país. 
Son también parte de la Agricultura Familiar, siempre que se respeten los criterios 
enumerados supra, los productores/as rurales sin tierra, los beneficiarios/as de los 
procesos de reforma agraria o programas de acceso y permanencia en la tierra, como 
también las comunidades de productores/as que hacen uso común de la tierra.” Págs. 1 y 
2 
 
Es interesante señalar que si bien al interior de la REAF se han acordado ciertos parámetros comunes 
para definir a la agricultura familiar, cada país goza de autonomía para incluir sus propias condiciones 
y responder así a la realidad de cada Estado. 
 
Esto es fundamental tomarlo en consideración en vista de que desde junio de 2013 el Ecuador entró a 
formar parte de la REAF, por lo cual si bien debe adoptar sus resoluciones con carácter vinculante, no 
está exenta de la posibilidad de incluir en su caracterización a aquellos factores que le permitan 
reflejar la gran heterogeneidad que presenta éste tipo de agricultura en el país. 
 
En este sentido, cabe mencionar que en el caso particular del Ecuador es importante visibilizar y 
posicionar a la AFC como un actor importante dentro del sistema económico popular y solidario que 
puede contribuir a la consolidación de todo el sistema. Bajo éste entendido, Coraggio (2003) propone 
“Desarrollar un programa de seguridad alimentaria que garantice que ningún hogar puede estar 
desposeído de una canasta necesaria de alimentos, mediante la organización de su poder de compra, 
mediante la autoproducción comunitaria, mediante la organización de redes de producción e 
intercambio (ferias, etc.) campo-ciudad; esto implica, además, una intervención fuerte en los mercados 
de alimentos exportables” Pág. 17. 
 
Por todo lo antes expuesto, queda claro que la agricultura familiar responde a un modelo de 




Bajo estas consideraciones, el Grupo de Trabajo de Registros de la REAF Capítulo Ecuador ha llegado 
a la siguiente propuesta de definición:  
 
“En Ecuador, la agricultura familiar incluye a todas las personas campesinas/os, las 
comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas, al pueblo afroecuatoriano, al pueblo 
montubio y las comunas; cuyas unidades de producción cumplan, con todas y cada una de 
las siguientes características: 
 
1. La unidad de producción es simultánea e indivisiblemente unidad de consumo, lo que 
implica que la producción  de alimentos tiende hacia una diversificación que responde 
tanto a las necesidades de autoconsumo de la propia familia en el marco de su 
seguridad y soberanía alimentaria, como de abastecimiento a los mercados: local, 
nacional, regional e internacional. 
2. La Agricultura Familiar incorpora relaciones sociales de producción y prácticas 
solidarias tales como conservación e intercambio de semillas, productos, mano de 
obra, conocimientos y saberes ancestrales, por lo que se reconoce a sí misma como un 
segmento de la Economía Popular y Solidaria.  
3. La mano de obra ocupada, corresponde predominantemente a la familia, reconociendo 
a la chakra como el espacio para la transmisión de los modos de vida, conocimientos, 
saberes y prácticas de generación a generación a través del aprendizaje oral y 
vivencial. Adicionalmente puede incluir formas de trabajo comunitario bajo principios 
de reciprocidad y solidaridad, siendo limitada la ocupación de trabajadores 
contratados. 
4. La familia será responsable directa de la producción y gestión de las actividades 
agropecuarias en sus parcelas ya sean propias o arrendadas y de preferencia residirá en 
la unidad de producción o en su defecto en una localidad próxima. 
 
Son también parte de la Agricultura Familiar, siempre que se respeten los criterios 
enumerados anteriormente, los productores/as rurales sin tierra, los beneficiarios/as de los 
procesos de reforma agraria o programas de acceso y permanencia en la tierra, como 
también las comunidades de productores/as y recolectores, que hacen uso común de la 
tierra. 
 
Este concepto incluye actividades agropecuarias, de pesca artesanal, agroforestales, 
tradicionales de recolección e intercambio, el turismo rural, actividades artesanales y de 
agregación de valor a la producción propia, proveniente de la Agricultura Familiar. 
 
Adicionalmente, se reconoce que la Agricultura Familiar es generadora de ingresos y 
autoempleo, contribuye a la conservación del patrimonio tangible e intangible en lo 
ecológico, sociocultural y alimentario, promueve sistemas de producción amigables con 
el ambienta como los agroecológicos, reduce la migración del campo a la ciudad, 
favorece la asociatividad de los productores y la consolidación de sus organizaciones, 
trabaja por mejorar el acceso a factores de producción como tierra, agua, crédito y 
contribuye a alcanzar el buen vivir en los territorios rurales.”4 
 
Esta definición se encuentra en un proceso de validación por parte de las organizaciones de 
productores y otros actores de la sociedad para ser posteriormente oficializada por el MAGAP y partir 
                                                          
4
 Documentos de trabajo y promoción de la CGRC. 
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de entonces pasar a convertirse en el referente para las demás instituciones del Estado que trabajan con 
éste sector de la economía popular y solidaria. 
 
2.2. ECONOMÍA SOCIAL Y SOLIDARIA 
 
Tanto el sistema económico centrado en el Estado como el que prioriza al mercado, han demostrado su 
incapacidad para dar solución a los problemas de pobreza, inequidad en la distribución de los factores 
productivos, desempleo y ambientales entre otros. 
 
Como bien lo señala Boaventura de Sousa Santos (2003) “La quiebra del espejismo del desarrollo es 
cada vez más evidente, y, en vez de buscar nuevos modelos de desarrollo alternativo, tal vez haya 
llegado la hora de comenzar a crear alternativas al desarrollo.” Pág 4. 
 
Empieza a valorarse así otro modelo de economía, la social y solidaria, tradicionalmente practicada 
por las comunidades indígenas, y regida por principios de solidaridad, inclusión, participación 
democrática en las decisiones, autonomía en la gestión y sobre todo, la primacía del ser humano sobre 
el capital.  
 
Moreno (2011) explica que “El término ESS hace referencia a un conjunto heterogéneo de 
concepciones y enfoques teóricos, realidades socio-económicas e institucionales, y prácticas 
empresariales y asociativas que, desde el último cuarto del siglo XX, vienen desarrollando un 
creciente sentido de pertenencia a una forma diferente de entender el papel de la economía y los 
procesos económicos en las sociedades contemporáneas. Surge como una necesidad debido a los 
hechos e inconvenientes que se derivan de la economía neoclásica, simplemente creó una distorsión de 
el mercado, ya que cada individuo se preocupa por su bienestar y el estado no puede distribuir de 
manera equitativa este excedente, creando brechas de inequidad que se denotan en la pobreza, 
inseguridad, falta de acceso a la salud y a la educación.” Pág 26 
 
En este contexto, Razeto (sf) considera que la economía social y solidaria es una forma avanzada y 
perfeccionada de economía: 
 
“Cuando el "sistema" capitalista parece haberse implantado como el modo único de 
organización económica eficiente, no obstante sus enormes costos sociales y ambientales; 
cuando los proyectos socialistas basados en el Estado y la planificación han fracasado en 
su intento de establecer una economía justa y humana; cuando los motivos que 
históricamente fundaron los grandes movimientos de cambio social con sentido de 
justicia y equidad siguen vigentes, no encontrando sin embargo propuestas nuevas y 
alternativas que los encaucen; cuando las energías sociales y espirituales orientadas a la 
transformación social y que buscan formas éticamente superiores de organización 
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económica, centradas en los valores de la justicia, la equidad, la libertad, la fraternidad y 
la comunidad, se encuentran desorientadas frente a una realidad adversa que parece tan 
imposible de cambiar; cuando cunde la desesperanza y se difunde la convicción de que 
"más de lo mismo" no conducirá a la humanidad hacia nuevos horizontes; en este difícil 
contexto histórico, que no son pocos los que conciben como una verdadera crisis de 
civilización, la economía de solidaridad aparece como el único modo nuevo de pensar y 
de proyectar procesos transformadores eficaces y profundos, en condiciones de concitar 
la conciencia y la voluntad de los más vastos sectores que anhelan una vida mejor y una 
sociedad más humana y convivial.” 
 
Profundizando en las implicaciones del sistema, Coraggio (2003) considera que: 
 
“(para contrarrestar los altos niveles de desigualdad) …no alcanza con una dosis de 
redistribución política del ingreso. Es necesario construir conscientemente otra estructura 
económica: otros encadenamientos productivos; otra matriz tecnológico-organizativa; 
reformar el régimen de propiedad de activos productivos, financieros y –crecientemente- 
del conocimiento; definir un marco normativo y una acción estatal y social para 
introyectar otros valores de responsabilidad social en la economía empresarial; volver a 
dar centralidad a la producción de bienes públicos –por el Estado o por organizaciones de 
la Sociedad Civil no subordinadas al lucro- sin cuya disponibilidad no hay desarrollo 
integrador posible en el nuevo mundo moderno; constituir otros sistemas de gestión de las 
necesidades; redefinir de manera eficiente pero justa las relaciones de trabajo asalariado 
privado y público y el sistema previsional; y, sobre todo habilitar el surgimiento de otros 
actores emprendedores -sobre todo colectivos- que no respondan al modelo de la firma 
capitalista.” Pág 7. 
 
Guerra (2006) por su parte, destaca los valores que diferencian la economía solidaria del sistema 
capitalista “Allí donde se exacerba el individualismo, la economía solidaria promueve el 
comunitarismo; allí donde se exacerba la competencia, la economía solidaria promueve la 
cooperación; allí donde se exacerba el lucro, la economía solidaria promueve un justo beneficio; allí 
donde se exacerba el materialismo, la economía solidaria promueve la satisfacción de todas las 
necesidades humanas; allí donde se exacerba el consumismo, la economía solidaria promueve el 
consumo responsable; allí donde se exacerba el libre comercio, la economía solidaria promueve el 
comercio justo; en fin, cuando solo se habla de crecimiento económico, la economía solidaria prefiere 
hablar de desarrollo a escala humana.” Pág 5   
 
Como queda de manifiesto, muchas son las voces que se han alzado en la región a favor de éste 
modelo. Como lo explica Moreno (2011): “La última década registra en América Latina una presencia 
creciente de prácticas y discursos asociados a la economía popular, solidaria, del siglo XXI, plural, etc. 
Esta nueva tendencia nació por ciertas circunstancias como son:  
 
 La incapacidad del modelo neoliberal del mercado para incidir en la cuestión social, esto ha 
generado una perdida de credibilidad en el sistema global  
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 Por consecuencia la incapacidad del estado de atender esta necesidad masiva, esto implica una 
exclusión de trabajadores y consumidores, lo que ha llevado a que no se resuelvan los problemas 
de inequidad  
 La auto voluntad de los movimientos del foro mundial social, para incluir en su agenda propuestas 
alternativas para la economía  
 La voluntad política manifestada en las elecciones y asambleas constituyentes en países como 
Bolivia, Venezuela y Ecuador que incidieron en el desarrollo de la idea de la economía del siglo 
XXI  
 La carestía de atender la brecha de necesidades ya que los únicos actores es decir el sector privado 
y público no podían cubrir” pág 21 
 
En este marco de reflexión, en 2008 el Ecuador aprobó su nueva Constitución y definió en el Artículo 
283 las características del nuevo sistema económico del país: “El sistema económico es social y 
solidario; reconoce al ser humano como sujeto y fin; propende a una relación dinámica y equilibrada 
entre sociedad, Estado y mercado, en armonía con la naturaleza; y tiene por objetivo garantizar la 
producción y reproducción de las condiciones materiales e inmateriales que posibiliten el buen vivir.” 
 
En el proceso de construcción colectiva de este nuevo modelo económico para el país, resulta 
importante comprender, tal como lo manifiesta Guerra (2006), que numerosas experiencias de los 
sectores populares no comulgan con la práctica de valores solidarios y por lo tanto no pueden ser 
consideradas parte de la economía de la solidaridad, así como también, que no todas las experiencias 
de economía solidaria surgen y se desarrollan en ambientes populares, sino que una buena parte de 
ellas se producen en otros contextos socioeconómicos. 
 
Bajo el amparo de la ley, empiezan a proliferar diversos emprendimientos económicos solidarios que, 
como lo explica Gaiger (2009) pueden comprender diversas modalidades de organización económica 
“…originadas en la libre asociación de los trabajadores, en las cuales la cooperación funciona como 
base de su eficiencia y viabilidad. Presente en los sectores de la producción, prestación de servicios, 
comercialización y crédito, esos emprendimientos adoptan, en proporción variable, arreglos colectivos 
de la posesión de los medios de producción, en el proceso de trabajo y en la gestión del 
emprendimiento, minimizando la presencia de las relaciones salariadas. A través de la socialización de 
los medios de producción y autogestión, expresan una tendencia de la economía popular, de base 
doméstica y familiar, o aún, en algunos de sus segmentos, una reconversión de la experiencia obrera 
del trabajo. Se presentan en forma de grupos de producción, asociaciones, cooperativas y empresas de 
autogestión y combinan sus actividades económicas con acciones de índole educativa y cultural, 
valorando el sentido de la comunidad de trabajo y el compromiso con la colectividad social en la cual 
se insertan. Las prácticas específicas de dichas empresas se inscriben en una nueva racionalidad 
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productiva, en la cual la solidaridad se convierte en un sostén de las iniciativas, ya que generan 
resultados materiales efectivos y ganancias extra-económicas.” Pág. 1. 
 
Resulta fundamental resaltar que el principio y valor vertebral de este modelo económico, que es la 
solidaridad, no debe ser confundido con asistencialismo o caridad, sino que debe ser entendida como 
toda actividad que se hace en forma conjunta para beneficio propio y/o para alcanzar el bienestar de un 
tercero, y que en ese marco, es necesario identificar las particularidades de los diferentes grupos y 
construir políticas públicas que fomenten y valoren su importante rol en las economías locales. 
 
2.3. CIRCUITOS CORTOS DE COMERCIALIZACIÓN (CCC) 
 
Si bien las primeras experiencias de circuitos cortos de comercialización nacieron en Japón, Europa y 
Estados Unidos como mecanismos para enfrentar los altos precios de los alimentos, cada vez son más 
los agricultores quienes buscan una repartición más equitativa de los ingresos obtenidos por la 
comercialización de sus productos evitando las cadenas de intermediarios a través de su vinculación a 
circuitos cortos también llamados circuitos alternativos, canales cortos, canales directos o circuitos de 
proximidad. 
 
López (2011) define a los canales cortos como “…espacios comerciales en los que producción y 
consumo mantienen un alto poder de decisión en cuanto a qué y cómo se produce, y en cuanto a la 
definición del valor de aquello que se produce. El tipo de experiencias que agrupamos dentro de esta 
categoría suele compartir además una base territorial común entre producción y consumo que permite 
una relación directa entre ambos extremos de la cadena agroalimentaria, por lo que se suele hablar de 
mercados locales como un concepto ligado al de CCC.” Pág 4 
 
Efectivamente, el autor reconoce que es el consumo el que en gran medida orienta la producción, así 
como también que es la principal motivación para la adopción de uno u otro sistema productivo por 
parte de los agricultores. 
 
De esta forma, los canales cortos de comercialización se constituyen en un componente importante que 
coadyuva a la consolidación de la soberanía alimentaria y de la producción campesina agroecológica, a 
la vez que favorece el acercamiento campo-ciudad y se generan relaciones de poder más equitativas 
entre productores y consumidores. 
 
En Ecuador, también se han desarrollado interesantes experiencias tales como ferias de productores, 




Sin embargo, tal como lo expresa el MAGAP (2012), en Ecuador “Los circuitos cortos son aún poco 
conocidos y se trata de iniciativas nuevas que se nutren de prácticas ancestrales de circulación e 
intercambio o forman parte de otros conceptos, tales como agroecología o economía popular y 
solidaria.” Pág. 9. 
 
En nuestro país los circuitos cortos que se encuentran más fortalecidos han sido iniciativas de las 
organizaciones de productores que implementan sistemas de producción agroecológica. En este 
sentido, la Mesa Nacional de Mercados Locales (2012) resalta que “Los mercados agroecológicos 
constituyen un esfuerzo por construir una nueva categoría de mercados, el eje orientador es la 
Soberanía alimentaria, es decir, primero ubicamos la agroecología en una corriente de respuesta 
concreta y propuesta alternativa al modelo por lo menos en dos aspectos bien definidos; lo ambiental y 
la defensa de la pequeña agricultura, lo que coloca como actor fundamental al pequeño agricultor. El 
mercado agroecológico avanza en esta dirección, para caracterizarlo ubicamos algunos aspectos 
incluyentes: Protección de los recursos naturales, fomento a la agrodiversidad, rescate del 
conocimiento local, crear vínculos con el consumidor y proteger la agricultura familiar.” Pág 2. 
 
Ciertamente, la generación de estos espacios supera el interés económico. Gaiger (2009) indica que 
“Su objetivo principal es suplir las necesidades materiales de sus miembros, así como sus aspiraciones 
no monetarias, de reconocimiento, inserción social, autonomía, etc. Al hacerlo, introducen cuestiones 
de índole ética en la esfera económica, que pasan a incidir en dicho ámbito con principios normativos 
irreductibles a la lógica instrumental y utilitarista.” Pág. 3. 
 
Un ejemplo de esto es lo que ha sucedido con las mujeres rurales, pues como bien lo reconocen 
Carrión y Herrera (2012), sobre ellas ha recaído gran parte de la responsabilidad de las labores 
agrícolas, teniendo que encargarse de la producción y la comercialización de productos agropecuarios 
además de los trabajos del hogar, de cuidado y los que tienen que ver con el funcionamiento de las 
organizaciones comunitarias, por lo que los circuitos cortos se han convertido en un espacio de 
reivindicación para ellas al brindarles condiciones dignas para la comercialización, permitirles 
visibilizar su rol dentro del sistema alimentario del país y que se reconozca su aporte a la reactivación 
de las economías locales y la posibilidad de mejorar las condiciones de vida de sus hogares al obtener 
mayores ingresos por la venta de sus productos. 
 
Así como los circuitos cortos son favorables para los productores, es importante señalar también los 
cambios que favorecen en los consumidores puesto que existe un cambio en sus prácticas 
direccionándolos hacia un consumo socialmente responsable pues si bien su primer acercamiento a 
estas iniciativas se da en el afán de acceder a productos sanos y mejores precios, eventualmente 
empiezan a tomar conciencia y valorar otros aspectos conexos como la posibilidad de reencontrarse 
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con los sabores locales y variedades autóctonas de hortalizas y frutas pero sobre todo el poder 
recuperar la relación de confianza con quienes les proveen de los alimentos que llevarán a sus hogares. 
 
El resultado final son consumidores informados, críticos y comprometidos con un nuevo sistema 
alimentario más justo caracterizado por fomentar la soberanía alimentaria, consumo y abastecimiento 
local, respeto al medio ambiente, al ser humano y a su cultura. 
 
2.4. CONSUMO RESPONSABLE 
 
En las últimas décadas ha crecido la preocupación de la población en general acerca de los impactos 
negativos que causan las actividades humanas sobre la naturaleza, lo cual ha implicado un progresivo 
cambio hacia el consumo de bienes y servicios más amigables con el ambiente, sin embargo es apenas 
en los últimos años cuando se está consolidando también el interés por conocer la realidad social que 
hay detrás de lo que consumimos. 
 
En el Portal de Economía Solidaria (2013) se manifiesta que “Consumir no es sólo satisfacer una 
necesidad o un deseo individual, aunque ésta es la percepción que tenemos habitualmente. Al 
consumir estamos colaborando en todos los procesos que hacen posible el bien o servicio consumido, 
seamos o no conscientes de ello. Estos procesos tienen implicaciones de carácter económico, social y 
medioambiental. El consumo responsable consiste en tener en cuenta estas repercusiones en el 
momento de elegir entre las distintas opciones que ofrece el mercado.” 
 
FACUA Andalucía (2007) manifiesta “De acuerdo a la Declaración Oficial de Naciones Unidas con 
motivo de la Cumbre de la Tierra de 2002,"una de las principales causas de que continúe 
deteriorándose el medio ambiente mundial son las modalidades insostenibles de consumo y 
producción, particularmente en los países industrializados". En este sentido, Naciones Unidas hace un 
llamamiento a revisar estos modelos insostenibles, recurriendo a modelos de consumo responsable." 
Pág. 2. 
 
Es decir, que el consumo responsable es entendido como la elección o compra de productos y servicios 
no sólo en base a su calidad y precio, sino también por su impacto ambiental y social, e incluso por la 
conducta de las empresas que los elaboran. 
 
Boaventura de Sousa Santos (2003) indica “Tanto en el dominio de la producción como en el del 
consumo, la sociedad capitalista se define cada vez más como una sociedad fragmentada, plural y 
múltiple, donde las fronteras parecen existir sólo para poder ser sobrepasadas. La sustitución relativa 
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de la provisión de bienes y servicios por el mercado de bienes y servicios crea campos de elección que 
fácilmente se confunden con ejercicios de autonomía y liberación de los deseos.” Pág. 8. 
 
Coraggio (2003) opina que “para fortalecer el sistema económico social y solidario es necesario 
desarrollar marcas locales del sector asociativo, realizar una fuerte propaganda institucional de 
modificación de los hábitos de compra –“compre nacional”, “compre local”, “genere empleos”, 
“genere un ambiente sano”, “evite el endeudamiento externo”,...- y negociar con el comercio minorista 
la inclusión de los bienes producidos por la economía social en los canales de oferta local y regional.”. 
Pág. 17. 
 
En la página web de la Red Andaluza de Consumo Responsable (2013) se exponen algunas de las que 
se consideran obligaciones de los consumidores: 
 
 Ser críticos con nuestro consumo y nuestra forma de vida, aplicando valores éticos. 
 Exigir información e informarnos acerca de las condiciones sociales y medioambientales en las 
que un producto o un servicio ha sido elaborado, como ha llegado hasta nosotros y cuales son sus 
consecuencias. 
 Reducir nuestro consumo, como opción ética y ecológica, optando por un modelo de bienestar y 
felicidad no basado en la posesión de bienes materiales, lo cual repercute tanto medioambiental 
como socialmente.  
 Practicar un consumo respetuoso con la naturaleza, reduciendo, reutilizando y, por último, 
reciclando y consumiendo productos ecológicos y artesanos.  
 Practicar un consumo solidario y socialmente justo, respetuoso también con las personas y las 
culturas, en el que por supuesto no existan la discriminación ni la explotación. 
 
Si bien son varios los avances que se han hecho en el campo del consumo ambientalmente responsable 
en el país, la asignatura pendiente para los actores tanto privados como públicos es avanzar hacia un 
tipo de consumo que sea también socialmente responsable, es decir, que valore el trabajo y esfuerzo de 
los productores en el campo a través de condiciones más justas de intercambio. 
 
En este sentido el MAGAP, desde la CGRC, está buscando posicionar en los consumidores el 
consumo social y ambientalmente responsable mediante campañas de comunicación a nivel local, a 
través de las cuales se busca concienciar al consumidor de su rol dentro del mercado como el actor que 
tiene el poder de decidir a través de su compra no sólo la forma en que quiere que sean cultivados los 
alimentos que lleva diariamente a su mesa, sino además de valorar y apoyar a quien los produce y por 
lo tanto lograr, a través de su compra, que la agricultura sea una actividad económica interesante, 
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mediante la cual los productores puedan obtener los ingresos que les permita alcanzar las condiciones 
de vida que desean. 
 
Este cambio en la forma de consumir contribuirá a que los agricultores decidan permanecer en el 
campo, reproducir su sistema y mantener a la agricultura como parte de la tradición y herencia cultural 
que se transmite de generación a generación, todo lo cual incidirá en una serie de efectos positivos 
para el país tanto a nivel de seguridad y soberanía alimentaria, como de la reducción de problemas 
sociales ocasionados por la pobreza y la migración. 
 
2.5. CERTIFICACIÓN DE PRODUCTOS AGROPECUARIOS 
 
Dado que el consumo responsable está tomando fuerza alrededor de todo el mundo, ha surgido la 
necesidad por parte de los consumidores de conocer el origen y condiciones de producción de aquello 
que compra, lo cual ha dado origen a diferentes iniciativas para garantizar aquellos parámetros de 
calidad que hacen que los productos agropecuarios sean apetecidos en estos nuevos mercados tanto a 
nivel nacional como internacional. 
 
En el Ecuador se ha trabajado en certificaciones enfocadas a diversos ámbitos sin que ninguno se 
centre específicamente en la diferenciación de los productores de la agricultura familiar y campesina 
como tal, sino en garantizar la calidad de sus productos en términos de producción orgánica, 
producción agroecológica, buenas prácticas agrícolas, denominación de origen o Comercio Justo. 
 
2.5.1. Sistemas participativos de garantía - SPGs 
 
En el contexto ecuatoriano, cabe hacer una distinción entre lo que se entiende como agricultura 
orgánica y agroecológica en razón de que si bien existen prácticas productivas comunes, los 
agricultores que se denominan a sí mismos agroecológicos, sustentan su sistema en una serie de 
principios que van mucho más allá de la simple producción, lo cual marca profundas diferencias no 
sólo a nivel de prácticas de manejo de la finca sino también de la forma en que se garantiza éste tipo 
de producción. 
 
Por un lado, la producción orgánica se realiza por medianos y grandes productores en sistemas de 
monocultivo, con el empleo de insumos externos a la finca (muchos de ellos sintetizados 
químicamente pero permitidos dentro del sistema productivo), con altos niveles de mano de obra 
contratada, basándose en las normativas que establecen los mercados a los que se exporta la 
producción y siempre con el aval de certificadoras internacionales denominadas “de tercera parte” por 
tratarse de actores externos a la producción y al consumo. 
 23 
 
Para obtener la certificación, la producción orgánica debe cumplir los criterios establecidos por el 
MAGAP (2013) a través de la Agencia Ecuatoriana de Aseguramiento de la Calidad del Agro - 
Agrocalidad en su “Normativa General para Promover y Regular la Producción Orgánica-Ecológica-
Biológica en el Ecuador” en la cual se contempla la certificación de terceros que puede ser cualquier 
empresa que se acredite ante esta institución para otorgar diferentes sellos en función del 
cumplimiento de los parámetros que establecen los mercados a los cuales se va a exportar los 
productos agrícolas. 
 
Por otro lado, la producción agroecológica es característica de los agricultores familiares que poseen 
pequeñas extensiones de terreno, emplean sistemas productivos diversificados con presencia no sólo 
de cultivos de ciclo corto sino también de especies animales, frutales y árboles, no utilizan insumos 
externos a la finca sino que los preparan internamente, emplean mano de obra familiar y muy 
escasamente la contratan, enfocan su producción primero al autoconsumo de la familia y los 
excedentes se destinan al abastecimiento de mercados locales. 
 
Para certificarse recurren a sistemas participativos de garantía (SPG) que se basan en inspecciones 
cruzadas realizadas entre pares, es decir, entre grupos de productores de distintas zonas, que no se 
conocen entre sí pero que dominan los principios agroecológicos y que por lo tanto, están en capacidad 
de atestiguar si la producción proviene de un sistema productivo que respeta la normativa 
autoimpuesta por los miembros del SPG y que, a diferencia de las certificadoras, certifican a toda la 
finca, entregando un certificado al productor. 
 
A nivel mundial, el principal impulsor de los SPGs es el IFOAM (International Federation of Organic 
Agriculture Movements) que difunde los estándares y el marco normativo que los regula, mismos que 
han servido de base para las propuestas locales y de varios países como Bolivia y Perú. 
 
En relación a los SPGs, las Naciones Unidas (2008) señala “Usualmente son sistemas diseñados 
especialmente para pequeños productores. Las normas utilizadas, frecuentemente, son las mismas que 
se utilizan para la certificación de tercera parte. Estos y otros sistemas de garantía de la calidad, que no 
se basan en la certificación de tercera parte, se están ahora extendiendo rápidamente tanto en países 
desarrollados como en desarrollo. Estos sistemas no solamente abordan la garantía de la calidad del 
producto, sino que también están vinculados a enfoques alternativos de comercialización (distribución 
a domicilio, grupos de apoyo comunitario a la agricultura, mercados de agricultores, ferias populares) 






2.5.2. Comercio Justo - CJ 
 
El Comercio Justo es un sistema comercial solidario y alternativo al convencional que busca el 
desarrollo de los pueblos y la lucha contra la pobreza, llegando a convertirse hoy en día en un 
verdadero movimiento global. 
 
Tuvo sus inicios entre los años 40-50 en Estados Unidos a partir de algunas iniciativas por comprar 
artesanías elaboradas por comunidades de países del Sur para ayudarles a superar los bajos precios del 
mercado internacional, garantizando ingresos adecuados y evitando los altos márgenes y la 
dependencia frente a los intermediarios. 
 
La primera tienda formal de “Comercio Justo” se abrió en 1958 en Holanda y a partir de entonces el 
movimiento se ha ido consolidando alrededor del mundo llegando a tener un alto grado de visibilidad 
y haber logrado ser tomado en cuenta dentro de las reuniones ministeriales de la Organización 
Mundial del Comercio (OMC).  
 
Por ser de carácter internacional y estar en actividad durante más de dos décadas, el movimiento ha 
alcanzado un nivel alto de organización e institucionalización. De hecho, las cuatro redes de Comercio 
Justo más grandes, y por lo tanto las más visibles, han avanzado en la creación de una plataforma 
informal para la coordinación y armonización de las directrices del Comercio Justo, así como de los 
sistemas de monitoreo y promoción que implementan a la que han denominado FINE por la inicial de 
cada uno de sus nombres: F (Fairtrade Labelling Organizations International - FLO), I (International 
Fair Trade Association - IFTA, ahora llamada the World Fair Trade Organization - WFTO), 
N (Network of European Worldshops -NEWS), E (European Fair Trade Association - EFTA). En 
Ecuador, el mayor sistema de comercio justo interno es el desarrollado por Camari a través de sus 
tiendas. 
 
El sello que entregan las certificadoras privadas que pertenecen a estas redes se entrega a los 
productores en función del cumplimiento de una serie de parámetros que están relacionados con los 10 
principios bajo los cuales se cobija el Comercio Justo. La WFTO (2013), los señala: 
 
 Creación de oportunidades para productores en desventaja económica. 
 Transparencia y rendición de cuentas  
 Desarrollo de Capacidades 
 Promoción del Comercio Justo  
 Pago de un precio justo  
 Equidad de Género y rechazo a todo tipo de discriminación  
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 Condiciones de Trabajo adecuadas 
 Ausencia de trabajo Infantil  
 Respeto por el medio ambiente 
 Relaciones Comerciales de largo plazo basadas en la solidaridad, la confianza y el respeto mutuo 
 
El proceso para la obtención del sello es explicado por la CECJ (2013): “El organismo de certificación 
elabora una lista de criterios y requisitos que se tienen que cumplir. Después, un organismo de control 
verifica el respeto de los criterios, que pueden estar relacionados al medioambiente, a las condiciones 
de trabajo, la gestión de la cooperativa, etc. La garantía puede limitarse a los productos y a sus 
condiciones de elaboración o también extenderse a las organizaciones que realizan la 
comercialización. Los distribuidores y todos los intermediarios de la cadena de producción tienen que 
obtener una licencia para vender los productos certificados. El seguimiento y la trazabilidad son 
obligatorios a lo largo de la cadena de producción hasta la venta.” 
 
El trabajo de estas certificadoras privadas ha sido fuertemente cuestionado en los últimos años por los 
altos costos que implica, pero sobre todo por ampliar la entrega del sello de Comercio Justo a 
plantaciones y explotaciones agrícolas en pequeña escala bajo el lema “Comercio Justo para todos”, 
con lo cual se diluye el rasgo diferenciador de apoyo a los pequeños productores que se promovía 
desde el Comercio Justo. 
 
Para hacer frente a esta realidad, surge la Coordinadora Latinoamericana y del Caribe de Pequeños 
Productores de Comercio Justo – CLAC, como órgano de representación, coordinación, intercambio y 
colaboración para el fortalecimiento de las organizaciones de cooperativas de pequeños productores de 
América Latina y el Caribe en el marco del Comercio Justo. 
 
La CLAC (2013) se conforma por Coordinadoras Nacionales de Pequeños Productores de Comercio 
Justo adscritos en cada uno de los países de la región (como por ejemplo, la Coordinadora Ecuatoriana 
de Comercio Justo – CECJ) y de la Fundación de Pequeños Productores Organizados - FUNDEPPO 
que es una organización de la sociedad civil, sin fines de lucro que maneja y aprueba el sello 
denominado Símbolo de Pequeños Productores - SPP.  
 
Éste último es una propuesta que está ganando aceptación por ser un distintivo para los productos de 
los pequeños productores que es manejado por ellos mismos, a diferencia de los sellos de las empresas 
certificadoras. 
 
De acuerdo a FUNDEPPO (2012), el SPP es una iniciativa creada y propiedad 100% de los pequeños 
productores organizados por lo que sus criterios son decididos por ellos mismos para atender su 
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problemática y promover la calidad de su trabajo, a la vez que logran el fortalecimiento de las 
organizaciones y economías locales y la conservación del medio ambiente y la salud de productores y 
consumidores. 
 
2.5.3. Buenas prácticas agrícolas - BPA 
 
Otra experiencia interesante en el campo de la certificación es el aval de cumplimiento de Buenas 
Prácticas Agrícolas (BPA) que busca garantizar una agricultura limpia, entendida como aquella que 
pueda proporcionar alimentos inocuos a los consumidores, lo cual no implica necesariamente la 
prohibición del uso de plaguicidas o de organismos genéticamente modificados, por ejemplo. 
 
Bernal (2010) explica que, “Las Buenas Prácticas Agrícolas (BPA) son actividades involucradas en la 
producción, procesamiento y transporte de los productos de origen agropecuario, orientadas a asegurar 
la inocuidad de los alimentos, la salud del consumidor, y la protección del medio ambiente y las 
condiciones laborales del personal que trabaja en una unidad productiva. Estas prácticas a más de 
constituir un aporte al bien público, promueven la competitividad para la agricultura, con 
oportunidades de ampliar las exportaciones de algunos productos.” Pág 1. 
 
La FAO (2004) por su parte señala que en general, “las BPA aplican los conocimientos de que se 
dispone para lograr la sostenibilidad ambiental, económica y social de la producción y de los procesos 
posteriores a la producción en la explotación agrícola con el fin de obtener alimentos y productos 
agrícolas no alimenticios inocuos y sanos. Muchos agricultores de los países desarrollados y en 
desarrollo ponen en práctica las BPA mediante métodos agrícolas sostenibles como la lucha integrada 
contra las plagas, la gestión integrada de los nutrientes y la agricultura de conservación. Estos métodos 
se aplican en un conjunto de sistemas agrícolas y en unidades de producción de diferente tamaño, 
incluso como aportación a la seguridad alimentaria, fomentados por políticas y programas estatales de 
apoyo.” 
 
En el mismo documento, la FAO menciona como impactos positivos de las BPA en los pequeños 
productores el que les permite tener acceso a mercados más exigentes con miras a la exportación, 
mayores precios al comercializar producto de calidad e inocuidad comprobada, mejor control del 
proceso productivo y gestión de la finca, optimización en el uso de los recursos, mejoramiento de las 
condiciones higiénicas y de seguridad en las que se lleva a cabo el trabajo, entre los principales. 
 
Sin embargo, se reconoce además que pueden existir impactos negativos como el hecho de que los 
mercados internacionales son muy exigentes y muchos productores no logran ajustarse a ellas 
quedando afuera del mercado y que en el corto plazo, las BPA implican un encarecimiento del proceso 
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productivo que choca con la limitada capacidad que tienen los pequeños productores para afrontarlos.  
 
En el Ecuador, tal como se señala en el “Manual de Procedimientos para la Implementación de 
Sistemas de Gestión de la Inocuidad y Procedimientos para el Registro de Predios que cumplen con 
BPA” de Agrocalidad (2009), para obtener el certificado de cumplimento de BPA los productores 
deben someterse a un proceso voluntario que incluye una inspección de esta entidad que es realizada 
por un inspector oficial, autorizado o acreditado que aplica el “Manual de Procedimientos para la 
Implementación de Sistemas de Gestión de la Inocuidad y Procedimientos para el Registro de Predios 
que cumplen con BPA” en base al cual otorga una certificación que tiene una vigencia de tres años, 
durante los cuales Agrocalidad puede realizar visitas anuales y esporádicas sin previo aviso. 
 
2.5.4. Denominación de origen y marcas territoriales 
 
El crecimiento y consolidación de mercados diferentes tanto a nivel nacional como internacional, 
donde la demanda la constituyen consumidores más conscientes de los efectos sociales y ambientales 
de sus elecciones de compra, va haciendo crecer también el interés de los agricultores por aprovechar 
estos nuevos espacios para la comercialización de sus productos. 
 
En este sentido, a lo largo del país han surgido iniciativas de diferenciación de los productos agrícolas 
con mayor o menor grado de transformación en los que se valora no sólo las condiciones sociales y 
ambientales en que se da la producción, a través de certificaciones como las que ya se ha mencionado 
anteriormente, sino que aparece un factor adicional, el del origen geográfico del producto, con el fin de 
asociar características de calidad muy particulares a lugares, zonas países o regiones específicas con lo 
cual los productos adquieren un sentido de unicidad que les dé un valor agregado que se refleja en los 
precios que pueden obtener en el mercado. 
 
Entre las posibles formas de distinción geográfica se encuentran la denominación de origen y las 
marcas territoriales. 
 
Las denominaciones de origen se buscan principalmente para productos de exportación. En el 
Ecuador, se otorgan únicamente a través del Instituto Ecuatoriano de Propiedad Intelectual – IEPI que 
es la institución responsable de certificar los factores humanos (creatividad y conocimiento específico) 
y geográficos (espaciales y ecológicos) que tiene un producto por su ubicación dentro de un territorio 
específico del país. 
 
En su página web, el IEPI aclara que las denominaciones de origen pueden estar relacionadas con la 
“marca país” pero que no tienen el mismo significado pues sólo las ostentan productos especiales.  
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Menciona además que Ecuador tiene algunos productos con denominación de origen como por 
ejemplo, los sombreros de Montecristi, el Cacao de Arriba, y próximamente el Café de Galápagos y 
que en la actualidad se trabaja en perspectiva de que los tejidos de Zuleta, las artesanías del norte del 
país y el café de Loja, también obtengan este signo distintivo. 
 
A partir de la declaratoria de la FAO del 2013 como Año Internacional de la Quinua, Ecuador, Perú y 
Bolivia han empezado también un trabajo conjunto para obtener la denominación de origen de la 
quinua como producto andino. 
 
El otro mecanismo de diferenciar un producto por su origen son las marcas territoriales. El enfoque de 
las mismas es usar la identidad de los territorios como aspecto diferencial y lograr la valoración de la 
producción en los mercados locales y nacionales. 
 
Como lo manifiestan Aranda y Combariza (2007) “Para la construcción colectiva de imagen territorial es 
necesario identificar los activos tangibles e intangibles que poseen los territorios y que le garantizan 
aspectos diferenciales. La identidad territorial y construcción colectiva de marcas territoriales generan 
beneficios de tipo social, productivo y sobre las redes de comunicación existentes en las comunidades.” Pág 
372 
 
Para estas autoras “El reto está en construir marcas territoriales que añadan valor al conjunto de productos, 
servicios y eventos locales; que asuman la imagen territorial como una variable estratégica que consolide y 
dé coherencia al posicionamiento elegido en el mercado (posicionamiento que surgirá del plan estratégico), 
y que movilice los recursos intraterritoriales en torno a su identidad específica.” Pág 373 
 
En esta línea, gobiernos provinciales como el de Pichincha, Tungurahua, Zamora Chinchipe, entre 
otros, están trabajando por crear sus propias marcas con el fin de privilegiar el consumo de productos 
locales dentro de sus jurisdicciones, sin embargo éstas iniciativas aún no han logrado materializarse 
por la complejidad administrativa y financiera de implementar un sistema que se encargue de entregar 
las certificaciones correspondientes. 
 
2.6. TEORÍA GENERAL DE SISTEMAS – TGS 
 
La teoría de sistemas permite el abordaje de toda problemática desde una perspectiva integral por lo 





Para Latorre (1996) “El Enfoque de Sistemas, más que una teoría es una forma de “pensar el mundo”; 
más que una metodología es la articulación de una serie de conceptos que permiten acercarse a la 
realidad para interpretarla o cambiarla; es en fin de cuenta una “educación” para que el investigador 
pueda abordar su objeto de trabajo.”. 
 
Desde ésta óptica, el autor  plantea que al abordar un estudio, se debe conocer las relaciones e 
interacción de los diferentes elementos de una realidad con los demás elementos y con el entorno en el 
cual se desenvuelven, de esta manera es posible explicar lo existente, ya sea con el propósito de 
conocer los fenómenos o de modificarlos. 
 
Ramírez (2002) menciona que los planteamientos iniciales de la Teoría General de Sistemas (TGS) 
surgieron con Bertalanffy, biólogo que  trabajó el concepto de sistema abierto e inició el pensamiento 
sistémico como un movimiento científico importante pues consideró que el objeto de estudio de todas 
las ciencias debían ser los sistemas en oposición al enfoque clásico (mecanicista – cartesiano) que 
planteaba la descomposición del todo en sus elementos fundamentales. 
 
Van Gigch (sf) aclara que la teoría general de sistemas aplicada, también llamada enfoque de sistemas, 
tiene como objetivo buscar similitudes de estructura y de propiedades, así como fenómenos comunes 
que ocurren en sistemas de diferentes disciplinas de tal manera que se logre "aumentar el nivel de 
generalidad de las leyes" que se aplican a los campos de experimentación. Estas generalizaciones, 
conocidas como "ísomorfismos"  van más allá de simples analogías. “El enfoque de sistemas busca 
generalizaciones que se refieran a la forma en que están organizados los sistemas, a los medios por los 
cuales los sistemas reciben, almacenan, procesan y recuperan información, y a la forma en que 
funcionan; es decir, la forma en que se comportan, responden y se adaptan ante diferentes entradas del 
medio.” Pág 2 
 
Bajo estas consideraciones, Ramírez (2002) propone la siguiente definición de sistema: “Conjunto de 
elementos dinámicamente relacionados entre sí, que realizan una actividad para alcanzar un objetivo, 
operando sobre entradas y proveyendo salidas procesadas. Se encuentra en un medio ambiente y 
constituye una totalidad diferente de otra.” Pág 19. 
 
A partir de esta definición, la autora explica cada uno de sus componentes bajo la premisa de que 
todos ellos deben ser considerados al mismo tiempo, en la medida que unos afectan las características 
de los otros e incluso al sistema mismo y viceversa. Dichos componentes son: 
 
 Elemento: es la parte integrante de una cosa o porción de un todo. Puede considerarse como un 
sistema, en este caso se denomina Subsistema. 
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 Relación: situación que se da entre dos cosas, ideas o hechos cuando por alguna circunstancia 
están unidas de manera real o imaginaria.  
 Objetivo: determinan el funcionamiento del sistema, para lograrlos deben tenerse en cuenta tanto 
los elementos, las relaciones, como los insumos y lo producido por el mismo, de manera que estén 
coordinados y el sistema tenga validez y significado. 
 Entrada: Es todo aquello que el sistema recibe o importa de su mundo exterior. Visto el sistema 
como un subsistema de otro mayor que lo contiene, las entradas pueden ser consideradas como las 
relaciones externas de ese sistema con otro. El sistema recibe entradas para operar sobre ellas, 
procesarlas y transformarlas en salidas. 
 Salida: Es el resultado final de la operación o procesamiento de un sistema. Los flujos de salida le 
permiten al sistema exportar el resultado de sus operaciones al medio ambiente. 
 Ambiente: es el medio que rodea externamente al sistema, es una fuente de recursos y de 
amenazas. El sistema y el ambiente o entorno mantienen una interacción constante, están 
interrelacionados y son interdependientes. 
 Frontera o Límite: es la línea que separa al sistema de su entorno (o supersistema) y que define lo 
que pertenece y lo que queda fuera de él. Así se puede definir el sistema en relación con su medio 
inmediato y con sus principales componentes. 
 Totalidad: el conjunto de todos los componentes. El objetivo de aplicar este concepto al sistema 
tiene que ver con la evaluación al unísono de todos los aspectos relacionados con el mismo, sin 
dejar ninguno de ellos de lado. El sistema debe considerarse como una cosa íntegra, completa, 
entera, absoluta y conjunta. 
 
En su interrelación, estos componentes adquieren dinámicas que los hacen manifestar ciertas 
propiedades características de un sistema. La misma autora explica también en qué consisten las 
mismas:  
 
 Sinergia: existe en un sistema cuando la suma de las partes del mismo es diferente del todo, es 
decir, cuando el estudio de una de las partes del sistema de manera aislada no puede explicar o 
predecir la conducta de la totalidad. 
 Entropía: Es un proceso mediante el cual un sistema tiende a consumirse, desorganizarse y morir. 
Aunque la entropía ejerce principalmente su acción en sistemas cerrados y aislados, afecta también 
a los sistemas abiertos; éstos últimos tienen la capacidad de combatirla a partir de la importación y 
exportación de flujos desde y hacia el ambiente, con este proceso generan Neguentropía (entropía 
negativa). 
 Retroalimentación: Es un mecanismo mediante el cual la información sobre la salida del sistema 
se vuelve a él convertida en una de sus entradas, esto se logra a través de un mecanismo de 
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comunicación de retorno, y tiene como fin alterar de alguna manera el comportamiento del 
sistema. Otros la consideran como un retorno de los efectos de una acción que influye al sistema 
en el siguiente paso. 
 Homeostasis: es la capacidad de los sistemas de mantener sus variables dentro de ciertos límites 
frente a los estímulos cambiantes externos que ejerce sobre ellos el medio ambiente, y que los 
forzan a adoptar valores fuera de los límites de la normalidad. Es la tendencia del sistema a 
mantener un equilibrio interno y dinámico mediante la autorregulación o el autocontrol. 
 Equifinalidad: Se refiere al hecho que un sistema vivo a partir de distintas condiciones iniciales y 
por distintos caminos llega a un mismo estado final. El proceso inverso se denomina 
multifinalidad, en éste caso condiciones iniciales similares pueden llevar a estados finales 
diferentes. 
 
En su parte práctica, la aplicación de la TGS requiere del análisis del problema bajo el enfoque de 
sistema, para lo cual Bedriñana (sf) señala el siguiente proceso a seguir: 
 
1. Definición del problema 
2. Comprensión y definición del sistema (descomposición jerárquica en subsistemas) 
3. Elaboración de alternativas 
4. Elección de una de las alternativas definidas en el paso anterior  
5. Puesta en práctica de la solución elegida  
6. Evaluación del impacto de los cambios introducidos en el sistema  
 
El autor menciona que en el marco de éste análisis, un modelo es sencillamente una teoría sobre el 
funcionamiento del sistema que permite evaluar el efecto de tomar cualquier decisión, por lo que su 
función es esencialmente responder a la pregunta “¿si hago x, gano o pierdo en términos de mis 
objetivos?”. 
 
2.7. ASPECTOS NORMATIVOS 
 
Si bien resulta indispensable avanzar en la definición de la AFC como insumo primario para definir 
los parámetros que permitirán la caracterización de sus productores y por lo tanto su identificación y 
registro, es necesario mencionar que en la legislación ecuatoriana no se emplean las palabras 
agricultura familiar, por lo que se hace necesario examinar qué términos empleados en los cuerpos 
legales pueden ser considerados como acepciones de agricultura familiar con el fin de vincularla con 





2.7.1. Constitución Política de la República del Ecuador  
 
Nuestra Carta Magna tiene relación con la agricultura familiar en numerosos artículos relacionados 
con la soberanía alimentaria y el abastecimiento y comercialización de alimentos. 
 
Es así que el Art. 13 garantiza el derecho de las personas y colectividades al acceso seguro y 
permanente a alimentos sanos, suficientes y nutritivos; preferentemente producidos a nivel local, en 
correspondencia con sus diversas identidades y tradiciones culturales y señala como responsabilidad 
del Estado el promover la soberanía alimentaria. 
 
El Art. 281 establece que la soberanía alimentaria constituye un objetivo estratégico y una obligación 
del Estado para garantizar que las personas, comunidades, pueblos y nacionalidades alcancen la 
autosuficiencia de alimentos sanos y culturalmente apropiados de forma permanente. Para ello 
determina como algunas de las responsabilidades del Estado el fortalecer el desarrollo de 
organizaciones y redes de productores y de consumidores, así como las de comercialización y 
distribución de alimentos que promueva la equidad entre espacios rurales y urbanos; el generar 
sistemas justos y solidarios de distribución y comercialización de alimentos; y el adquirir alimentos y 
materias primas para programas sociales y alimenticios, prioritariamente a redes asociativas de 
pequeños productores y productoras.  
 
Por su parte, el Artículo 283 establece que el sistema económico del Ecuador es social y solidario; 
reconoce al ser humano como sujeto y fin; propende a una relación dinámica y equilibrada entre 
sociedad, Estado y mercado, en armonía con la naturaleza; y tiene por objetivo garantizar la 
producción y reproducción de las condiciones materiales e inmateriales que posibiliten el buen vivir. 
Además se especifica que el sistema económico se integrará por las formas de organización económica 
pública, privada, mixta, popular y solidaria, y las demás que la Constitución determine aclarando que 
la economía popular y solidaria se regulará de acuerdo con la ley e incluirá a los sectores 
cooperativistas, asociativos y comunitarios. 
 
Además, el Art. 284 señala entre los objetivos de la política económica el asegurar la soberanía 
alimentaria y energética; propiciar el intercambio justo y complementario de bienes y servicios en 
mercados transparentes y eficientes; e impulsar un consumo social y ambientalmente responsable. 
 
En cuanto a la política comercial, en el Art. 304 se determina entre sus objetivos el desarrollar, 
fortalecer y dinamizar los mercados internos; contribuir a que se garanticen la soberanía alimentaria y 
energética, y se reduzcan las desigualdades internas; impulsar el desarrollo de las economías de escala 
y del comercio justo. 
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En el Artículo 319 se reconocen diversas formas de organización de la producción en la economía, 
entre otras las comunitarias, cooperativas, empresariales públicas o privadas, asociativas, familiares, 
domésticas, autónomas y mixtas, indicando además que el Estado promoverá las formas de producción 
que aseguren el buen vivir de la población y desincentivará aquellas que atenten contra sus derechos o 
los de la naturaleza; alentará la producción que satisfaga la demanda interna y garantice una activa 
participación del Ecuador en el contexto internacional.  
 
Otras políticas de apoyo se ponen de manifiesto en el Art. 334 al comprometer al Estado a promover el 
acceso equitativo a los factores de producción, para lo cual le corresponderá, entre otras actividades, el 
desarrollar políticas de fomento a la producción nacional en todos los sectores, en especial para 
garantizar la soberanía alimentaria. 
 
Finalmente, el Art. 410 señala que el Estado brindará a los agricultores y a las comunidades rurales 
apoyo para la conservación y restauración de los suelos, así como para el desarrollo de prácticas 
agrícolas que los protejan y promuevan la soberanía alimentaria.  
 
2.7.2. Marco jurídico de la Economía Popular y Solidaria  
 
La Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria y del Sector Financiero Popular y Solidario en el 
Artículo 2 literal c) indica que son parte del sistema las organizaciones económicas constituidas por 
agricultores, artesanos o prestadores de servicios de idéntica o complementaria naturaleza, que 
fusionan sus escasos recursos y factores individualmente insuficientes, con el fin de producir o 
comercializar en común y distribuir entre sus asociados los beneficios obtenidos, tales como, 
microempresas asociativas, asociaciones de producción de bienes o de servicios, entre otras, que 
constituyen el Sector Asociativo, por lo que, dadas sus características, reconoce a la agricultura 
familiar como una más de las formas de organización de la EPS. 
 
Adicionalmente, en el Artículo 3, literal c) señala que los principios bajo los cuales se rigen las 
personas y organizaciones amparadas por esta ley son la responsabilidad social, la solidaridad y 
rendición de cuentas. Más adelante en el Artículo 4 establece la obligatoriedad de que estas personas y 
organizaciones se inscriban en el Registro Público a través del cual se habilitará el acceso a los 
beneficios de la LOEPS. 
 
En relación a las políticas de apoyo más importantes para el sector EPS, en el Artículo 125 se 
especifica que el Instituto de Compras Públicas, simplificará la inscripción de las formas organizativas 
de la economía popular y solidaria en el Registro Único de Proveedores y facilitará su participación en 
concursos y adjudicaciones de contratos públicos y señala también que en las adquisiciones del 
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Estado, se dará preferencia a los proveedores de bienes y servicios pertenecientes al sector de la 
economía popular y solidaria, cuando sus ofertas tuvieren similares condiciones que las presentadas 
por entidades de otros sectores de la economía. 
 
En cuanto a los gobiernos autónomos descentralizados, el Artículo 133 señala su obligación de 
fomentar e incentivar  el comercio justo, el consumo ético y el trueque comunitarios, destinando los 
recursos necesarios para la creación de centros de acopio y centros de mercadeo popular y solidario, 
además indica la obligación de adjudicar en condiciones preferenciales a las entidades del sector, los 
espacios públicos suficientes y necesarios para la comercialización de sus productos, especialmente 
dentro de los mercados administrados por dichos gobiernos. 
 
Por su parte, el Reglamento General de la Ley Orgánica de la Economía Popular y Solidaria y del 
Sector Financiero Popular y Solidario, en el Artículo 128 menciona las medidas de acción afirmativa 
deberán ejecutarse desde todos los sectores públicos en favor de las personas y organizaciones de la 
EPS, tales como márgenes de preferencia, flexibilización de requisitos y entrega de garantías, 
simplificación de trámites, mejores condiciones de pago y otras que permitan el acceso a condiciones 
favorables a: 
 
1. Líneas de crédito otorgadas por las instituciones financieras públicas; 
2. Fondos concursables; 
3. Financiamiento y cofinanciamiento de proyectos productivos y de capacitación; 
4. Seguro agrícola, ganadero, pesquero artesanal y acuícola, subsidiado por el Estado; 
5. Sistemas simplificados de tributación establecidos por ley o por el ente estatal competente; y, 
6. Planes, programas y proyectos habitacionales y de infraestructura productiva. 
 
Adicionalmente, en el Artículo 130 se aborda en forma específica el tema de las compras públicas, 
indicando la obligación del Estado de adquirir obras, bienes y servicios de las personas y 
organizaciones de la EPS, los cuales serán adquiridos mediante feria inclusiva y otros procedimientos 
de contratación pública constantes en la normativa pertinente. 
 
Además el Artículo 132 establece que el Instituto de EPS, el Ministerio de Agricultura, Ganadería y 
Pesca, el Ministerio de Industrias y Productividad y otras entidades del Ejecutivo que, en el marco de 
sus competencias, concedan apoyo financiero con fines productivos, deberán incorporar anualmente en 
sus presupuestos, recursos destinados para el cofinanciamiento de proyectos productivos y desarrollo e 
implementación del subsidio al seguro agrícola, ganadero, pesquero y acuícola de las organizaciones 
de la economía solidaria, en el ámbito de las políticas dictadas por el Comité Interinstitucional y 
enmarcados en el Plan Nacional de Desarrollo. 
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Finalmente, el Artículo 161 precisa las medidas de apoyo por parte del Estado hacia la EPS, 
específicamente desde el Instituto Nacional de Economía Popular y Solidaria pues entre sus funciones 
más importantes señala el elaborar y ejecutar planes, programas y proyectos para el fortalecimiento 
organizativo y funcional de las entidades que forman parte de la Economía Popular y Solidaria; 
ejecutar las medidas de fomento, promoción e incentivos que correspondan en favor de las personas y 
organizaciones sujetas a la ley, y verificar su cumplimiento; promover y fomentar los circuitos de la 
Economía Popular y Solidaria; diseñar e implementar estrategias de inserción y participación de las 
personas y organizaciones de la economía popular y solidaria en los mercados público y privado, 
propiciando relaciones directas entre productores y consumidores; entre otras. 
 
2.7.3. Ley Orgánica del Régimen de la Soberanía Alimentaria 
 
La Ley Orgánica del Régimen de la Soberanía Alimentaria (LORSA) define importantes interacciones 
entre el Estado y la agricultura familiar campesina. 
 
Así, el Artículo 1 establece que el régimen de la soberanía alimentaria se constituye por el conjunto de 
normas conexas, destinadas a establecer en forma soberana las políticas públicas agroalimentarias para 
fomentar la producción suficiente y la adecuada conservación, intercambio, transformación, 
comercialización y consumo de alimentos sanos, nutritivos, preferentemente provenientes de la 
pequeña, la micro, pequeña y mediana producción campesina, de las organizaciones económicas 
populares y de la pesca artesanal así como microempresa y artesanía; respetando y protegiendo la 
agrobiodiversidad, los conocimientos y formas de producción tradicionales y ancestrales, bajo los 
principios de equidad, solidaridad, inclusión, sustentabilidad social y ambiental.  
 
La mencionada Ley establece en su Artículo 3, literal c) que es un deber del Estado el impulsar, en el 
marco de la economía social y solidaria, la asociación de los microempresarios, microempresa o 
micro, pequeños y medianos productores para su participación en mejores condiciones en el proceso 
de producción, almacenamiento, transformación, conservación y comercialización de alimentos;  y 
más adelante en el literal e) la obligatoriedad de adoptar políticas fiscales, tributarias, arancelarias y 
otras que protejan al sector agroalimentario nacional para evitar la dependencia en la provisión 
alimentaria.  
 
En cuanto al fomento del sector de la AFC, el Artículo 12 señala que los incentivos estatales estarán 
dirigidos a los pequeños y medianos productores, y deberán responder a los principios de inclusión 
económica, social y territorial, solidaridad, equidad, interculturalidad, protección de los saberes 
ancestrales, imparcialidad, rendición de cuentas, equidad de género, no discriminación, 
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sustentabilidad, temporalidad, justificación técnica, razonabilidad, definición de metas, evaluación 
periódica de sus resultados y viabilidad social, técnica y económica. 
 
En el Artículo 13 se establece que el Estado debe fomentar la micro, pequeña y mediana producción 
agroalimentaria, de acuerdo con los derechos de la naturaleza, para esto, en el literal  
c) se puntualiza la obligación de regular, apoyar y fomentar la asociatividad de los microempresarios, 
microempresa o micro, pequeños y medianos productores para la producción, recolección, 
almacenamiento, conservación, intercambio, transformación, comercialización y consumo de sus 
productos, indicando además que el Ministerio del ramo desarrollará programas de capacitación 
organizacional, técnica y de comercialización, entre otros, para fortalecer a estas organizaciones y 
propender a su sostenibilidad.  
 
Adicionalmente, el Artículo 14 especifica la preferencia que se dará a los micro, pequeños y medianos 
productores y productores agroecológicos dentro de los programas de compras públicas, y en lo 
relacionado al mercado interno, el Artículo 21 señala que el Estado creará el Sistema Nacional de 
Comercialización para la soberanía alimentaria y establecerá mecanismos de apoyo a la negociación 
directa entre productores y consumidores, e incentivará la eficiencia y racionalización de las cadenas y 
canales de comercialización. También establece su obligación de procurar el mejoramiento de la 
conservación de los productos alimentarios en los procesos de post-cosecha y de comercialización; 
fomentar mecanismos asociativos de los microempresarios, microempresa o micro, pequeños y 
medianos productores de alimentos, para protegerlos de la imposición de condiciones desfavorables en 
la comercialización de sus productos, respecto de las grandes cadenas de comercialización e 
industrialización, y controlar el cumplimiento de las condiciones contractuales y los plazos de pago.  
 
Se establece además que los gobiernos autónomos descentralizados proveerán de la infraestructura 
necesaria para el intercambio y comercialización directa entre pequeños productores y consumidores, 
en beneficio de ambos, como una nueva relación de economía social y solidaria.  
 
Finalmente, el Artículo 30 compromete al Estado a incentivar y establecer convenios de adquisición de 
productos alimenticios con los microempresarios, microempresa o micro, pequeños y medianos 
productores agroalimentarios para atender las necesidades de los programas de protección alimentaria 
y nutricional dirigidos a poblaciones de atención prioritaria. Además debe implementar campañas de 
información y educación a favor del consumo de productos alimenticios nacionales principalmente de 





2.7.4. Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos del Ministerio de 
Agricultura, Ganadería, Acuacultura y Pesca - MAGAP 
 
La misión del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Acuacultura y Pesca enunciada en el Artículo 1 de 
su Estatuto Orgánico, señala que es su deber promover acciones que permitan el desarrollo rural y 
propicien el crecimiento sostenible de la producción y productividad del sector impulsando al 
desarrollo de productores, en particular representados por la agricultura familiar campesina. 
 
Dentro de su estructura, el Artículo 2.1, en el acápite correspondiente a Atribuciones y 
Responsabilidades, literal a) establece que el Viceministerio de Desarrollo Rural deberá recomendar 
políticas para los temas de tierras, reforma agraria, riego y drenaje, comercialización e innovación y en 
el literal b) se fija su responsabilidad para supervisarlas, controlarlas y evaluar su implementación. 
 
Además, en el literal f) del mismo numeral se indica que el VMDR debe coordinar con entidades 
públicas y privadas para el desarrollo de las actividades en éstos sectores. En el literal k) se le otorga 
potestad para establecer lineamientos básicos para que la prestación de los servicios en el campo, 
cumplan con los objetivos para el desarrollo productivo y rural, determinados en los planes nacional 
de desarrollo y de reactivación productiva del multisector agrícola, ganadero, acuícola y pesquero. 
 
En el numeral 2.1.3 respecto al Gerenciamiento de Redes Comerciales, se define que su misión es 
impulsar estrategias para la comercialización alternativa de alimentos provenientes de organizaciones 
campesinas con la finalidad de incentivar un comercio justo para el pequeño y mediano productor y se 
fija como responsable de ésta tarea al Coordinador/a General de Redes Comerciales. 
 
Entre sus Atribuciones y Responsabilidades más importantes se citan en el literal b) el proponer a las 
autoridades las estrategias para el fortalecimiento e impulso de circuitos alternativos de 
comercialización, en el c) incentivar espacios de sensibilización a la población para el consumo de los 
productos de la agricultura familiar y campesina, y en el f) impulsar el diseño y ejecución, 
conjuntamente con organizaciones de productores y las instituciones del Estado, de mecanismos de 
compras públicas nacionales y territorializadas. 
 
Además el literal h) hace mención a la potestad de impulsar y facilitar la implementación de sistemas 
alternativos de certificación en coordinación con las organizaciones de productores y las instituciones 
del Estado competentes y el literal k) menciona el deber de coordinar el monitoreo y la 





2.7.5. Plan Nacional para el Buen Vivir (PNBV) 
 
Aunque no se trate de un cuerpo legal, el Plan Nacional para el Buen Vivir, en la versión desarrollada 
por la SENPLADES para el período 2013-2017, presenta lineamientos claros respecto al trabajo a ser 
desarrollado con y para el fomento de la agricultura familiar específicamente, como actor fundamental 
dentro del cambio de la matriz productiva que se plantea el presente gobierno. 
 
En éste documento se la menciona como uno de los sectores a impulsar para garantizar la seguridad 
alimentaria del país pues se reconoce que si la productividad de los cultivos transitorios que integran 
buena parte de la canasta básica de alimentos continúa estancada o decreciente, el Ecuador tendrá que 
importar alimentos. 
 
Por esta razón se propone que la producción agrícola se base en principios agroecológicos, de tal 
manera que los cultivos asociados, permanentes o transitorios, tengan una mayor representación que 
los monocultivos, con lo cual se contribuirá a la diversificación del sector agrícola. 
 
Se espera que a largo plazo, el Ecuador logre un relativo nivel de autosuficiencia alimentaria, al 
importar cada vez menos alimentos y garantizar la producción de los alimentos de la canasta básica, 
mismos que provienen de la agricultura familiar campesina. 
 
En forma específica, el Objetivo 2. “Auspiciar la igualdad, la cohesión, la inclusión y la equidad social 
y territorial, en la diversidad” en su política y lineamiento estratégico 2.11. plantea el garantizar el 
Buen Vivir rural y la superación de las desigualdades sociales y territoriales, con armonía entre los 
espacios rurales y urbanos, para lo cual dispone en el literal c) crear y fortalecer mecanismos justos de 
encadenamiento productivo de la agricultura familiar campesina y medios alternativos de 
comercialización, promoviendo y fortaleciendo la asociatividad y la soberanía alimentaria, con 
principios de igualdad, equidad y solidaridad, y adicionalmente, en el literal g) mejorar los niveles de 
productividad de la agricultura familiar y campesina y demás sistemas agroproductivos mediante 
sistemas de producción que respeten la naturaleza y la pertinencia cultural. 
 
También en el Objetivo 9. “Garantizar el trabajo digno en todas sus formas”, se hace mención a la 
AFC en la política y lineamiento estratégico 9.1. que plantea impulsar actividades económicas que 
permitan generar y conservar trabajos dignos, y contribuir a la consecución del pleno empleo 
priorizando a los grupos históricamente excluidos, pues en el literal a) señala que se deberán 
implementar mecanismos de incentivos en actividades económicas, especialmente del sector popular y 
solidario, las MIPYMES, la agricultura familiar campesina, así como las de trabajo autónomo que se 
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orienten a la generación y conservación de trabajos dignos y garanticen la igualdad de oportunidades 
de empleo para toda la población. 
 
Finalmente, en el Objetivo 10. “Impulsar la transformación de la matriz productiva”, la política y 
lineamiento estratégico 10.4. se orienta a impulsar a la producción y la productividad de forma 
sostenible y sustentable, fomentar la inclusión y redistribuir los factores y recursos de la producción en 
el sector agropecuario, acuícola y pesquero, señalando en el literal a) que se debe fortalecer la 
producción rural organizada y la agricultura familiar campesina, bajo formas de economía solidaria, 
para incluirlas como agentes económicos de la transformación en matriz productiva, promoviendo la 
diversificación y agregación de valor y la sustitución de importaciones, en el marco de la soberanía 
alimentaria. 
 
Si bien en el documento se mencionan otros aspectos relacionados con la agricultura familiar 
campesina, éstos tienen relación con la democratización de los factores de producción, en el contexto 
del presente trabajo, se ha priorizado aquello que tiene relación directa con la producción y 
comercialización de alimentos. 
 
2.7.6. Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización - 
COOTAD 
 
Las competencias sobre el fomento productivo han sido establecidas claramente dentro del COOTAD 
por lo que es importante establecer el rol de los gobiernos autónomos descentralizados (GADs) en 
relación al apoyo a la agricultura familiar campesina. 
 
En el Artículo 32 referente a las competencias exclusivas del gobierno autónomo descentralizado 
regional, señala entre sus competencias exclusivas en el literal g) el fomento de las actividades 
productivas regionales, y en el literal h) el fomento de la seguridad alimentaria regional. 
 
Así también, el Artículo 41 que hace referencia a las funciones del gobierno autónomo descentralizado 
de nivel provincial señala en el literal e) que debe fomentar las actividades provinciales productivas, 
riego y desarrollo agropecuario entre otras, observando los principios de universalidad, accesibilidad, 
regularidad, continuidad,  solidaridad, interculturalidad, susbsidiariedad, participación y equidad, 
mencionando además en el literal f) la obligación de fomentar las actividades productivas y 




Sin embargo, en el Artículo 42 literal f) se especifica como una de las competencias exclusivas del 
gobierno autónomo descentralizado provincial el fomentar las actividades productivas provinciales, 
especialmente las agropecuarias. 
 
Más adelante, en el Artículo 134 que trata sobre el ejercicio de la competencia de fomento de la 
seguridad alimentaria se indica que su ejercicio corresponde a los gobiernos autónomos 
descentralizados regionales y que se la gestionará aplicando las disposiciones constitucionales y 
legales para garantizar la soberanía alimentaria, a través de una política pública que actúe bajo el 
principio de integralidad, en el marco del cual se especifican como funciones: 
 
a) Promover, concurrentemente con los gobiernos autónomos descentralizados parroquiales rurales, en 
el marco de la economía social y solidaria, la asociación de los microempresarios, pequeños y 
medianos productores y brindar la asistencia técnica para su participación en mejores condiciones 
en los procesos de producción, almacenamiento, transformación, conservación y comercialización 
de alimentos; 
b) Implementar coordinadamente con los gobiernos autónomos descentralizados provinciales, 
municipales y parroquiales rurales, la producción sustentable de alimentos, en especial los 
provenientes de la agricultura, actividad pecuaria, pesca, acuacultura y de la recolección de 
productos de medios ecológicos naturales; garantizando la calidad y cantidad de los alimentos 
necesarios para la vida humana; 
c) Planificar y construir la infraestructura adecuada, en coordinación con los gobiernos autónomos 
descentralizados provinciales, municipales y parroquiales rurales, para fomentar la producción, 
conservación, intercambio, acceso, comercialización, control y consumo de alimentos, 
preferentemente provenientes de la pequeña, la micro, y la mediana producción campesina, y de la 
pesca artesanal; respetando y protegiendo la agrobiodiversidad, los conocimientos y formas de 
producción tradicionales y ancestrales. Complementariamente, la planificación y construcción de 
las redes de mercados y centros de transferencia de las jurisdicciones cantonales serán realizados 
por los gobiernos autónomos descentralizados municipales; 
d) Fomentar el acceso de los ciudadanos a alimentos suficientes y sanos mediante la capacidad de 
incidir en los mercados y en el impulso a estrategias de consumo de alimentos nutritivos, 
agroecológicos y provenientes de la producción local, además del impulso de sistemas solidarios de 
comercialización en coordinación con los otros niveles de gobiernos autónomos descentralizados; 
y, 
e) Promover un proceso para el manejo adecuado de animales destinados al consumo humano, 
observando las normas técnicas nacionales e internacionales, como prerrequisito en la producción 




Sin embargo de todo esto, se aclara que los gobiernos autónomos descentralizados regionales deberán 
ejercer esta competencia con sujeción a las políticas nacionales que para el efecto emita la entidad 
rectora en materia de soberanía alimentaria, de acuerdo con la ley y que tendrán la obligación de 
coordinar y articular sus políticas y acciones con todos los gobiernos autónomos descentralizados de 
su circunscripción territorial en el ejercicio de sus competencias de fomento de desarrollo 
agropecuario y productivo. 
 
En relación a la competencia de fomento de las actividades productivas y agropecuarias, el Artículo 
135 manifiesta que los gobiernos autónomos descentralizados regionales, provinciales y parroquiales 
rurales, deberán trabajar de manera coordinada y compartida, observando las políticas emanadas de las 
entidades rectoras en materia productiva y agropecuaria, y se ajustarán a las características y 
vocaciones productivas territoriales, sin perjuicio de las competencias del gobierno central para 
incentivar estas actividades. 
 
Además señala que a los gobiernos autónomos descentralizados regionales, provinciales y parroquiales 
rurales les corresponde de manera concurrente la definición de estrategias participativas de apoyo a la 
producción; el fortalecimiento de las cadenas productivas con un enfoque de equidad; la generación y 
democratización de los servicios técnicos y financieros a la producción; la transferencia de tecnología, 
desarrollo del conocimiento y preservación de los saberes ancestrales orientados a la producción; la 
agregación de valor para lo cual se promoverá la investigación científica y tecnológica; la construcción 
de infraestructura de apoyo a la producción; el impulso de organizaciones económicas de los 
productores e impulso de emprendimientos económicos y empresas comunitarias; la generación de 
redes de comercialización; y, la participación ciudadana en el control de la ejecución y resultados de 
las estrategias productivas. 
 
En cuanto a los mecanismos para el cumplimiento de estas competencias, se explica que deberán 
establecer programas y proyectos orientados al incremento de la productividad, optimización del riego, 
asistencia técnica, suministro de insumos agropecuarios y transferencia de tecnología, en el marco de 
la soberanía alimentaria, dirigidos principalmente a los micro y pequeños productores, permitiendo 
que los gobiernos autónomos descentralizados provinciales puedan delegar esta competencia a los 
gobiernos autónomos descentralizados municipales cuyos territorios sean de vocación agropecuaria y 
éstos a su vez podrán implementar programas y actividades productivas en las áreas urbanas y de 
apoyo a la producción y comercialización de bienes rurales, en coordinación con los gobiernos 
autónomos descentralizados parroquiales rurales. 
 
Este articulado especifica también que el fomento de la actividad productiva y agropecuaria debe estar 
orientada al acceso equitativo a los factores de producción, para lo cual los diferentes niveles de 
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gobierno evitarán la concentración o acaparamiento de estos recursos productivos; impulsarán la 
eliminación de privilegios o desigualdades en el acceso a ellos; y, desarrollarán políticas específicas 
para erradicar la desigualdad y discriminación hacia las mujeres productoras y que el turismo se 
considera como una actividad productiva que puede ser gestionada concurrentemente por todos los 
niveles de gobierno. 
 
A pesar de tratarse de una normativa muy amplia y completa que direcciona claramente la política 
pública en los temas relacionados con el acceso a factores productivos, sistemas de producción, 
soberanía alimentaria y comercialización priorizando como beneficiarios a los pequeños y medianos 
productores, su principal falencia radica en la dificultad para la aplicabilidad de sus enunciados en 
tanto no se estructure la institucionalidad de los gobiernos regionales, lo cual deja a los GADs 
provinciales como responsables macro del ejercicio de las competencias antes descritas. 
 
2.8. CONTEXTUALIZACIÓN REGIONAL: POLÍTICAS PÚBLICAS DE FOMENTO 
Y APOYO A LA AF EN AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE 
 
A pesar de que vivimos en un mundo mayoritariamente capitalista donde el tipo de lógicas productivas 
que se aceptan y se promueven están ligadas directamente a la explotación de los recursos naturales en 
pro de la generación de utilidad, invisibilizada y subestimada, la agricultura familiar ha logrado 
subsistir en el tiempo.  
 
No sorprende que esto se haya dado mayoritariamente en países considerados en vías de desarrollo que 
cuentan con una importante presencia e influencia de movimientos campesinos e indígenas que en 
gran medida gracias a su acerbo cultural ancestral, han podido resistir los embates de las políticas 
neoliberales que han tratado de orillarlos a adoptar sistemas productivos orientados al agronegocio y a 
la agricultura por contrato que nada tienen que ver con sus costumbres, tradiciones, saberes, prácticas 
y valores. 
 
Es así que bajo esquemas de autoconsumo, los productores familiares han logrado conservar sistemas 
productivos alternativos que paradógicamente han demostrado ser vitales para el abastecimiento de 
alimentos de la población de dichos países. 
 
Poco a poco se está empezando a reconocer esta realidad y el importante rol de la agricultura familiar 
dentro de las dinámicas económicas locales, especialmente en Latinoamérica y el Caribe, ha llevado a 
los gobiernos a adoptar medidas de apoyo a éste tipo de producción y productor ya sea desde el 
enfoque de seguridad alimentaria en África y Centroamérica, o desde la perspectiva más profunda y 
completa que ofrece la soberanía alimentaria en países como Ecuador y Bolivia. 
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Es así que principalmente en Suramérica y particularmente en los países del MERCOSUR, mucho se 
ha avanzado en la generación de una institucionalidad que responda a las necesidades particulares de 
los agricultores familiares y permita la construcción de políticas públicas diferenciadas que fortalezcan 
este sector. 
 
Sislian (2010) indica que parte fundamental para la generación y ejecución de este tipo de políticas 
públicas dentro de los países del MERCOSUR ha sido la implementación de un registro para los 
agricultores familiares, a través del cual se ha logrado la visibilización e identificación de éstos 
productores. Si bien en todos los casos el registro es de carácter voluntario y abierto, es decir que se 
puede entrar y salir de él en cualquier momento, cuenta con instrumentos de transparencia y control 
público y social permanente, lo cual ha hecho que desde las instituciones públicas se lo tome como 
requisito obligatorio para la entrega de los beneficios diseñados para la AF. 
  
Con este antecedente, este autor menciona que en Uruguay se ha trabajado en programas y proyectos 
de desarrollo rural cofinanciados entre el Estado y diversos organismos internacionales que permiten 
que los productores familiares financien en forma diferenciada diversos proyectos tanto individuales y 
colectivos; se han desarrollado una serie de herramientas específicas asistencia técnica y extensión 
rural, se han implementado proyectos de fortalecimiento y financiamiento a organizaciones de 
productores familiares, planes de negocios para ganaderos familiares y granjeros que cuentan con 
asistencia técnica productiva y comercial así como financiamiento de costos operativos y crédito 
diferencial; se han entregado apoyos preferenciales a productores familiares dentro de planes de 
producción y de reconstrucción productiva para hacer frente a los fenómenos climáticos de sequía; se 
han creado fondos para financiamiento especial para el acceso a semillas, fertilizantes y raciones para 
la alimentación animal de productores ganaderos y lecheros.  
 
Así también otras instituciones públicas han desarrollado políticas de intervención diferenciadas para 
la AF como la excepcionalidad en el cumplimiento de la normativa en la utilización de semilla de uso 
propio ante pago de “royalties”; condiciones diferenciales para la participación en licitaciones de 
compras del Estado; tratamiento diferencial frente al endeudamiento con la banca nacional; acceso a 
financiamiento diferenciado para infraestructura productiva; acceso al programa de operaciones 
oftalmológicas; reducción de aportes impositivos, entre otras. 
 
En Paraguay, el trabajo se proyecta hacia la dotación de asistencia técnica y capacitación; 
asesoramiento para implementación de proyectos; apoyo financiero; acceso a maquinaria, 
implementos agrícolas, insumos (semillas, fertilizantes, herbicidas, etc.); asistencia para el desarrollo 
de trámites para la instalación de servicios básicos y para el acceso a documentación ciudadana y 
planes de acceso al crédito y/o reestructuración de deudas con tasas de hasta 0 %, a 3 años de pago.  
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Brasil por su parte ha avanzado en la dotación de crédito rural; seguro para la Agricultura Familiar; 
servicios de asistencia técnica y extensión rural; acción garantía safra; vinculación al Programa 
Nacional de biodiesel; garantía de precios; participación dentro del Programa de Adquisición de 
Alimentos y del Programa Nacional de Alimentación Escolar; facilitar el acceso a vivienda; creación 
del Seguro Especial de la Previsión Social. 
 
En Argentina el apoyo pasa por un cambio fuerte en la institucionalidad creada para atender a la AF 
desde los programas de desarrollo rural aún cuando se mantenga la lógica de intervenciones puntuales 
a través de proyectos. Es así que se conformó el Foro Nacional de la Agricultura Familiar como un 
espacio de diálogo político entre el sector estatal y la sociedad civil organizada de la agricultura 
familiar, que discute, propone, asesora, coordina, convoca y difunde los temas referidos al desarrollo 
rural en cuanto a políticas, proyectos y normativas. Adicionalmente a través de la Secretaría de 
Desarrollo Rural y Agricultura Familiar se elabora, coordina y ejecuta políticas, planes y programas 
para el desarrollo rural, atendiendo a las necesidades específicas de los diversos actores, regiones y 
sectores agroproductivos a la vez que coordina las tareas relativas al funcionamiento del registro de la 
AF.  
 
En cuanto Venezuela, Áñez (2009) reconoce un cambio positivo a partir de 1999 cuando se promulga 
una política nacional agroalimentaria acompañada por un marco normativo que incentiva la 
integración de las pequeñas unidades de producción para la eliminación de la pobreza y la consecución 
de la seguridad alimentaria, en cuyo marco se reglamentó el financiamiento para el sector agrícola, con 
lo cual se mejoró las condiciones bajo las cuales se otorgan créditos y se estableció facilidades de pago 
para las deudas agrícolas con lo cual se otorga a dicho sector las condiciones para superar las 
precariedades y articularse al desarrollo de la nación a través de la generación de empleo en las zonas 
rurales y de producción de insumos al mercado o a las empresas procesadoras de alimentos. 
  
Para la autora “…la política e iniciativas sectoriales, con un marco institucional y político articulador, 
tienden a reforzar la inserción de los pequeños productores al desarrollo del agro. Por otra parte, se 
plasman las estrategias de colaboración que brinda el Estado a dicho sector para producir y, 
comercializar sus productos bien sea con el propio Estado o con la agroindustria.” Pág 95 
 
En Chile, de acuerdo a la información recabada por la FAO (2013), se cuenta con gran diversidad de 
servicios orientados a satisfacer las características y necesidades específicas de los agricultores 
familiares, tales como asistencia técnica, capacitación, crédito para operación e inversión y apoyos 
para la comercialización, estudios e inversiones en las áreas de infraestructura de riego, incentivos 
para la sustentabilidad agroambiental de los suelos, la promoción de alianzas productivas para facilitar 
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el acceso a mercados dinámicos y una línea específica de apoyo al emprendimiento de mujeres 
campesinas. 
 
El mismo estudio menciona que en Bolivia, a partir de la legislación vigente se han conformado las 
bases institucionales y políticas para la producción, transformación y comercialización de productos 
provenientes de la agricultura familiar, declarándola de interés público y nacional, por ser la base de la 
soberanía alimentaria y contribuir a la mejora de las condiciones de vida de las familias productoras 
del área rural. Es así que se ha trabajado en el seguro agrario, producción de semillas, abonos y 
fertilizantes, crédito comunitario, incorporación de agricultores familiares como proveedores de 
alimentos para el Programa de Alimentación Complementaria Escolar, subsidio de lactancia materna y 
otros programas afines y la implementación del sello social para fines de certificación, entre las 
políticas más relevantes. 
 
En cuanto al apoyo que recibe la AF en Colombia, Perfetti y otros coautores (2013) manifiestan que 
“…existe una oferta importante proveniente de diversas entidades que buscan generar condiciones 
propicias para el desarrollo de los pequeños productores que abarcan distintos frentes como son, entre 
otros, la restitución, la titulación y la formalización de tierras; el acceso a financiamiento con tasas de 
interés subsidiadas y la entrega de subsidios a la capitalización rural; la asistencia técnica; el riego y el 
drenaje; las alianzas productivas entre pequeños productores y comercializadores; la vivienda de 
interés social rural; la atención a la mujer rural; el programa de seguridad alimentaria; el programa de 
lucha contra la pobreza; y el programa de capacitación para jóvenes rurales.” sin embargo, los autores 
señalan también el bajo impacto del conjunto de esas políticas, programas, acciones y planes para 
atender la problemática de los pequeños productores en Colombia. “Se evidencia la dispersión de los 
mismos, la baja profundidad de muchos de ellos, y la falta de focalización territorial, razones que 
ayudan a explicar la persistencia de la pobreza rural. Se puede concluir que ha faltado liderazgo del 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural (MADR) para adelantar un programa integral con 
enfoque territorial para vincular a los pequeños productores al desarrollo y para coordinar con otras 
entidades del Estado las intervenciones en términos de cobertura y efectividad.” pág 190-191 
 
En el Perú, Roncal y otros coautores (2011) señalan que el modelo de crecimiento económico excluye 
a importantes sectores sociales como lo es la población rural de la sierra donde predomina la 
agricultura familiar campesina en vista de que se la ha considerado como un sector improductivo y 
esto ha llevado a la aplicación de programas asistencialistas. En los últimos años se ha empezado a 
reconocer la importancia de la pequeña agricultura como el mayor proveedor de fuentes de trabajo del 
área rural del país y el principal abastecedor de alimentos de la población que vive en las ciudades, lo 
cual provocó que en 2004 se promulgara tanto la Estrategia Nacional de Seguridad Alimentaria como 
la de Desarrollo Rural que en su eje de desarrollo inclusivo productivo se propuso contribuir a la 
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seguridad alimentaria a través del mejoramiento de la productividad y articulación al mercado de las 
unidades de producción familiar de subsistencia, para lo cual se planteó la valorización de activos 
rurales, acceso a servicios financieros, desarrollo de gestión de proyectos, manejo de recursos 
naturales y fortalecimiento de capacidades para el desarrollo rural. El problema ha radicado en la 
escasa voluntad política para lograr su implementación lo cual se refleja en la reducida asignación 
presupuestaria que reciben desde el Estado. 
 
En relación al resto de países de Centroamérica y el Caribe, la Fundación Tierra (2014) resume así las 
principales políticas de apoyo a la AF: 
 
Costa Rica: Plan de acción para agricultura familiar 2011-2014 cuyos componentes son 
financiamiento, tecnología y asistencia técnica, inserción a circuitos comerciales, inserción con 
equidad de grupos vulnerables (mujeres, jóvenes, población indígena, personas con discapacidad y 
adultos mayores). 
 
El Salvador: Plan de agricultura familiar que se ejecuta desde 2010. Uno de sus componentes es el 
Programa de agricultura familiar para el encadenamiento productivo, destinado a productores que ya 
tienen acceso al mercado, pero necesitan incentivos para mejorar su actividad. 
 
Guatemala: Programa de agricultura familiar para el fortalecimiento de la economía campesina. 
Cuenta con tres ejes estratégicos: incremento sostenible de la producción familiar campesina para la 
seguridad alimentaria, acceso a mercados e inclusión en cadenas de valor y desarrollo institucional 
para la agricultura familiar. 
 
México: Programa modernización sustentable de la agricultura tradicional – MasAgro dirigido a 
pequeños productores de maíz y trigo. 
 
Nicaragua: Generación de programas vinculados a la agricultura familiar: Programa productivo 
alimentario-Bono alimentario, conocido como Hambre cero y PRORURAL, que articula diversos 
programas para atender a la población rural. 
 
De este breve recorrido por la realidad de la AF en América Latina y el Caribe se evidencia que 
cuando los países cuentan con una normativa e institucionalidad enfocadas al apoyo a la AF el impacto 
de las políticas públicas de fomento y fortalecimiento al sector son mayores. Como lo menciona FAO 
(2013) “El desafío de diseñar políticas diferenciadas y efectivas para la promoción de la agricultura 
familiar requiere disponer de un marco institucional que pueda hacerse cargo de múltiples exigencias, 
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considerando un marco legal adecuado, programas específicos y servicios de asistencia técnica, 




CAPÍTULO III. DIAGNÓSTICO DE LOS SISTEMAS DE CERTIFICACIÓN 
RELACIONADOS CON LA PRODUCCIÓN DE LA AGRICULTURA FAMILIAR 
CAMPESINA EN LA REGIÓN SIERRA 
 
Como ya se ha indicado, la fase de campo implicó entrevistas a los responsables de los sistemas de 
certificación más importantes que están tomando lugar en la región Sierra del Ecuador, así como 
también a representantes de las organizaciones de productores beneficiarias. 
 
El detalle de la sistematización de la información proporcionada en las entrevistas se encuentra en los 
anexos, siendo los aspectos más relevantes de las mismas los que se presentan a continuación: 
 
3.1. SISTEMA PARTICIPATIVO DE GARANTÍA (SPG)  
 
Para el presente estudio se entrevistó a la Ing. Daisy Peña, Coordinadora de Probio, organización de la 
sociedad civil que viene trabajando con un SPG en la zona de Cayambe en Pichincha y ha logrado 
articularse a productores agroecológicos de otras provincias de la Sierra y  la Costa para la 
implementación de otros SPGs. 
 
El SPG de Probio se considera más que una forma de control, como una herramienta para impulsar la 
agroecología entre agricultores, fortalecer a las organizaciones de productores y lograr un 
acercamiento entre el campo y la ciudad. Sus principios son respeto, confianza, horizontalidad, 
participación, intercambio, mutuo acuerdo, transparencia. 
 
En Pichincha trabajan con 28 productores del barrio Argelia Alta de Quito, 9 de Píntag y 36 que 
participan en la feria de productores agroecológicos de La Carolina. 
 
De ésta última, se entrevistó a la Sra. Ximena Porras, administradora de la feria, para conocer sus 
percepciones en relación al funcionamiento del SPG. 
 
3.1.1. Estructura administrativa y técnica 
 
La Corporación Probio apoya el funcionamiento del SPG tanto en el aspecto administrativo como en el 





Una persona se encarga de las actividades financieras y contables relacionadas con los procesos de 
garantía, mientras que otra tiene la responsabilidad de resolver otros aspectos administrativos y 
adicionalmente apoyar las actividades técnicas a través de la gestión de espacios de comercialización 
en los que participan los productores que obtienen el sello. 
 
Asimismo Probio cuenta con el contingente de 2 personas más, un responsable de producción que se 
encarga de la asistencia técnica y un responsable nacional de calidad que coordina las veedurías. Todo 
este personal tiene una relación laboral formal con Probio. 
 
Adicionalmente el sistema integra a 5 veedores que son productores de amplia experiencia y que se 
han formado como promotores de sus propias organizaciones, para que realicen las visitas de 
inspección a otros productores. 
 
Además, como un grupo de personas que realizan un trabajo ad honórem para el SPG se encuentran 
los consumidores que se suman a las visitas de veeduría y también quienes forman parte del Comité de 
Ética que son los responsables de aprobar los informes de las inspecciones y de revisar la normativa si 
fuera el caso. 
 
El sistema privilegia la participación de productores en los procesos de formación y veeduría, por lo 
que la preparación académica se limita al personal contratado por Probio para sus actividades propias 




El proceso de certificación incluye la adhesión de la organización a Probio, acompañamiento técnico 
para el cumplimiento de los estándares de producción agroecológica y una visita cruzada de veeduría 
anual para la comprobación del cumplimiento de los mismos que puede incluir una inspección 
sorpresa. 
 
El mecanismo empleado para la visita de inspección es el aspecto más relevante de este sistema de 
certificación, porque se trata de una veeduría cruzada, es decir que un productor calificado se traslada 
a una organización, distinta de la suya e incluso geográficamente distante, para verificar in situ que el 
sistema productivo de quien solicita el sello sea agroecológico. 
 
La participación de productores permite contar con personal calificado en cuanto a las normas dentro 




Obtener el sello puede demorar en función de las reuniones del Comité de Ética que es la instancia que 
autoriza el uso del mismo pues sólo se reúnen 2 veces al año. 
 
3.1.3. Documentación y registro 
 
Para el adecuado funcionamiento del sistema se ha diseñado una serie de formatos para el manejo de la 
información que sustente la transparencia de los procedimientos acordados dentro del mismo. 
 
El principal consiste en la normativa base que marca los principios y estándares de cumplimiento por 
parte de todos los socios de Probio para la obtención del sello. 
 
Figura 1. Logo del Sistema Participativo de Garantía – SPG de Probio. 
 
Así también se han generado fichas, formularios y registros para uso de productores, promotores, 
veedores y consumidores con el fin de operativizar los procedimientos tanto técnicos como 
administrativos establecidos en la norma así como sustentar su cumplimiento. 
 
Cuando el productor u organización obtiene la certificación puede colocar el logo en sus productos y 
empaques. Incluso se contempla un período de transición que puede ir de 3 a 12 meses en que el 
productor puede emplear el logo mientras aplica las medidas correctivas que se le haya indicado 




El costo operativo del sistema asciende a 18000 USD/año mismos que cubren las visitas de veeduría y 
socialización de las normas. 
En vista de que esto no es suficiente, Probio subsidia la operación técnico administrativa del sistema a 
través del trabajo a tiempo parcial de su personal propio, sin contar con el trabajo ad honórem que 





3.1.5. Pros y contras percibidos en el sistema de certificación 
 
El principal beneficio es que los consumidores reconocen el sello y diferencian el producto 
agroecológico del convencional. Existe la expectativa de que esto pueda traducirse en mejores precios 
pero esto es un proceso de construcción con los consumidores que más bien se ha estado enfocando a 
que se privilegie la compra de productos sanos para la alimentación de las familias a través del 
expendio de los mismos en sitios específicos y diferenciados. 
 
Además se fortalecen las relaciones entre productores y consumidores más allá del intercambio 
comercial privilegiando la posibilidad de compartir saberes en cuanto a prácticas de producción y 
productos como semillas. 
 
Otro beneficio percibido es que el productor gana mayor responsabilidad hacia el consumidor en 
términos de la calidad de los alimentos que comercializa, pues se preocupa de que sean limpios y 
sanos. 
 
La principal debilidad del sistema es la difusión de los espacios de comercialización y la promoción 
del sello dentro de los mismos puesto que sin mercados interesantes no hay motivación suficiente para 
el productor para cambiar su sistema productivo, sobre todo considerando que para llegar a obtener la 
certificación pueden llegar a pasar varios años. 
 
Adicionalmente es necesario el fortalecimiento de redes para complementar la oferta a los 
consumidores con productos semi elaborados, artesanías y productos no comestibles como los de 
limpieza (jabones, cremas, etc.). 
 
Otro punto importante a considerar es que se debe trabajar más con los productores para que el 
compromiso con el sistema sea mayor y se evite la posibilidad de que los productores se vean tentados 
a la intermediación o a vender productos no agroecológicos como si lo fueran.  
 
3.2. SÍMBOLO DE PEQUEÑOS PRODUCTORES (SPP) 
 
Las organizaciones de pequeños productores con certificación en Comercio Justo han buscado 
espacios de agremiación que les permitan diferenciarse de otros actores que se han vinculado a estos 
mecanismos de comercio internacional. 
 
Es así que se conformó la Coordinadora Latinoamericana y del Caribe de Pequeños Productores de 
Comercio Justo (CLAC) cuya representante a nivel nacional es la Coordinadora Ecuatoriana de 
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Comercio Justo (CECJ) que en la actualidad está agrupando a alrededor de 11 organizaciones y 11000 
productores. 
 
Con el fin de poner a disposición de sus miembros una certificación que fuera económicamente más 
accesible, la CLAC creó la Fundación de Pequeños Productores Organizados Asociación Civil 
(FUNDEPPO) que aunque es un organismo independiente, se rige por los lineamientos y la 
supervisión de la CLAC. 
 
FUNDEPPO administra y promueve el sello denominado Símbolo de Pequeños Productores (SPP) que 
en Ecuador recibe el apoyo para su implementación de parte de la CECJ. 
 
La relación entre estas organizaciones se ilustra a continuación: 
 
Figura 2. Interrelación entre las instituciones vinculadas al SPP. Tomado de: El Comercio Justo en el 
Ecuador, Alcances y desafíos para las economías campesinas. 2013. Pág. 11 
 
Para conocer los detalles del funcionamiento del sello, se entrevistó al Coordinador de la CECJ, Lcdo. 
Wiliber Ibarra y a la Sra. Rosa Guamán, dirigente de la organización Jambi Kiwa que está inmersa en 
el Comercio Justo para la exportación de hierbas aromáticas a Europa y Francia especialmente. 
 
3.2.1. Estructura administrativa y técnica 
 
El hecho de que el administrador del sello se encuentre en México hace que gran parte de los procesos 
se apoyen en los sistemas de información y comunicación para llevarse a cabo. 
 
Si bien FUNDEPPO, cuenta con un Consejo de vigilancia, una Comisión de inconformidades y un 
Comité de normas que se ocupan de dar trámite a las solicitudes y dar transparencia a los procesos, 
localmente las visitas de inspección se llevan a cabo mediante un operador autorizado que es la BCS 
ÖKO-GARANTIE, agencia de certificación independiente con casa matriz en Alemania, autorizada 
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para entregar diferentes tipos de certificaciones de producción orgánica especialmente requeridas por 
mercados europeos y japoneses. 
 
Dado que todas las organizaciones de CJ del Ecuador requieren la certificación de la BCS para la 
exportación de sus productos a los países de destino, ambas entidades firmaron un convenio para que 
la inspección anual que realiza la BCS sirva a la vez como visita para el SPP con lo cual se logró 
reducir el costo para la obtención del sello a los pequeños productores. 
 
La CECJ al ser el nexo local con FUNDEPPO y la CLAC ejerce un rol de veeduría de los procesos y 
es la responsable de la implementación en el mediano plazo de un Sistema Interno de Control para 
contar con inspectores propios que se encarguen de las visitas aunque por el número actual de 
productores se estima que un solo técnico con formación de Ingeniero Agrónomo o un productor con 
amplia experiencia y capacitación trabajando a tiempo completo podría asumir éstas funciones. 
 
Adicionalmente la CECJ, a través de su Coordinador, da soporte todas las actividades administrativas 
relacionadas con la operación del sello como son la promoción, veeduría y entrega de avales, y a 
través de su contadora realiza el manejo de los fondos que les corresponde del proporcional del pago 





El proceso de certificación empieza por el pago de la membrecía a FUNDEPPO, luego de lo cual se 
debe enviar una serie de documentos legales de la organización que incluyen un aval por parte de la 
CECJ. 
 
Dado que la certificación consiste principalmente en una revisión documental extensa y profunda, el 
envío de información en físico y digital es vital y si es completa, puede llegar a suplir todos los 
requisitos necesarios para obtenerla. 
 
La visita de inspección se realiza pasando un año salvo pedido de la organización para realizarla 
anualmente y no existen visitas sorpresa. 
La certificación demora dos meses en obtenerse, salvo cuando se requerirse la visita en cuyo caso por 
la planificación que requiere la misma, puede tomar alrededor de 6 meses. 
 
Es importante recalcar que, a diferencia de los otros sistemas de certificación estudiados, el rol de los 
sistemas de información y comunicación es clave para el desarrollo de los procesos y transparencia de 
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los mismos, así como también que el estándar más importante que constituye el tamaño de la finca 
para ser considerado pequeño productor es definido para todos los rubros al interior de cada país por 
los mismos agricultores que participan del sistema. 
 
3.2.3. Documentación y registro 
 
El SPP, dada su naturaleza documental, mantiene un estricto sistema de documentación y registro con 
el cual se respalda que los procesos de toma de decisiones al interior de la organización de productores 
son democráticos y transparentes, pues a diferencia de las otras certificaciones estudiadas, ésta no es 
individual. 
 
Figura 3. Logo del Símbolo de Pequeños Productores - SPP. 
 
Además del logo que se coloca en los empaques de los productos, la organización recibe un código 
que debe emplear al momento de facturar y que es empleado para el cálculo de la prima o premio que 




Al considerar el tema del financiamiento, tal como con el SPG se consideró un monto aproximado de 
18000 USD/año mismos que bastarían para cubrir la contratación de un técnico a tiempo completo 
para las inspecciones. 
 
Cabe aclarar que los valores fueron calculados en función de lo que le costaría a la CECJ la 
implementación del Sistema Interno de Control para el SPP pero no considera los gastos 
administrativos en que incurre el sistema y que con subsidiados directamente por la CECJ. 
 
3.2.5. Pros y contras percibidos en el sistema de certificación 
 
El principal beneficio que tiene el SPP para los productores es que les permite obtener mejores precios 
en el mercado internacional. 
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Adicionalmente, es una ventaja el costo más conveniente que les implica versus otras certificaciones, 
pero lo más importante es que lo administran y por lo tanto sienten que los representa. 
 
La debilidad del SPP es que le falta alcanzar posicionamiento. Frente a esto, las organizaciones son 
conscientes de que el sello requiere ser apalancado por un tiempo, mientras gana reconocimiento por 
los demás actores relacionados con el Comercio Justo como son los importadores y los mismos 
consumidores.  
 
3.3 CERTIFICACIÓN DE AGRICULTURA LIMPIA DE TUNGURAHUA (UCALT) 
 
Dentro de este esquema trabaja la Unidad de Certificación de Agricultura Limpia de Tungurahua 
(UCALT) que pertenece a la Universidad Técnica de Ambato y que es el brazo operativo creado por la 
Estrategia Agropecuaria de Tungurahua para certificar la producción agroecológica y pecuaria limpia 
a partir de la ordenanza provincial de producción agropecuaria limpia. 
 
De acuerdo al H. Gobierno Provincial de Tungurahua (sf) “La Estrategia contiene principios, objetivos 
y propuestas a corto, mediano y largo plazo que guiarán la gestión mancomunada de las Asociaciones 
de Agricultores y Movimientos Indígenas, de las Instituciones Públicas (MAGAP, Municipalidades, 
Gobierno Provincial, etc.) y Privadas (ONGs, Cooperación Internacional, etc.) vinculadas al sector 
agropecuario de Tungurahua. Pretende la conjunción de esfuerzos para fortalecer el desarrollo 
económico local y la coordinación en la gestión agropecuaria entre los Gobiernos Seccionales con el 
Gobierno Nacional y la Cooperación Internacional dentro del marco del Nuevo Modelo de Gestión del 
Gobierno Provincial de Tungurahua y del COOTAD.” Pág 1. 
 
Para conocer más acerca del funcionamiento de este sistema de certificación se entrevistó al Ing. 
Patricio Toro, Inspector de la UCALT y al Sr. Homero Rodríguez, Dirigente de los Productores 
Agroecológicos y Comercio Asociativo de Tungurahua – PACAT, importante organización de 
segundo grado que está acreditándose dentro del sistema. 
 
3.3.1. Estructura administrativa y técnica 
 
La Estrategia Agropecuaria es la instancia superior que decide la política pública en materia agraria a 
nivel provincial. De ella se desprende el Comité de Vigilancia que está conformado por representantes 
del MAGAP, del Centro Agrícola, de la UTA, del Gobierno Provincial y de las ONGs de apoyo. Ésta 
instancia se encarga de supervisar el cumplimiento del POA de la UCALT y son los responsables de 
revisar la normativa y realizar cambios si así fuera necesario. 
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La UCALT se conformó mediante un convenio entre la UTA y el Gobierno Provincial por lo que 
cuenta con el respaldo de ambas instituciones para su funcionamiento. 
 
Por un lado, la UTA cubre los honorarios de un Coordinador que es el responsable del desempeño de 
la Unidad y apoya con el contingente de una secretaria-contadora que trabaja a tiempo parcial para el 
sistema ocupándose de llevar a cabo actividades administrativas y financieras. 
 
El Gobierno Provincial por su parte, ha contratado a dos técnicos que son los encargados de llevar a 
cabo todo el proceso de certificación, desde la solicitud y visitas técnicas de inspección hasta la 




Los productores en forma individual deben solicitar por escrito el inicio del proceso de la certificación 
y luego del pago correspondiente, se realiza la inspección in situ del o los lotes para verificar el 
cumplimiento de las normas. 
 
Al igual que las certificadoras de tercera parte de origen privado, los procesos de la UCALT 
comprenden la realización de visitas sorpresa. 
 
3.3.3. Documentación y registro 
 
La UCALT trabaja en base a la normativa generada por la Estrategia Agropecuaria y a un manual de 
procedimientos internos.  
 
Figura 4. Logo de la Unidad de Certificación en Agricultura Limpia – UCALT. 
 
Además se genera un contrato entre el productor y la UCALT, un plan operativo por productor que 




El logo del sello que se obtiene puede ser empleado en los productos y en sus empaques. 
Próximamente se generarán carnets que incluyan la fotografía del productor con el fin de fortalecer la 




El costo anual para el sistema se calcula en 45000 dólares para ser sostenible. 
 
Actualmente, tanto la UTA como el Gobierno Provincial subsidian el sistema para que pueda operar la 
parte administrativa y técnica desde los aspectos logísticos, de talento humano y difusión. 
 
La movilización para las visitas de inspección es proporcionada por las instituciones que son parte de 
la Estrategia Agropecuaria. 
 
3.3.5. Pros y contras percibidos en el sistema de certificación 
 
Las organizaciones de productores que trabajan bajo sistemas de agricultura limpia logran 
diferenciarse y obtienen reconocimiento a través de la certificación, lo cual se traduce en un mejor 
relacionamiento con los consumidores al ofrecerles productos sanos y en el acceso a los espacios de 
comercialización que va estableciendo el Gobierno Provincial. 
 
Sin embargo, la falta difusión de la ordenanza y posicionamiento del sello provoca que haya baja 
demanda de parte de los productores para obtener la certificación pues aún no se visibilizan los 
beneficios de obtenerla. 
 
De hecho, todavía son pocos los lugares de comercialización que son exclusivos para quienes tienen la 
certificación y sobre todo, el hecho de tenerla no garantiza que puedan obtener un precio justo por sus 
productos. 
 
3.4. APORTES DE LOS SISTEMAS DE CERTIFICACIÓN ESTUDIADOS 
 
Una vez que se ha investigado y analizado el funcionamiento de los diferentes sistemas de 
certificación, es importante destacar los elementos que servirán como aporte para el diseño del sistema 




Cuadro 2. Elementos de los sistemas de certificación a considerar dentro del sistema de 
calificación de productores de la agricultura familiar.  
Elemento SPG SPP UCALT
Norma
Construcción con los 
productores
Construcción con los 
productores
Construcción con los 
productores
Participación en el sistema Voluntaria Voluntaria Obligatoria
Modalidad Individual y por organización Por organización Individual
Directrices del sistema
Norma, manual de 
procedimientos, fichas y 
formatos, manual de uso del 
sello
Norma, manual de 
procedimientos, fichas y 
formatos, manual de uso del 
sello
Norma, manual de 
procedimientos, fichas y 
formatos, manual de uso del 
sello











Sello y código Sí Sí Sí
Uso del código Registro Registro y control de ventas Registro
Credencial Sí No Próximamente
Demora del proceso de 
certificación
1-6 meses 2 meses 15 días
Tiempo de validez 1 año 1 año 1 año
Empleo de TICs Bajo Alto Bajo
Intervención de actores 
externos
Sí Sí No
Reconocimiento de otras 
certificaciones afines
No Sí No
Elaboración: La Autora.  
 
En primer lugar cabe considerar que todos los sistemas se manejan desde una organización o 
institución que patrocina o administra la certificación y que lo subsidia al asumir los costos de 
logística y los salarios del equipo administrativo y técnico que trabaja a tiempo parcial en las 
diferentes actividades que requiere el mismo. 
 
Para las labores administrativas, los sistemas emplean básicamente a una persona que coordine la 
recepción de los documentos habilitantes, las visitas de verificación y la entrega del sello, y a otra que 
maneje el área financiero contable. 
 
Las visitas de inspección/verificación son cubiertas con un número variable de técnicos que pueden 
pertenecer al propio sistema como en el caso de la UCALT, complementarse con productores con 
formación especializada como en el SPG o ser de contratación externa como ocurre en el SPP. 
 
Bajo estas consideraciones, resulta necesario definir que por su naturaleza y competencias, un sistema 
de calificación para productores familiares debería administrarse desde el MAGAP, que cuenta con los 
recursos y unidades temáticas necesarias para viabilizar su funcionamiento a todo nivel. Sin embargo, 
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también es importante incorporar actores externos que coadyuven a la transparencia del sistema tanto a 
los ojos de quienes buscan obtener la calificación como de quienes lo necesitan como garantía de que 
su trabajo se está enfocando en el grupo objetivo que la normativa y políticas institucionales disponen. 
 
Parte básica y fundamental del funcionamiento de todos los sistemas de certificación la constituyen 
dos documentos: la norma que contiene los preceptos que deben acatarse para ser acreedor de la 
certificación, y el instructivo que define los mecanismos bajo los cuales se llevará a cabo el proceso de 
certificación el cual incluye los formatos en los que se registrará el cumplimiento de los requisitos 
establecidos y el logo o sello con el que se identifica a los productos o agricultores que la obtienen. 
 
El diseño y socialización de estos documentos forman parte de las obligaciones que debería asumir el 
MAGAP como administrador del sistema de calificación. 
 
Otro aspecto que se debe diferenciar entre los sistemas de certificación estudiados es, por un lado el 
sentido voluntario u obligatorio que ostentan, y por otro, el que se entreguen en forma individual o por 
organización. 
 
Respecto a estos puntos, lo más idóneo para la propuesta sería mantener el proceso como individual y 
voluntario puesto que si bien existen importantes organizaciones campesinas que agrupan a un número 
considerable de productores, existen también aquellos que no pertenecen a ninguna de ellas y que no 
deben ser relegados de los beneficios del Estado, de igual manera, no es conveniente hacerlo un 
proceso obligatorio, en función de que el registro puede crear la expectativa de tener fines tributarios, 
lo cual siempre ha generado reticencia natural en los productores a participar. 
 
Por lo tanto es de suponer que la motivación para que los productores quieran entrar a formar parte del 
sistema de calificación serán los beneficios que obtengan de las acciones de política pública que se 
deriven de la aplicación del mismo. Esto implica que eventualmente los mismos productores serán 
promotores del sistema, ya que lo percibirán como una herramienta que les ayuda a visibilizarse y con 
ello a exigir tanto el cumplimiento de la Ley como que se atiendan sus necesidades específicas. 
 
En relación al tiempo que debe durar la certificación, la práctica común es que sea un año. Dado que 
este período de tiempo puede resultar corto para mantener una actualización permanente de la 
información del sistema en función del alto número de productores familiares que de acuerdo al Censo 
Agropecuario del año 2010, se estima en alrededor de 800.000, es necesario que desde el año siguiente 
a la primera visita de veeduría, las inspecciones in situ a los productores que ya formen parte del 
sistema se realicen en forma aleatoria, así también es necesario incluir la realización de visitas 
sorpresa y de control para responder a denuncias. 
 60 
 
De esta manera será posible garantizar que la información es fiable y actualizada y retirar la 
calificación a quien haya dejado de dedicarse a la agricultura familiar, ya sea por el hecho de haber 
migrado, por no haber arrendado tierras para la campaña agrícola, porque la persona se esté dedicando 
a otra actividad económica, etc. 
 
En cuanto al tiempo que demora el proceso para obtener la calificación, resulta importante tomar la 
experiencia de la UCALT, que por el hecho de trabajar localmente, puede permitirse ser más eficiente 
en la entrega de la certificación en comparación con los otros sistemas que tardan mayor tiempo por 
depender de procesos centralizados. 
 
Al igual que el SPG y la UCALT, el sistema de calificación debería entregar una credencial en la que 
conste el sello de agricultor familiar que se diseñe para el sistema y lograr así un reconocimiento 
visual rápido, pero además, tal como lo hace el SPP, debería asignársele un código especial que el 
productor incorpore a sus facturas, de tal manera que desde el MAGAP pueda monitorearse su 
participación en los procesos de compra de alimentos desde el Estado. 
 
En vista de que la LORSA prioriza este tipo de procesos desde la agricultura familiar y dentro de este 
segmento privilegia a quienes mantengan sistemas de producción sana, el sistema de calificación 
deberá realizar una distinción en este sentido y aceptar la validez de sistemas de certificación 
reconocidos por Agrocalidad como las de certificadoras de tercera parte para producción orgánica, los 
SPGs para producción agroecológica y la UCALT para producción limpia. 
 
Finalmente, resulta fundamental emular el uso de las tecnologías de información y comunicación que 
emplea el SPP, e incorporar todos los elementos ya mencionados en forma articulada, dentro de un 
sistema informático completo que tenga como administrador único al MAGAP, pero que sea de acceso 
público. La información debería estar colgada dentro de la plataforma institucional, de tal manera que 






CAPÍTULO IV. PROPUESTA DE UN SISTEMA DE CALIFICACIÓN PARA 
PRODUCTORES DE LA AGRICULTURA FAMILIAR CAMPESINA 
 
La propuesta que se presenta en este acápite consolida los hallazgos teóricos y empíricos que han sido 
analizados en los capítulos anteriores y que han sido tomados en cuenta para la construcción de cada 
uno de los subsistemas que abarcaría el sistema de calificación para agricultores familiares. 
 
4.1. ESTRUCTURA ADMINISTRATIVA Y TÉCNICA 
 
Para la estructura se ha tomado como referencia el Ciclo de Deming, que considera cuatro etapas: 
Planificar–Hacer–Verificar–Actuar, para una gestión administrativa enfocada al mejoramiento 
continuo de la calidad. 
 
El Instituto Ecuatoriano de Normalización (2008), en su Norma Técnica NTE INEN-ISO 9001:2008, 
describe estas etapas de la siguiente forma: 
 
Planificar: establecer los objetivos y procesos necesarios para conseguir resultados de acuerdo con los 
requisitos del cliente y las políticas de la organización. 
Hacer:      implementar los procesos. 
Verificar:  realizar el seguimiento y la medición de los procesos y los productos respecto a las 
políticas, los objetivos y los requisitos para el producto, e informar sobre los resultados. 
Actuar:     tomar acciones para mejorar continuamente el desempeño de los procesos. 
 
En base a esta metodología, se propone que la estructura técnica y administrativa del sistema  responda 
a los siguientes subsistemas: 
 
 Subsistema 1 (Planificar): Organización 
 Subsistema 2 (Hacer): Registro 
 Subsistema 3 (Verificar): Calificación 
 Subsistema 4 (Actuar): Evaluación 
 





Figura 5. Esquema del sistema de calificación de productores de la agricultura familiar. 
                 Elaboración: La Autora. 
 
Para cada subsistema se plantea la intervención de diferentes unidades del MAGAP en función de sus 
competencias, de tal manera que los subsistemas propuestos dentro del sistema de calificación se 
ajusten al personal y recursos con los que cuenta este Ministerio. En este sentido, se ha identificado 
como responsables de los procesos a la Coordinación General de Innovación, Departamento Jurídico, 





Cada uno de los subsistemas propuestos se alimenta de insumos que serán procesados para obtener 
productos que a su vez serán nuevos insumos para otros procesos del mismo o de otro subsistema. 
 
Bajo esta dinámica, la interacción entre las entradas, procesos y salidas de los cuatro subsistemas, se 








     Cuadro 3. Entradas, procesos y salidas de los subsistemas del sistema de calificación de 






 - Construcción de la normativa y 
requisitos necesarios
 - Definición de los procedimientos 
internos




 - Diseño del logo/distintivo del 
productor de la AF en el Ecuador
 - Definición de los parámetros bajo 
los cuales se deberá emplear el 
logo/distintivo
SINAGAP (Planta Cetral)
 - Diseño de formatos para 
recopilación de información legal
 - Diseño de fichas para 
levantamiento de información en 
campo
 - Diseño de una plataforma 
informática para la digitalización de 
los datos de los productores 
calificados y reporte de indicadores
DEPARTAMENTO JURÍDICO 
(Territorio)
 - Recepción de documentos legales 
para el expediente
 - Validación y actualización de la 
información 
INNOVACIÓN (Territorio)
 - Elaboración de un registro 
preliminar de productores
INNOVACIÓN (Territorio)
 - Estructuración del comité mixto de 
verificación
 - Coordinación logística de la visita 
de inspección conjunta
 - Visita para constatación de 
información in situ
INNOVACIÓN (Territorio)
 - Consolidación de la información 
levantada en la visita con la 
documentación legal
SINAGAP (Territorio)
 - Digitalización de la información en 
la plataforma
SINAGAP (Planta Central)
 - Consolidación de las bases de 
datos provinciales
 - Difusión de la información 
ingresada a la plataforma en la 
página web
 - Generación de reportes de los 
indicadores de gestión e impacto
INNOVACIÓN (Planta Central)
 - Evaluación del cumplimiento de los 
indicadores de gestión e impacto
 - Evaluación de la inserción de 





Indicadores de gestión e impacto
Formatos para requisitos legales
Fichas para visitas de verificación
Plataforma informática para el 




Definición AF - REAF
Normativa con requisitos
Manual de Procedimientos




Formatos para requisitos legales
Expediente
Expediente completo, validado y 
actualizado
Certificado de calificación
Plataforma informática para el 
sistema de calificación de 
productores
Base de datos provincial de 
productores familiares calificados
Base de datos provincial de 
productores familiares calificados
Indicadores de gestión e impacto
Registro nacional público de 
productores familiares calificados
Reporte de cumplimiento de los 





Registro de productores aptos para 
recibir la visita de inspección
Registro de productores aptos para 
recibir la visita de inspección
Informe de veeduría
Reporte de cumplimiento de los 
indicadores de gestión e impacto
Informes de transacciones de 
compra pública de alimentos (IPA)
Acciones correctivas y de mejora 
para el funcionamiento integral del 
sistema de calificación de 
productores
Propuestas de política pública para la 
agricultura familiar




Manual de uso del logo/distintivoNormativa con requisitos










Figura 6. Flujograma de los procesos del sistema de calificación de productores de la agricultura familiar 
campesina. 
Elaborado por: La Autora 
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4.3. DOCUMENTACIÓN Y REGISTRO 
 
En base al funcionamiento que se propone para el sistema, existen tres documentos básicos que 
deberán ser elaborados, socializados, aplicados y mejorados por la Coordinación General de 
Innovación del MAGAP conforme avance la implementación del mismo, siendo estos: 
 
 Normativa técnica. 
 Manual de procedimientos internos. 
 Manual de uso del sello. 
 
Para el primero, Innovación en planta central, será la encargada de la construcción de la normativa que 
regirá el sistema de calificación, la cual deberá contemplar al menos a los siguientes puntos: 
 
 Objetivos del sistema, aclarando las implicaciones positivas de pertenecer a él. 
 Unidades del MAGAP responsables de cada etapa del sistema. 
 Carácter gratuito, voluntario, individual, abierto, público y de actualización anual del proceso de 
calificación. 
 Regulación del tiempo de demora de entrega del certificado de calificación, mismo que incluirá 
credencial y código para el monitoreo de transacciones enmarcadas en la compra pública de 
alimentos. 
 Reconocimiento de certificaciones locales para producción limpia, orgánica, agroecológica. 
 Participación de actores externos en la conformación de comités de verificación mixtos para las 
visitas de veeduría/inspección para dar mayor transparencia y credibilidad al sistema. 
 Detalle de los requisitos y documentos habilitantes que deberán conformar el expediente de cada 
agricultor familiar calificado:  
 Ficha de inscripción codificada en la que se registran datos generales de la familia 
(número de miembros, edades, autoidentificación étnica, nivel de estudios, lengua). 
 Copia de cédula de todos los miembros de la familia mayores de edad que trabajen, 
perciban beneficio económico o se alimenten de lo que se produce en la unidad de 
producción. 
 Copia de las escrituras de todas las propiedades, contratos de arrendamiento, 
declaración juramentada de ser productor sin tierra, según corresponda. 
 Fichas descriptivas de la unidad de producción que deben incluir aspectos como: plan 
anual de producción agropecuaria que incluya autoconsumo, acceso a agua de riego, 
contratación de mano de obra externa, mecanismos regulares para la comercialización 
de los productos (incluida la participación en procesos de compra pública de 
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alimentos), registro de las prácticas solidarias regulares (intercambio de semillas, 
mingas, prestamanos, etc.) y detalle de las actividades económicas complementarias 
de los miembros de la familia (agregación de valor, artesanías, recolección, turismo 
comunitario o rural, etc.). 
 Aval de la comunidad u organización de productores a la que pertenece, de ser el caso. 
 Dirección domiciliaria con georreferenciación y croquis correspondiente. 
 Informe de veeduría de la visita de campo. 
 Copia del certificado de calificación. 
 
Una vez elaborado el documento con normativa técnica, ésta deberá ser socializada tanto al propio 
equipo técnico de Innovación en territorio como a SINAGAP en planta central y territorio, y a los 
Departamentos Jurídicos de las Direcciones Agropecuarias de cada provincia. 
 
Adicionalmente, Innovación deberá elaborar un manual de procedimientos en el que se detalle de las 
actividades, responsables y productos de los procesos de cada subsistema, para el cual deberá seguirse 
la secuencia planteada en el numeral anterior. 
 
Como complemento necesario a los documentos ya mencionados, la Coordinación General de 
Comunicación deberá trabajar en un manual de uso del logo/distintivo de productor de la agricultura 
familiar para entregarlo a los productores al momento de que reciban el certificado de haber sido 
calificados como tales. 
 
Los demás formatos, fichas, matrices, informes, etc., que se generen en cada proceso deberán 
responder a las necesidades de información del subsistema y estar sujetos a un proceso de validación 
permanente de tal manera que su uso sea fácil, rápido y se agilice la digitalización cuando así se lo 
requiera. 
 
Deberá tenerse especial cuidado en que el certificado de calificación de agricultor familiar cuente con 
un código que permita el monitoreo de la vinculación del productor dentro de los procesos de compra 





El Ministerio de Agricultura, Ganadería, Acuacultura y Pesca será la institución que corra con todos 




Se prevé que el personal con el que cuenta el Ministerio tanto en planta central como en territorio son 
suficientes para cubrir los requerimientos del sistema por lo que no se necesita la contratación de 
personal adicional, especialmente considerando que parte de las tareas rutinarias de los técnicos que 
dan asistencia técnica a las organizaciones era apoyarlos en los procesos de legalización de las mismas 
o de sus directivas ante el MAGAP, sin embargo, al haberse pasado esta competencia a la SEPS, ésta 
actividad puede reemplazarse por el acompañamiento para que cumplan los procesos de calificación 
como agricultores familiares. 
 
Con estos antecedentes, el único costo adicional que debe considerarse es el de la logística de las 
visitas de veeduría, en razón de que el número de vehículos con los que cuentan las Direcciones 
Provinciales es limitado y sería necesaria la asignación de al menos un vehículo exclusivamente para 
este tema puesto que es necesario transportar no sólo al técnico de Innovación y eventualmente al de 
SINAGAP, junto con la o las demás personas que conformen el comité mixto de verificación. 
 
En este sentido, las autoridades deberán buscar la asignación de recursos para gasto corriente que 
permitan financiar todas las actividades que conllevan su realización considerando que son de carácter 
permanente en vista que un productor puede buscar calificarse por primera vez como agricultor 
familiar en cualquier momento del año, lo cual implica que en el siguiente período, la renovación de la 






CAPÍTULO V. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
5.1. CONCLUSIONES  
 
La investigación realizada ha permitido arribar a las siguientes conclusiones: 
 
 Los sistemas de certificación estudiados aportaron elementos importantes para la identificación de 
las entradas, procesos y salidas que deben incluirse dentro de un sistema de calificación para 
productores de la agricultura familiar. 
 
 El sistema de calificación de productores de la agricultura familiar debe sustentarse en una norma 
construida y consensuada con los actores involucrados en la misma para garantizar su aplicabilidad 
y sostenibilidad en el tiempo. 
 
 La inclusión de actores externos en los procesos de verificación es el mecanismo que han adoptado 
los sistemas de certificación para garantizar su transparencia y credibilidad ante los mismos 
productores involucrados, los consumidores y la sociedad en general. 
 
 Es vital que el sistema de calificación se apoye en una plataforma informática para facilitar la 
inclusión y actualización permanente de la información relacionada con la agricultura familiar, así 
como la rápida generación de reportes de indicadores que permitan evaluar el funcionamiento del 
propio sistema y de las políticas públicas implementadas por el Estado para éste sector.  
 
 Al permitir la clara identificación y localización de los productores de la agricultura familiar, el 
sistema facilitará su vinculación directa a los circuitos cortos de comercialización promovidos por 
la CGRC, especialmente a la compra pública, así como también a otros programas y proyectos que 
puedan generarse desde este y otros espacios en el sector público y privado. 
 
 La implementación de la propuesta de sistema de calificación dentro del MAGAP es factible puesto 
que se adapta a su estructura técnica y administrativa actual y por lo tanto, no requiere que se 
incurra en gastos adicionales para su aplicación. 
 
 El sistema propuesto demuestra ser consistente en todos los aspectos analizados, por lo que puede 




 El sistema de calificación de productores puede coexistir con los sistemas de certificación 
estudiados, en vista de que la garantía de producción agroecológica es necesaria también dentro de 
los procesos de compra pública. 
 
5.2. RECOMENDACIONES  
 
A partir de las conclusiones se recomienda: 
 
 La norma técnica debe definir no sólo los elementos que caracterizan a la agricultura familiar, sino 
los criterios específicos para cada uno de ellos, como por ejemplo la extensión de la tierra o la 
mano de obra extra familiar contratada. 
 
 Iniciar el proceso de implementación del sistema de calificación de productores de la agricultura 
familiar dentro del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Acuacultura y Pesca a la brevedad 
posible, de tal manera que en el corto plazo pueda contar como ésta herramienta de política pública 
que le permita direccionar apropiadamente sus recursos en pos del cumplimiento de sus Estatutos, 
el Plan Nacional para el Buen Vivir y la LORSA. 
 
 Articular la información que se genere dentro del sistema de calificación al Sistema Nacional de 
Información – SIN con el propósito de que sirva de insumo para otras instituciones públicas que 
tengan entre sus grupos de atención a los agricultores familiares. 
 
 Trabajar desde el Ministerio de Agricultura, Ganadería, Acuacultura y Pesca en el reconocimiento 
de los sistemas de certificación para producción limpia y agroecológica que se dan en los territorios 
con el fin de complementar el sistema de calificación de productores de la agricultura familiar con 
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Anexo 1. Sistematización de la entrevista a la Ing. Daisy Peña sobre el funcionamiento del Sistema Participativo de Garantía  - SPG, de acuerdo a la 
Matriz de Operacionalización de Variables. 
 
INFORMANTE: ING. DAISY PEÑA, COORDINADORA DE LA CORPORACIÓN PROBIO. 
VARIABLES E INDICADORES RESPUESTAS 
DOMINIO VARIABLES INDICADORES SPG – PROBIO 
Sistema de 
certificación 
Objeto de la 
certificación 
Producción/Finca/Condición 
de ser productor (o tipo de 
productor, agroecológico, 
orgánico, “limpio”) 
Es un sistema que garantiza la cualidad de que los productos son 
agroecológicos. Se le entrega el sello al productor que maneja una 
finca agroecológica o a una organización que emplea éstas prácticas 
productivas, en base a la normativa desarrollada por el SPG a partir de 
lo establecido por el IFOAM y acorde al reglamento de producción 
orgánica del Ecuador. 
Trabajan con productores sin tierra, con tierra y patronales (no existen 
límites en cuanto a la extensión de la tierra). Se evalúa el manejo de la 
propiedad, de la producción y manejan criterios de compromiso social 





Número de productores 
certificados por año (o fincas) 
De los 73 productores que están dentro del sistema en Pichincha, 
todos han recibido la visita que les permite ingresar al sistema y contar 
con su plan de producción, pero sólo 30 tienen sello de certificación 











Cada grupo o feria tiene su SPG. El SPG es parte de Probio y de entre 
los miembros se conforman los veedores, promotores y responsables. 
Probio es una corporación de productores individuales y asociados, 
por lo que sólo facilita los procesos relacionados con el SPG. 
En Pichincha hay alianza con el GADP para capacitación y 
participación dentro del comité de ética. 
La UCE también es parte del comité de ética. 
MAGAP apoya en difusión de los espacios de comercialización con 
SPG. 
ONGs como Heifer, VECO, AVSF también han impulsado el SPG 
con asistencia técnica y desde el comité de ética. 
Contacto con consumidores se hace en las ferias para vincularlos al 
sistema. Adicionalmente tienen relación con la comisión de 
consumidores que apoya la campaña nacional "qué rico es!" 
Probio forma parte del colectivo nacional agroecológico con quien 
trabajan las normas para todos los sistemas. 
  
Roles de los 
actores 
Asistencia técnica 
Probio/GADP asumen la contratación de un responsable técnico de 
producción que se encarga de la organización de los productores, 
coordina el trabajo con los promotores locales, hace visitas de 
evaluación para hacer planes de manejo de finca, desarrolla 
contenidos técnicos para facilitaciones y el material para capacitación 
a productores, propuestas de fortalecimiento productivo. 
GADP ha brindado capacitación a productores para manejo 
agroecológico y fortalecer SPG 
GADP creó la ordenanza de fomento a la agroecología con la cual se 
capitalizará asistencia técnica para sus productores. 
Heifer, VECO han brindado asistencia técnica para impulsar el SPG. 




Propiedad del sello 
El comité de ética del SPG, del que forma parte Probio junto a los 
otros actores, otorga el sello. 
Dentro del directorio de Probio se envía cartas para formar parte del 
comité de ética que es ad honórem. 
El comité de ética se reúne dos veces al año para revisar las carpetas 
pero puede ser convocado en cualquier momento si existe una 
denuncia de infracción y analiza la información del caso. Para cada 
período de reunión se nombra un presidente. 
Visitas de verificación 
Probio contrata un responsable de calidad para que coordine las 
veedurías y sea el secretario ad hoc del comité de ética. 
Probio capacita a sus promotores para que se conviertan en veedores. 
Financiamiento 
Corre por cuenta de Probio gracias al pago de las veedurías, los 
aportes de los miembros y los fondos de autogestión. 
Difusión 
Probio asume ésta función con fondos propios. 
El MAGAP colabora con material divulgativo. 
La comisión de consumidores apoya a través de la campaña de 
consumo responsable. 
Las ONGs también apoyan en difusión. 
Adicionalmente, cada espacio de comercialización financia por su 
cuenta este aspecto. 
Otros 
Los GADs deben facilitar el espacio, sin embargo no hay suficiente 
apoyo y se busca poder funcionar en espacios privados con la 
limitante de que no se puede proporcionar seguridad, por ejemplo. 





Para las labores administrativas se apoyan en Probio a través de la 
Coordinación General y la Coordinación Administrativa de la 
Corporación. Las actividades de apoyo al SPG son sólo parte de las 
otras actividades que cumplen dentro de la Corporación. 
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Número de personal de apoyo 
necesario 
Son 2 personas de Probio: la Coordinadora General, la Coordinadora 
Administrativa. 
Eventualmente reciben apoyo de una persona que impulsa el consumo 
responsable que es voluntaria de la comisión de consumidores. 
La administración de la feria de la Carolina también apoya para las 
actividades relacionadas con su espacio tales como el pago por el 
lugar, limpieza, eventos culturales.  
Calificación profesional 
requerida para el personal 
administrativo  
La Coordinadora General es especializada en comercialización y la 
Coordinadora Administrativa tiene formación financiero contable. 





Responsable de producción (arma la carpeta del productor) 
Responsable nacional de calidad (coordina las veedurías) 
Responsable de comercialización (fortalece los mercados locales 
donde se emplea el sello). Esta actividad la realiza la misma 
Coordinadora General. 
Comité de ética (está formado por 4 representantes internos (un 
representante de Probio, un representante de productores  
agroecológicos a nivel nacional, un representante de los consumidores 
y el representante técnico de comercialización) y 3 externos (un 
representante de los gobiernos locales o del Estado, un representante 
de universidades para contar con el aval académico y un representante 
de las ONGs que apoyan con asistencia técnica a las organizaciones 
vinculadas). 
Aunque propiamente los promotores no son parte del SPG, ellos 
aseguran que los productores puedan cumplir la normativa para la 
certificación. 
Los consumidores forman también parte del sistema dentro de las 
veedurías pues llenan formatos de visita a las fincas que son requisito 
para poder recibir la certificación. 
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Número de técnicos 
necesarios 
En Pichincha hay 5 veedores que son productores promotores dentro 
de sus organizaciones y 5 consumidores que están capacitándose. 
Cada grupo/feria tiene su promotor y su veedor. 
Para conformar el comité de ética se busca a personas que conozcan 
de agroecología y que hayan participado o apoyado los procesos de las 
organizaciones. La conformación puede variar pero actualmente se ha 
establecido la participación de 7 personas. 
Calificación profesional 
requerida para el personal 
técnico 
La responsable técnica o de producción es agroecóloga, el responsable 
de calidad debe ser Ing. Agrónoma o afín, la responsable de 
comercialización (la coordinadora general) es especializada en 
comercialización. 
Dentro de Probio se forman promotores que son productores más 
avanzados que ayudan a los otros productores. El perfil de los 
promotores está dado por la experiencia, la metodología es campesino 
a campesino. 
Los veedores son promotores que se capacitan en la normativa y 
procesos y visitan las fincas para su evaluación. 
Costos del personal 
Los promotores no reciben sueldo y las visitas de los veedores son 
cubiertas por cada productor (80 USD/visita) 
Siempre colabora en forma gratuita alguien de los consumidores en las 
veedurías. 
Probio paga al responsable de producción (cuando no se consigue 
apoyo del GAD), al responsable de calidad y al de comercialización 
(estas funciones que en este momento lo ejerce la coordinadora 
general). 








Para formar parte de Probio hay que comprar una solicitud y costear 
una visita de diagnóstico a la finca y al productor, si cumple con los 
parámetros requeridos entonces entra a ser parte de la organización y 
se propone un plan de reconversión y manejo de la finca y se empieza 
a documentar el proceso que incluye la firma del convenio de 
compromiso con el productor de que va a cumplir las normativas y 
aplicar el SPG, los documentos y registros que debe mantener para 
evidenciar el tipo de producción que lleva a cabo. 
En cualquier momento luego de su incorporación a Probio el 
productor puede solicitar la veeduría para obtener la certificación pues 
este proceso es voluntario, sin embargo, debe existir un importante 
nivel de avance en el plan para asegurar que se entregue el sello. 
El sello no es el fin sino la culminación de la aplicación del proceso de 




La primera visita de veeduría se realiza en el momento en que el 
productor la solicite y si ya está certificado, debe hacerlo con un 
tiempo prudente antes de que se caduque su certificado. 
En el caso de grupos debe ser el responsable de producción quien 
solicite la veeduría. 
Las visitas las realizan los veedores bajo la coordinación del 
responsable de calidad en cualquier momento del año. 
Cada productor u organización recibe una veeduría por año para 
mantener la vigencia de su certificación productor/a PROBIO. 
Además pueden recibir una veeduría no anunciada en cualquier 
momento. 
Las veedurias son cruzadas, por lo que un veedor perteneciente a un 
grupo de productores realiza la visita a otro grupo. 
Para el caso de grupos, el responsable de producción coordina las 
visitas con el responsable nacional de calidad quien define el 
porcentaje de productores a visitar. 
Todo productor/a facilita al veedor asignado la información requerida 
y el acceso a toda la finca y sus instalaciones, él  a su vez levanta la 
evidencia necesaria y completa los formatos diseñados para el fin. 
En el caso que PROBIO no responda oportunamente a la solicitud de 
veeduría, se extiende la validez del certificado  hasta que se realice la 
misma. 
Resultado 
Luego de la visita, el veedor emite un informe que se entrega al 
responsable nacional de calidad para que lo comente y lo envíe a su 
vez al comité de ética para que resuelva la concesión o no del sello. 
Duración 
El proceso de emisión de certificación puede demorar en función de 
las fechas de reunión del comité de ética que son sólo 2 veces al año 






Requisitos legales o de otro 
tipo 
Formulario solicitud de ingreso a Probio 
Pago de la visita inicial 
Ficha de diagnóstico inicial de la finca y del productor 
Carpeta del productor/ productora: Formato plan de conversión/ plan 
de manejo, Croquis de la unidad productiva, Convenio de compromiso 
entre PROBIO y el productor, Registros de ventas, Registro de 
producción efectiva, Registro de compras de insumos, Registro de 





Ficha de veeduría 
Formulario informe de veeduría  
Formulario de informe de veeduría no anunciada 
Formato acta del comité de ética 
Formato guía de calificación 
Certificado productor/ productora PROBIO 
Formato notificación al productor 
Catálogo de sanciones 
Normas de PROBIO 
Listado de definiciones 
Organigrama del SPG 
Manual del uso del sello 
Credencial 
El productor recibe un certificado de ser productor biológico. Además 
se entrega el sello de Probio y el manual de uso del mismo para 
utilizarlo en los empaques y etiquetas de sus productos. 
  
Periodicidad de la 
evaluación 
Cuánto dura la certificación El sello entregado dura un año y no tiene costo adicional. 
Frecuencia de evaluación 
Para la renovación del sello, es necesario pasar por otra visita de 
veeduría, por lo que cada año se repite la inspección 
Frecuencia de 
acompañamiento técnico 
Las organizaciones cuentan con sus propios promotores que realizan 
el acompañamiento técnico. En algunos casos estos promotores son 




prepararse para la 
certificación 
Tiempo para obtener la 
certificación 
El proceso que debe atravesar la finca para obtener el sello es variable, 
en función del estado inicial diagnosticado durante la primera visita, 
por lo que la transición hacia la finca agroecológica puede ir de 6 
meses hasta 2-3 años hasta que se pueda llegar a adoptar todas las 





posibles de la 
evaluación 
Certificación aprobada 
Luego de la desición favorable del comité de ética, inmediatamente se 
procede a notificar al productor y se entrega el sello. 
Certificación provisional/de 
transición 
Si aún no reúne todas las condiciones, se puede entregar el sello de 
transición para un plazo de 3 meses a máximo de un año que es el 
tiempo límite para obtener el sello definitivo. 
Certificación rechazada 
Los productores pueden presentar apelaciones, mismas que serán 
analizadas por el comité de ética. En caso de rechazarse la 
certificación, el productor puede volver a solicitar la visita de veeduría 




Motivos para que se retire la 
certificación 
 




Sello o marca 
proporcionada 








Acceso a mercados 
diferenciados/ 
Mejores precios (mayores 
márgenes de ganancia)/ 
Reconocimiento social/ 
Promoción 
El consumidor reconoce el sello, diferencia el producto de la 
producción convencional, tiene valor agregado entonces se aspira a 
conseguir mejores precios, pero eso está en construcción con los 
consumidores. Si bien el reconocimiento existe, no es suficiente, falta 
difusión. 
Los espacios deben ser atractivos para los consumidores por lo que 
deben fortalecerse incluyendo en el sistema a otros productos como 
elaborados, artesanías y productos no comestibles como los de 
limpieza (jabones, cremas, etc.). En el mismo tema de productos 
frescos se necesita mayor producción porque las probabilidades de 
intermediación y engaño aumentan con la presión de mayor demanda, 
sin embargo también es importante complementar con otros productos 
para que haya variedad (como arroz, por ejemplo) por lo que hay que 
trabajar todavía en fortalecer los intercambios y determinar los costos 
de eso. 
La motivación para entrar al sistema es el encontrar un espacio donde 
hay más que sólo compra-venta de productos, no hay sólo una relación 
comercial sino de intercambio de saberes y productos, se comparten 
prácticas de producción, la relación con el consumidor es mejor 
porque desde el consumo se valora una forma de producción diferente, 
por eso ingresa quien es sensible a buscar otro modelo de agricultura. 
El productor tiene mayor responsabilidad hacia el consumidor porque 
ahora le interesa el producto que le vende al consumidor en términos 
de calidad de los alimentos ya que no están fumigados. 
  
Financiamiento Costos operativos 
En Pichincha el costo operativo asciende a 18000 USD/año, lo cual 
permite cubrir las visitas y la socialización de las normas. 
Tienen la ubicación geográfica pero no georeferenciada 
Hay otros costos indirectos como pagos por seguridad y limpieza de 
los espacios donde funcionan las ferias. 
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Aportes financieros de los 
diferentes actores 
(sostenibilidad del sistema) 
Los productores pagan las visitas de veeduría y cubren los costos de 
movilización y alimentación de los veedores. 
Del pago que se hace para las visitas una parte queda para la 
administración del sistema. 
Probio subsidia el SPG con los fondos que genera producto de las 
actividades propias de la organización. 
Para alcanzar la sostenibilidad del sistema se requiere que todos los 
productores obtegan el sello, se cobre un valor por su uso y que 
espacio de comercialización también aporte financieramente al SPG. 
 





Anexo 2. Sistematización de la entrevista a la Sra. Ximena Porras sobre el funcionamiento del Sistema Participativo de Garantía  - SPG, de acuerdo 




INFORMANTE: SRA. XIMENA PORRAS, ADMINISTRADORA DE LA FERIA LA CAROLINA 
VARIABLES E INDICADORES RESPUESTAS 
DOMINIO VARIABLES INDICADORES SPG - PROBIO 
  
Percepción de los 
productores 
inmersos en el 
sistema de 
certificación 
Tiempo para cumplir los 
requisitos (grado de exigencia 
de los requisitos, oportuna 
asistencia técnica para 
alcanzarlos) 
El tiempo para que un sistema tradicional sea agroecológico es muy 
largo por lo que aunque el ingreso es voluntario, hay quienes se 
desaniman pues mientras no sean agroecológicos no pueden vender. 
Para poder afrontar estos problemas se requiere fortalecimiento 
organizativo y concienciación de los productores, especialmente 
cuando lo que limita que puedan alcanzar el status de agroecológicos 
es que el agua a la que tienen acceso no cumple los estándares 
adecuados. 
Internamente se conocen las normas pero no existen consenso con 
respecto a ellas por el grado de exigencia, por lo que se ha creado 
resistencia para cumplir las reglas por parte de ciertos productores que 
prefieren las BPA. 
Transparencia en los procesos 
Para garantizar la transparencia se buscó a alguien externo contratado 
por Probio en vista de que no existen suficientes veedores en el 
sistema. 
La norma debería ser que si alguien no logra cumplir los estándares se 
debería dar mayor capacitación y no la expulsión del sistema. 
Hace falta mayor experiencia, fortaleza y capacitación en los veedores 
para poder tomar decisiones en cuanto al cumplimiento de las normas. 
Complejidad de los trámites 
El proceso no es muy complejo, pues después del pago para la 
adhesión al sistema, la visita de diagnóstico es rápida. Lo que cuesta 
es completar el plan para la finca y que se convierta en agroecológica 
para poder obtener el sello. 
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Accesibilidad de costos 
Los costos son consensuados por lo que no hay reparos en el pago de 
los mismos, más bien se reconoce que los costos son bajos y que el 
sistema está subsidiado por Probio. 
Beneficios percibidos por 
ostentar la certificación 
Tener una garantía de calidad para ser transparentes y ganar la 
confianza de los consumidores. 
Formar parte de un sistema que incluye a varias ferias lo que les 
permite que su producción sea reconocida como agroecológica en 
otros espacios e incluso poder insertarse en otros circuitos como 
canastas. 
El obtener un mejor precio no es un factor que haya podido ser 
consolidado. 
Otros 
Falta articulación entre el SPG y los espacios de comercialización ya 
que no es solamente un tema de productos frescos y para que todos 
puedan vender el espacio debe ser interesante para el consumidor por 
lo que hace falta que el sistema incorpore a productos elaborados y 
artesanías. 
Para conseguir apoyo de los sectores público y privado la cara legal es 
Probio que ha subsidiado al sistema tanto en asistencia técnica, legal y 
administrativa. 
Debe buscarse mecanismos para mejorar la equidad entre los 
participantes porque participan productores muy grandes y otros muy 
pequeños que no tienen la misma capacidad de afrontar los retos del 
sistema. 
    Elaboración: La Autora. 





Anexo 3. Sistematización de la entrevista al Lcdo. Wiliber Ibarra sobre el funcionamiento del Símbolo de Pequeños Productores  - SPP, de acuerdo a 
la Matriz de Operacionalización de Variables. 
 
INFORMANTE: LCDO. WILIBER IBARRA, COORDINADOR DE LA COORDINADORA ECUATORIANA DE COMERCIO JUSTO 
VARIABLES E INDICADORES RESPUESTAS 
DOMINIO VARIABLES INDICADORES 




Objeto de la 
certificación 
Producción/Finca/Condición 
de ser productor (o tipo de 
productor, agroecológico, 
orgánico, “limpio”) 
Se certifica a organizaciones de productores y por lo tanto todo lo que 
ellos produzcan puede llevar el sello. 
Las organizaciones productoras de cada rubro determinan por 
consenso lo que se entiende por pequeño productor en términos de 
limitaciones de tierra destinada al cultivo. 
Los requisitos de los productos están en función de normas 
internacionales como las ISO y de producción orgánica, lo que les 
hace que deban obtener certificaciones específicas que requieren los 
mercados de destino, por lo que el SPP es un sello adicional, un plus al 






Número de productores 
certificados por año (o fincas) 
Hasta el momento sólo 5 organizaciones cuentan con el sello. 
Forman parte de la CECJ 19 organizaciones y 13 plantaciones por lo 









FUNDEPPO es la organización que administra el sello. 
Productores miembros de FUNDEPPO y de la CECJ 
La Coordinadora Ecuatorina de Comercio Justo es la entidad gremial, 
da el aval de que la organización que solicita el sello es de pequeños 
productores. Además es veedora y apoya en la coordinación de la 
visita. 
BCS que es la certificadora de tercera parte y que es el Organismo de 
Certificación Autorizado por FUNDEPPO, para operar en Ecuador   
Entidades que están certificadas como importadoras de SPP que pagan 
la prima (premio) a las organizaciones en función de sus ventas (se 




Roles de los 
actores 
Asistencia técnica 
Cada organización cubre este campo. Para la formación en temas de 
certtificación y normas del SPP, FUNDEPPO ofrece capacitaciones 
on-line a las cuales las organizaciones miembros pueden acceder en 
forma gratuita. 
Propiedad del sello 
FUNDEPPO es la entidad que entrega la certificación desde México a 
aquellas organizaciones que pagan una membresía y se vuelven 
miembros y por lo tanto pertenecen también a la CECJ. La membresía 
tiene un costo de 180 USD. 
FUNDEPPO cruza la información de las ventas de las organizaciones 
con las ventas de las importadoras que se certifican con el SPP para 
cobrarles el pago que corresponde a la diferencia de precio que se 
atribuye al sello y que corresponde a una cuota fija por volumen del 
1% que se cobra trimestralmente. 
Visitas de verificación 
Las realiza el Organismo de Certificación Autorizado por 
FUNDEPPO, para operar el programa de Certificación y Registro, 
facilitando así los procesos de manera local. En Ecuador se firmó un 
convenio con la BCS para que cuando realicen la visita de 
certificación de producción orgánica también verifiquen las normas 
SPP con lo cual se abaratan costos. 
Financiamiento 
Las organizaciones cubren dos costos, el de la membresía a 
FUNDEPPO y el de la visita de verificación. 
El mecanismo de cobro del organizamo de certificación es por número 
de ha y por número de socios. 
Difusión 
FUNDEPPO se encarga de la organización de encuentros 
internacionales, auspicia la participación de organizaciones en eventos 
y ferias internacionales de tal manera que más importadores se 
califiquen con el SPP. 
Otros 
La CECJ que da el aval para la certificación y es el ente veedor de los 
procesos localmente. 
Los importadores de Comercio Justo calificados con SPP dan del 5-
15% de la venta de la materia prima como premio que va para el 
fortalecimiento organizacional que se puede usar para infraestructura, 








La estructura de la CECJ contempla un Sistema Interno de Control que 
se encarga de entregar el SPP, sin embargo por falta de personal esa 
actividad la realiza el operador autorizado pero se espera que 
eventualmente se pueda asumir esa actividad desde la misma 
Coordinadora. 
Número de personal de apoyo 
necesario 
La promoción, veeduría y avala a nivel nacional los realiza el 
Coordinador como parte de sus otras actividades y recibe el apoyo de 
la contadora de la CECJ para la administración de los fondos que les 
corresponde del proporcional del pago de la certificación que hacen las 
organizaciones, así como de la membresía para formar parte de 
FUNDEPPO. 
Calificación profesional 
requerida para el personal 
administrativo  
El Coordinador debe tener experiencia en el trabajo con 
organizaciones, seguir los cursos de capacitación en temas de 
Comercio Justo y SPP, de preferencia estudios de tercer nivel en temas 
administrativos. 
La contadora debe tener estudios de tercer nivel en Contabilidad. 
Costos del personal 
Son cubiertos por la CECJ, la certificación por sí misma no financia 
este rubro sino que el personal de la CECJ dedica parte de su tiempo 





La visita técnica la lleva a cabo el Operador Autorizado que envía 
técnicos acreditados para la inspección en agricultura orgánica. 
El coordinador suscribe el aval en base a la base de productores 
miembros de la CECJ y en caso de ser un miembro nuevo realiza 
visitas de verificación. 
El SPP está concebido para que permanezca en manos de los 
productores por lo que cuando desde la CECJ se implemente el 
Sistema Interno de Control se espera que sean ellos mismos quienes 
tomen el rol de inspectores luego de un proceso de capacitación. 
En México existe un Consejo de vigilancia, una Comisión de 
inconformidades y un Comité de normas que respaldan la 
transparencia de los procesos. 
Número de técnicos 
necesarios 
Un sólo técnico para la inspección sería suficiente al momento ya que 
apenas son 5 las organizaciones con el sello. Más adelante se calcula 




requerida para el personal 
técnico 
Sería ideal que las mismas organizaciones participaran en las 
veedurías por lo que se trataría de productores con amplia experiencia 
y que recibirían capacitación. 
En caso de que ésto no pueda ser posible deberá considerarse la 
posibilidad de contratar un técnico cuya formación podría ser la de 
Ingeniero Agrónomo porque la mayor parte de los socios exportan 
productos agrícolas. 
Costos del personal 
El pago de un técnico a tiempo completo para las inspecciones se 
valora en 1500 USD/mes. 
  




Para participar del proceso de certificación la organización debe pagar 
la membresía a FUNDEPPO en México y enviarles una solicitud 
acompañada de la documentación que se indica en la norma, la cual se 
relaciona principalmente con información legal de la organización y 
sus socios, con las certificaciones de los productos que manejan y con 
la trazabilidad de sus proveedores. 
FUNDEPPO publica la solicitud en su página web para que se 
presenten eventuales objeciones contra la intención de certificarse con 
referencia a las normas o al Código de Conducta, las cuales se evalúan 
siguiendo el procedimiento de inconformidades.  
FUNDEPPO solicita localmente a la CECJ el aval de que la 
organización es de pequeños productores a la vez que revisa si la 
solicitud cumple con los requisitos básicos. A partir de esto se decide 
si se aplica el procedimiento rápido o el completo. 
La entrega de documentos constituye por sí misma el proceso normal 
de certificación en el que se revisan principalmente convocatorias y 
actas de la organización que avalan las decisiones democráticas y 
transparencia de las mismas.. 
En la evaluación inicial puede realizarse un procedimiento documental 
acortado cuando una organización ya cuenta con otro certificado de 
Comercio Justo reconocido por FUNDEPPO. 
Ya sea desde la primera evaluación o a más al año se realiza una visita 
en la cual se realiza la revisión de los documentos in situ, a lo que se 




Es complementaria a la revisión documental y salvo que sea un pedido 
expreso de la organización no se realiza todos los años sino pasando 
uno. 
FUNDEPPO asigna al Organismo de Certificación, que envía su 
propio evaluador. El evaluador pide al solicitante llenar y enviar el 
formato de autoevaluación y algunos anexos. El formato de 
autoevaluación se centra en los criterios de la norma general. 
Resultado 
El resultado es la entrega de la certificación o la detección de 
inconformidades que llevarán a la organización a tener que superarlas 
en el tiempo que sea asignado por el organismo certificador el cual da 
un máximo de 30 días. 
Duración 
En el caso de ser una certificación documental se garantiza que salga 
en 2 meses pues desde la solicitud se da 1 mes para el envío de 
información complementaria y 1 mes más para que se superen las no 
conformidades. Si se va a realizar la visita de inspección, el tiempo se 
incrementa en 2 meses más por la planificación de la visita, con un 






Requisitos legales o de otro 
tipo 
Membresía a FUNDEPPO, lo cual implica un pago. 
Se debe contar con el aval de la CECJ de ser pequeño productor. 
Los requisitos legales son los que deben cumplir las organizaciones 
por el simple hecho de tener que exportar por lo que son requisitos que 
no son mandatos de la CECJ sino de la normativa del Estado definida 
por el Banco Central del Ecuador. 
Es mejor que la organización ya posea una certificación FLO para sus 
productos ya que el SPP es adicional y no se enfoca a la calidad del 
producto sino a la naturaleza de quien los produce. Si cumple los 
requisitos de FLO para los productos entonces puede obtener el SPP 
con mayor facilidad pues automáticamente habrá cumplido muchos de 
los requisitos especificados en la norma. 
Además de la documentación legal, se solicita lo siguiente: 
Lista de Socios   
Tamaño de la unidad de producción, por producto a certificar  
Producción anual por producto a incluir en la Certificación  
Certificados vigentes con los que cuente el solicitante  
Acta constitutiva de la organización  
Actas de la Asamblea General  
Nombramiento de directivos y apoderados  
Descripción del sistema de control interno 
Formatos o documentos que demuestren el sistema de trazabilidad del 
productor a los clientes de la organización  
Listado de entidades subcontratadas que intervengan en el 







Por la naturaleza de carácter internacional de la certificación, el 
sistema ha generado abundante documentación, toda la cual se 
encuentra en la página web del SPP. Entre ellos los más importantes 
son: 
Historia del SPP 
Norma general del SPP  
Declaración de principios del SPP  
Código de conducta del SPP  
Solicitud de certificación y uso del SPP 
Procedimientos de certificación o registro  
Formato de evaluación  
Reglamento de costos 
Procedimiento de inconformidades, entre los más importantes 
 
Credencial 
El nombre y la marca comercial están reconocidos en el IEPI. 
Junto con el informe de evaluación y el dictamen, FUNDEPPO envía 
el certificado del Símbolo de Pequeños Productores en un formato 
autorizado por FUNDEPPO y el contrato de uso firmado por 
FUNDEPPO. 
El sello implica una codificación que se debe incluir en la facturación. 
El código consiste en: SPP-Ecuador-05-# 
En el producto se coloca el logo del SPP. 
  
Periodicidad de la 
evaluación 
Cuánto dura la certificación 
Se considera que la vigencia de la certificación es indefinida pero 
sujeta a verificaciones anuales. 
Frecuencia de evaluación 
Cada año se repite la inspección documental. La visita para revisión in 
situ se realiza pasando un año. 
Lleva al menos 6 meses planificar la visita que suele durar 3 días de 
inspección a las oficinas y a las parcelas de un grupo de productores 
escogido en forma aleatoria y representativa. 
El SPP no tiene visitas sorpresa, aún cuando el operador sí las realice 
para el otro tipo de certificación. 
Frecuencia de 
acompañamiento técnico 
El acompañamiento técnico lo cubre cada organización y está en 
función de sus necesidades, de su presupuesto, del número de 
productores y demás factores que se resuelven al interior de cada 






prepararse para la 
certificación 
Tiempo para obtener la 
certificación 
Una organización demora al menos un año para estar preparada para 
solicitar la certificación. Cuando ya tienen la certificación FLO 
obtener el SPP es mucho más rápido ya que muchos de los aspectos 
considerados por la norma en términos de trazabilidad de los 




posibles de la 
evaluación 
Certificación aprobada 
La organización recibe un código para usarlo en las facturas que luego 
se cruzan con la información que proporcionan los importadores 
calificados SPP. La ventaja que obtienen con la certificación es un 
mayor precio por sus productos. 




Se le conoce como trancisión al período en el que la organización está 
tramitando la obtención del sello por lo que no puede comercializar 
utilizando el sello. Se calcula que puede durar un año y si no cuenta 
previamente con una certificación FLO puede durar más tiempo. 
Certificación rechazada 
Se niega la entrega del SPP cuando la organización no cumple con las 
normas, tanto con respecto a la extensión de las fincas como de la 
gestión de los procesos internos y externos de la asociación. 
Si la certificación no se entregó por causa de las no conformidades, la 
organización debe subsanarlas en los tiempos definidos por el 
operador de acuerdo a la norma o no obtendrá el sello. 
  
Sanciones 
Motivos para que se retire la 
certificación 
 
Una razón puede ser el no estar al día con el pago a la membresía a 
FUNDEPPO con lo cual la organización ya no puede ser parte del 
sistema y entrar a renovar la certificación. 
Cada año se pueden encontrar no conformidades, las cuales deben ser 





Sello o marca 
proporcionada 






Acceso a mercados 
diferenciados/ 
Mejores precios (mayores 
márgenes de ganancia)/ 
Reconocimiento social/ 
Promoción 
Como beneficios están que gracias a la prima (premio) el SPP 
fortalece a las organizaciones al requerir procedimientos asociativos, 
se apoya a las organizaciones con estudios de mercado para sus 
productos, incidencia política que se traduce en visibilidad, 
agremiación y mejores condiciones de comercialización. 
Las capacitaciones que ofrece FUNDEPPO son gratuitas para sus 
miembros. 
Las limitantes son que no se puede vender sin el sello por lo tanto la 
organización debe esperar sin tener ingresos hasta que se culminen los 
procesos para obtener la certificación. 
El tener el sello no implica tener asegurado el mercado por lo que para 
decidir invertir en la certificación, primero es necesario buscar 






La CECJ se financia con 1 USD/socio/ha/año y proyectos para pagar 
la Contadora y desde mayo de 2013 obtuvo fondos CLAC con los que 
se paga directamente los honorarios del Coordinador, otros fondos 
CLAC son para desarrollo organizacional. 
180 USD es la membresía a FUNDEPPO. 
1500 USD es el valor de la inspección por el SPP. 
El valor por el uso del sello está en función del número de productores 
de la organización. 
El pago de un técnico para las inspecciones se valora en 1500 
USD/mes. 
Aportes financieros de los 
diferentes actores 
(sostenibilidad del sistema) 
El número de organizaciones que están certificadas no cubre el costo 
del sistema por lo que se subsidia a través de la CECJ, la misma que a 
su vez se sostiene gracias a la CLAC que se financia de FLO y de 
otros aportes de socios y de otros amigos de la organización. 
Cada organización cubre el costo de la visita a través del pago a 
FUNDEPPO 
La CECJ debería tener porcentaje de ventas de SPP para poder 
financiar los gastos administrativos (papel, equipo informático, 
internet, servicios básicos, etc). 
Se espera que el futuro un porcentaje de las ventas que se logren con el 
SPP financie el sistema y que las organizaciones que compran con el 
SPP también aporten al financiamiento. 
 
 






Anexo 4. Sistematización de la entrevista a la Sra. Rosa Guamán sobre el funcionamiento del Símbolo de Pequeños Productores  - SPP, de acuerdo a 
la Matriz de Operacionalización de Variables. 
 
INFORMANTE: SRA. ROSA GUAMÁN, DIRIGENTE DE LA ORGANIZACIÓN JAMBI KIWA 
VARIABLES E INDICADORES RESPUESTAS 
DOMINIO VARIABLES INDICADORES 
SPP – COORDINADORA ECUATORIANA DE COMERCIO 
JUSTO 
  
Percepción de los 
productores 
inmersos en el 
sistema de 
certificación 
Tiempo para cumplir los 
requisitos (grado de exigencia 
de los requisitos, oportuna 
asistencia técnica para 
alcanzarlos) 
El SPP es reciente pero su implementación en Ecuador fue un pedido 
de los propios productores para mantener uno de los criterios del 
Comercio Justo Internacional que era el apoyar a los pequeños 
productores. 
Hay el entendimiento de que el sello les permite acceder a un 
reconocimiento que se traduce en un mejor precio. 
La certificación del producto es un aspecto fundamental para poder 
obtener el SPP y ese es difícil de obtener pues los estándares de la 
producción orgánica son muy exigentes y llegar a cumplirlos puede 
llevar incluso años. 
La asistencia técnica necesaria para este fin es gestionada por las 
propias organizaciones y en general ninguna certificadora apoya en 
este sentido a los productores. 
Transparencia en los procesos 
Se confía en la transparencia de los procesos porque quien realiza las 
inspecciones es una certificadora de tercera parte y de hecho tiene 
mucho prestigio. 
Adicionalmente la veeduría que realiza la Coordinación de la CECJ 
goza de la confianza de sus miembros. 
Complejidad de los trámites 
El sistema obliga a cumplir con los trámites que ha diseñado cada 
empresa certificadora, los cuales son complejos. A Jambi Kiwa le 
tomó 2 años poder conseguir la certificación orgánica. 
La CECJ no demora en entregar el aval de ser pequeño productor. 
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Accesibilidad de costos 
El SPP es mucho más barato que otro tipo de certificación de 
Comercio Justo como FLO, por ejemplo, por lo tanto es más accesible 
para los pequeños productores. 
Adicionalmente se entiende que el SPP es de los pequeños productores 
y que el pago de esta certificación se traduce en un reconocimiento 
para ellos. 
Beneficios percibidos por 
ostentar la certificación 
El SPP es de los pequeños productores y los representa. 
El costo de la certificación es bajo y obtienen un precio alto por los 
productos. 
Existe confianza en el SPP. 
La debilidad del SPP es que le falta alcanzar posicionamiento en el 
mercado internacional. 
Las organizaciones gestionaron con sus compradores habituales que 
les sigan comprando aunque cambiaran de certificadora al SPP. Desde 
las organizaciones existe la conciencia de que el sello requiere ser 
apalancado por un tiempo. 
Otros 
El Estado debería apoyar para comercilizar nacionalmente los 
productos de las organizaciones que ostentan certificaciones 
internacionales pues esto implica que han alcanzado niveles óptimos 
de calidad. 
    Elaboración: La Autora. 











Anexo 5. Sistematización de la entrevista al Ing. Patricio Toro sobre el funcionamiento de la Unidad de Certificación en Agricultura Limpia - 
UCALT, de acuerdo a la Matriz de Operacionalización de Variables. 
 
INFORMANTE: ING. PATRICIO TORO, INSPECTOR DE LA UCALT 
VARIABLES E INDICADORES RESPUESTAS 
DOMINIO VARIABLES INDICADORES UCALT - UTA 
Sistema de 
certificación 
Objeto de la 
certificación 
Producción/Finca/Condición 
de ser productor (o tipo de 
productor, agroecológico, 
orgánico, “limpio”) 
Se certifica el proceso productivo, lo cual quiere decir que se evalúa 
desde los factores e insumos que se emplean hasta las actividades 





Número de productores 
certificados por año (o fincas) 
El proceso es voluntario aunque la ordenanza obliga a que todos los 
productores de la provincia obtengan su certificación. 
Al momento están registrados 1500 productores como agroecológicos 
de los cuales han certificado a 250 en los tres años que lleva 









UCALT es una certificadora de tercera parte (externa) creada por 
convenio entre el Gobierno Provincial y la UTA que se renuevan cada 
año. 
Universidad Técnica de Ambato (UTA), con su Facultad de Ingeniería 
Agronómica 





Roles de los 
actores 
Asistencia técnica 
La dan los técnicos de la Estrategia Agreopecuaria, que implica una 
intervención coordinada del Gobierno Provincial, MAGAP, INIAP, 
ONGs o los técnicos de las propias organizaciones. 
La asistencia técnica no tiene costo cuando es del Estado. 
Propiedad del sello El sello lo otorga la UCALT. 




Viene desde el Gobierno Provincial para el pago de los técnicos de la 
UCALT. 
La UTA contribuye con el espacio de oficina y los costos 
administrativos vinculados (material de papelería, servicios básicos, 
etc), además de los análisis de suelos y aguas. 
El transporte y movilización lo pone el MAGAP, el Gobierno 
Provincial o las ONGs, dependiendo de qué entidad sea la que está 
trabajando con los productores a certificarse. 
Difusión 
Es proporcionada por el MAGAP, el Gobierno Provincial u otro actor 
en función de sus posibilidades. 
Otros 
GADs Municipales tienen el compromiso de fomentar la certificación 
localmente, especialmente por los temas turísticos, por eso hay un 
convenio entre el GAD provincial y los municipales de tal manera que 
los productores vinculados a las 9 rutas agroturísticas de la provincia 





La UCALT emplea la estructura administrativa de la UTA que les 
apoya con un Coordinador y una secretaria-contadora que colaboran 
con una parte de su tiempo para las actividades de la UCALT. 
Número de personal de apoyo 
necesario 
Dado el número de productores que atienden actualmente, el número 
de personas es suficiente, más si se considera que atienden las 
obligaciones de la UCALT a tiempo parcial. 
Calificación profesional 
requerida para el personal 
administrativo  
El Coordinador apoya en la parte técnica y organizativa por lo que su 
título es de tercer nivel en Ingeniería Agronómica y la secretaria tiene 
título de tercer nivel en Contabilidad. 
Costos del personal 
Los sueldos son cubiertos por la UTA ya que es su contraparte dentro 
del convenio con el Gobierno Provincial. Además el personal destina 







La Estrategia Agropecuaria es la instancia superior que decide la 
política pública en materia agraria a nivel provincial. 
De ella se desprende el Comité de Vigilancia que está conformado por 
representantes del MAGAP, Centro Agrícola, la UTA, el Gobierno 
Provincial y la Swiss Aid. Se encargan de supervisar el cumplimiento 
del POA de la UCALT y son los responsables de revisar la normativa. 
La UCALT es el brazo operativo y está constituído por un 
Coordinador y dos inspectores técnicos más. Los tres realizan las 
inspecciones, emiten los informes y entregan la certificación. Además 
son ellos quienes realizan socializaciones a los grupos de productores 
sobre la ordenanza de Tungurahua, la certificación y la unidad de 
certificación. 
Número de técnicos 
necesarios 
Tres personas están a cargo del funcionamiento técnico operativo del 
sistema. 
El equipo es suficiente por ahora pero cuando la aplicación de la 
ordenanza gane fuerza subirá la demanda y se calcula que podría 
llegar a necesitarse hasta 2 técnicos más. 
Calificación profesional 
requerida para el personal 
técnico 
Todos los técnicos tienen formación de tercer nivel en Ingeniería 
Agronómica y uno de ellos cuarto nivel en Agroecología y Medio 
Ambiente. 
Adicionalmente se han capacitado como certificadores orgánicos en la 
BCS. 
Para responder a la nueva normativa de certificación para productos 
pecuarios y transformados buscarán capacitación específica en éstas 
áreas pero no se piensa en la necesidad de contar con técnicos con una 
formación formal en éstas áreas. 
Costos del personal 
Los sueldos son cubiertos por el Gobierno Provincial de acuerdo a la 








El proceso de certificación es individual, por lo que cada uno de los 
productores debe acercarse a las oficinas y solicitar que se le incluya 
en el proceso de certificación. 
Durante esta visita se mantiene una conversación con los productores 
para explicarles el proceso incluyendo las posibles causales para que 
no obtengan la certificación. 
El productor procede a realizar el pago de 50 USD a la UTA, posterior 
a lo cual se firma un contrato en el que acepta las condiciones bajo las 
que se realiza el proceso y los resultados que resulten del mismo. 
El productor debe presentar un plan operativo anual en el que se 
incluyan los productos que él tiene sembrados y los que planea 
sembrar, los cuales se incluirán en el certificado. 





Dependiendo de cuánto demore el productor en entregar la 
documentación requerida demora también la planificación de la 
inspección, puesto que normalmente se realiza la misma semana del 
pedido previo acuerdo del día y hora de la visita con el productor. 
Se inspecciona in situ el manejo del suelo, agua, insumos y los 
procesos productivo, de cosecha y poscosecha, e incluso el transporte 
que emplean. 
Tiene una duración de una hora a una hora y media dependiendo de la 
extensión de la tierra del productor. En el caso de que se trate de 
varios pequeños lotes como es la realidad más común en la provincia, 
se realiza un análisis de las parcelas que más riesgo podrían presentar 
para que a esas se les realice la inspección. 
En caso de dudas los inspectores pueden tomar muestras de los frutos, 
del suelo, del agua para verificar la ausencia de productos no 
permitidos por la norma. 
Ya que sólo se certifican los productos que el agricultor incluyó en su 
plan operativo, si él decide sembrar algo más debe acercarse a la 
UCALT y solicitar que se incluya el nuevo producto en la 
certificación, lo cual se realizará posterior a una visita que no tiene 
costo adicional. 
Como cualquier certificadora de tercera parte, la UCALT planifica la 
realización de visitas sorpresa. 
Resultado 
El resultado puede ser positivo, que equivale a la entrega de la 
certificación, o negativo, si es que se la niega. 
Duración 
Desde el momento en que se realiza el pago empieza el proceso, se 
realiza la visita y en aproximadamente 15 días a tres semanas máximo 




Requisitos legales o de otro 
tipo 
La certificación es para pequeños y medianos productores por lo que 
se trabaja sólo con agricultores cuyas tierras no superan las 3 ha en 
total. 
En vista de que la certificación es individual podría darse el caso de 
que un productor más grande quisiera certificarse, para lo cual se ha 







La ordenanza es el documento más importante en el que se define que 
los procesos productivos dentro de la provincia deben realizarse bajo 
procesos de agricultura limpia. 
El plan donde la Estrategia Agropecuaria ha definido en su línea 3 a la 
producción limpia y se ha establecido la obligatoriedad de aplicar la 
normativa definida para este fin y que todos los proyectos de las 
instituciones involucradas deben alinearse a este eje de trabajo. 
La normativa es propia de Tungurahua, está basada en las Buenas 
Prácticas Agrícolas y el Reglamento de producción orgánica del 
Ecuador emitida por Agrocalidad, sin embargo en base a ella se han 
certificado también otras organizaciones de Napo y Cotopaxi que 
quieren comercializar sus productos en la provincia.  Se está 
planificando por parte del Comité de Vigilacia el ampliar la normativa 
para procesados y productos pecuarios. 
Fichas al productor: la una es de datos básicos y la otra es el plan 
operativo anual. Se entregan al momento de solicitar la certificación. 
El contrato especifica los deberes y derechos del productor y de la 
unidad. 
Manual de procedimientos internos, donde se definen los procesos 
operativos 
Informes de inspección que se entregan al Coordinador de la Unidad o 
a otro certificador para que sea el que emita la certificación. 
Si ya no desea renovar la certificación, el productor debe enviar un 
oficio indicando que no va a optar por ella. 
Credencial 
La certificación es un documento que lleva el nombre del productor, 
los productos certificados y el período de vigencia de la certificación. 
Además posee un código de provincia, cantón y parroquia. 
El documento va con la firma del Decano de la Facultad de Ingeniería 
Agronómica de la UTA. 
El uso no tiene costo adicional. 
Más tarde se les entregará gafetes con nombre y foto, código y período 
de validez de la certificación. 
Además se les va a entregar adehesivos con el logo de la certificación. 
  
Periodicidad de la 
evaluación 
Cuánto dura la certificación El certificado tiene una duración de un año. 





El acompañamiento técnico es permanente y recae en las instituciones 
que forman parte de la Estrategia Agropecuaria como son el MAGAP, 





prepararse para la 
certificación 
Tiempo para obtener la 
certificación 
El tiempo es muy variable dependiendo de las condiciones del lote en 
términos de su proceso productivo. 
Se calcula que un productor debe llevar al menos un año de trabajo 
bajo sistemas de producción limpia para poder obtener la certificación 
porque no es fácil cumplir con los estándares de la norma. 
  
Resultados 
posibles de la 
evaluación 
Certificación aprobada 
La certificación le permite al productor la autorización de uso del logo 




No hay un certificado de transición por lo cual si no pasa la visita de 
inspección se considera que el productor sigue bajo sistemas de 
producción convencional y no puede comercializar sus productos 




Cuando se rechaza la entrega de la certificación, el productor debe 
llevar a cabo las medidas correctivas indicadas en la inspección. 
Si el productor tiene objeciones puede apelar. En este caso se realizan 
análisis de residualidad a los frutos para demostrar la presencia de 
productos prohibidos. Estos costos los debe cubrir el productor. 
Una vez emitido el informe negativo, el productor debe esperar un año 
para poder volver a solicitar la certificación. 
  
Sanciones 
Motivos para que se retire la 
certificación 
En el manual de procedimientos de la UCALT se definen las causales 
para que se retire la certificación siendo la principal el uso de 
productos prohibidos por la norma. 
La sanción puede ser el retiro temporal del certificado o de acuerdo a 
la gravedad del incumplimiento se le puede quitar definitivamente. 
Al ser retirado el certificado la salida de los mercados diferenciados es 




Sello o marca 
proporcionada 






Acceso a mercados 
diferenciados/ 
Mejores precios (mayores 
márgenes de ganancia)/ 
Reconocimiento social/ 
Promoción 
El Gobierno Provincial está abriendo más espacios de 
comercialización para los productores que obtengan la certificación. 
Se puede garantizar al consumidor que accede a productos sanos. 
Las organizaciones de productores que no usan agroquímicos logran 
diferenciarse y obtienen un reconocimiento a través de estos sistemas 
de certificación. 
Se dará prioridad a las organizaciones con certificación para abastecer 
a la compra pública. 
La limitante es que la UCALT no cuenta con transporte. 
Los productores aún no ven los beneficios porque todavía son pocos 
los lugares priorizados para quienes tengan la certificación porque no 
es fácil separar a quienes tienen certificación de quienes no la tienen 
por eso la alternativa es abrir lugares específicos para productores con 
certificación. 
  
Financiamiento Costos operativos 
Cada productor paga 50 USD por participar en el proceso para obtener 
la certificación. El dinero es cobrado por la UTA pero es un valor 
simbólico que no cubre más que los procesos administrativos pues el 
proceso cuesta en forma real 450 USD por productor. 
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Aportes financieros de los 
diferentes actores 
(sostenibilidad del sistema) 
El costo anual para el sistema se calcula en 45000 dólares para ser 
sostenible, considerando que se certifiquen 100 productores/año. 
Se da este subsidio en el precio como una ayuda para los pequeños y 
medianos productores. 
Las impresiones de la normativa, trípticos y otros materiales para la 
difusión son aportes del MAGAP, del Gobierno Provincial o de 
ONGs. 
La movilización también es proporcionada por las instituciones que 
son parte de la Estrategia Agropecuaria. 
 
 





Anexo 6. Sistematización de la entrevista al Sr. Homero Rodríguez sobre el funcionamiento de la Unidad de Certificación en Agricultura Limpia - 
UCALT, de acuerdo a la Matriz de Operacionalización de Variables. 
 
INFORMANTE: SR. HOMERO RODRÍGUEZ, DIRIGENTE DE LOS PRODUCTORES AGROECOLÓGICOS Y COMERCIO 
ASOCIATIVO DE TUNGURAHUA – PACAT 
VARIABLES E INDICADORES RESPUESTAS 
DOMINIO VARIABLES INDICADORES UCALT - UTA 
  
Percepción de los 
productores 
inmersos en el 
sistema de 
certificación 
Tiempo para cumplir los 
requisitos (grado de exigencia 
de los requisitos, oportuna 
asistencia técnica para 
alcanzarlos) 
Para decir que verdaderamente se trabaja con agricultura limpia se 
requiere de varios años y un verdadero compromiso con los 
consumidores y en la salud de la propia familia y el medio ambiente. 
Lo ideal es avanzar hacia agricultura orgánica y no quedarse en 
agricultura limpia pero eso requiere de mayor tiempo. 
A pesar de que la asistencia técnica es gratuita y se percibe como un 
apoyo para los productores, debería privilegiar temas críticos como el 
uso de agroquímicos ya que el control de plagas y enfermedades es lo 
más complicado para poder alcanzar sistemas de producción limpia. 
Falta concienciar en temas de salud a los consumidores para que 
valoren el esfuerzo de producir en forma limpia. 
Transparencia en los procesos 
Lo ideal sería involucrar a los productores en visitas mixtas en las que 
acompañen a los técnicos porque ahora hacen las visitas solos y eso no 
permite que el nivel de transparencia sea el óptimo, ya que se paga por 
un servicio y hay productores que piensan que por realizar el pago se 
debe otorgar la certificación. 
Hay que difundir más la normativa para que los consumidores confíen 
en los productos. 
Complejidad de los trámites 
El trámite para realizar el proceso es sencillo, sin embargo el trabajar 
con agricultura limpia a un nivel más allá del huerto familiar es 
complejo por lo que comprobar este manejo a través de una 
certificación ha hecho que no haya tantos productores interesados. 
 112 
 
Accesibilidad de costos 
El pago de 50.00 USD es aceptado pero se ha llegado a conocer que el 
costo real es superior y preocupa a los productores que se llegue a 
cobrar esos valores en algún momento. 
Más que visitas de verificación se esperaría visitas de apoyo técnico a 
manera de fomento de la normativa. 
Beneficios percibidos por 
ostentar la certificación 
El sistema productivo propuesto favorece autoabastecimiento, 
cambios favorables hacia el consumo de productos sanos y más 
variados, reducción del gasto en insumos químicos. 
Hay respeto por la naturaleza, por los consumidores y preocupación 
por las generaciones futuras. 
Se está rescatando semillas de plantas nativas y empezando procesos 
para contar con semilla propia. 
La certificación no garantiza el obtener un precio justo. 
Falta mayor difusión hacia los consumidores empezando incluso por 
socializar el sentido detrás de la certificación. 
Otros 
Debería realizarse una gira de compras entre los mismos productores 
de los diferentes pisos climáticos de la provincia para que puedan 
beneficiarse de adquirir una mayor gama de productos conociendo 
además que son sanos. 
    Elaboración: La Autora. 
   
